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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Prokurica Prokurica, Baldo

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, los señores Ministros del Interior, don Belisario Velasco Barahona, y del Trabajo y Previsión Social, don Osvaldo Andrade Lara.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:20, en presencia de 15 señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 89ª y 90ª, ordinarias,  en 6 y 7 de marzo del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las Actas aprobadas).
IV. CUENTA

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Oficios



Tres de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero comunica que ha prestado su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto que establece modificaciones en la ley Nº 19.220, sobre bolsas de productos agropecuarios (boletín Nº 4.329-01).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.



Con el segundo informa que ha dado su aprobación al proyecto de ley que regula la tenencia y extravío de equipos y tarjetas de telefonía móvil, con el objeto de prevenir su uso en hechos delictivos (boletín Nº 4.523-15) (Véase en los Anexos, documento......1..)


--Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.



Con el tercero comunica que ha dado su aprobación al proyecto de ley que autoriza erigir un monumento en homenaje y memoria de monseñor Francisco Valdés Subercaseaux (boletín Nº 4.694-24). (Véase en los Anexos, documento......2)


--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


Dos del Excelentísimo Tribunal Constitucional, mediante los cuales remite copia autorizada de dos sentencias, recaídas en igual número de recursos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formulados por HQI Transelec S.A. en contra de la Empresa Eléctrica Puyehue S.A. y de la Empresa Eléctrica Panguipulli S.A., respectivamente.



--Se toma conocimiento.


Del señor Subsecretario de Transportes, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable señor Bianchi, sobre planta de revisión técnica de carácter móvil en la provincia de Tierra del Fuego.



Del señor Director General Adjunto de la Fundación Chile, por el cual responde un oficio cursado en nombre del Honorable señor Navarro, respecto de informe elaborado por dicha Fundación con relación al cumplimiento del plan de implementación del Transantiago.

 

--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



Tres de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaídos en estudios sobre las siguientes materias:



1) Violencia intraescolar; (Véase en los Anexos, documento......3)


2) Alza de aranceles universitarios; (Véase en los Anexos, documento.......4)


3) Influencia de televisión en la Educación. (Véase en los Anexos, documento.......5.)


--Quedan a disposición de los señores Senadores.
Mociones



Del Honorable señor Vásquez, con la que inicia un proyecto de ley que regula los convenios no concursales para pequeños deudores y pequeñas y medianas empresas (boletín Nº 4.908-03). (Véase en los Anexos, documento.......6.)


--Pasa a la Comisión de Economía, y, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.


Del Honorable señor Muñoz Aburto, con la que inicia un proyecto de ley que obliga a las microempresas familiares a cumplir normas de seguridad en materia de inmuebles (boletín Nº 4.909-03). (Véase en los Anexos, documento......7..)


Del Honorable señor Bianchi, con la que inicia un proyecto que modifica la ley N° 19.496, con el fin de garantizar la atención personal a los consumidores (boletín N° 4.910-03). (Véase en los Anexos, documento.....8)


--Pasan a la Comisión de Economía.
Proyectos de acuerdo



De diversos señores Senadores, por medio del cual solicitan la adopción de un conjunto de medidas con el propósito de perfeccionar el funcionamiento del plan denominado “Transantiago” (boletín N° S 945-12). (Véase en los Anexos, documento.....9)


De diversos señores Senadores, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República incrementar el Fondo de Garantía para Pequeños Empresarios (boletín N° S 946-12). (Véase en los Anexos, documento.....10)


--Quedan para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria.
Comunicaciones



De la Comisión de Hacienda, por la cual informa que ha elegido como Presidente al Senador señor Camilo Escalona Medina.



De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, a través de la cual comunica que ha elegido como Presidente al Senador señor Hosaín Sabag Castillo.



De la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, mediante la cual informa que ha elegido como Presidente al Senador señor Jaime Gazmuri Mujica.



De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, por medio de la cual comunica que ha elegido como Presidente al Senador señor Pedro Muñoz Aburto.



De la Comisión de Minería y Energía, por la cual informa que ha elegido como Presidente al Senador señor Ricardo Núñez Muñoz.



--Se toma conocimiento.


De la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, mediante la cual solicita a la Sala que la autorice, durante el trámite de primer informe, para discutir en general y en particular, a la vez, el proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables señores Horvath y Prokurica y del entonces Senador señor Ruiz, que define el descarte de especies hidrobiológicas y establece medidas de control y sanciones para quienes incurran en esta práctica en las faenas de pesca (boletín Nº 3.777-03).



--Se accede a lo solicitado.
El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento ha llegado a la Mesa una comunicación de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, por medio de la cual da a conocer que ha elegido como Presidente al Senador señor Carlos Cantero Ojeda.



--Se toma conocimiento.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)--------------------(

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Respecto del proyecto de acuerdo, suscrito por diversos señores Senadores, en el cual se solicita al Ejecutivo la adopción de un conjunto de medidas con el propósito de perfeccionar el funcionamiento del plan denominado “Transantiago”, la Secretaría entiende que esta mañana la Sala acordó que fuera votado en el Tiempo de Votaciones de la presente sesión.

V. ORDEN DEL DÍA


Admisión de menores al empleo: adecuación de Código del Trabajo a obligatoriedad de enseñanza media. Veto

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Corresponde tratar las observaciones de Su Excelencia la Presidenta de la República, en primer trámite constitucional, al proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo, en lo relativo a la admisión de los menores de edad al empleo y al cumplimiento de la obligación escolar, con informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social.


--Los antecedentes sobre el proyecto (3235-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción del ex Senador señor Ruiz De Giorgio).


En primer trámite, sesión 47ª, en 7 de mayo de 2003.


En tercer trámite, sesión 29ª, en 5 de julio de 2006.


En trámite de Comisión Mixta, sesión 40ª,  en 8 de agosto de 2006.


Observaciones en primer trámite, sesión 89ª, en 6 de marzo de 2007.


Informes de Comisión:


Trabajo, sesión 50ª, en 10 de mayo de 2005.


Trabajo (tercer trámite), sesión 39ª, en 2 de agosto de 2006.


Mixta, sesión 82ª, en 9 de enero de 2007.


Trabajo (observaciones), sesión 1ª, en 13 de marzo de 2007.


Discusión:


Sesiones 1ª, en 7 de junio de 2005 (se aprueba en general y particular): 40ª, en 8 de agosto de 2006 (se rechaza y pasa a Comisión Mixta); 85ª, en 17 de enero de 2007 (se aprueba su informe).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Su Excelencia la Presidenta de la República propuso dos observaciones acerca del artículo 13 del Código del Trabajo, sustituido en esta iniciativa.



La primera de ellas agrega, en el inciso segundo, la obligación de la Dirección Provincial de Educación o de la respectiva municipalidad, en su caso, de certificar las condiciones geográficas y de transporte en que un menor trabajador debe acceder a la educación básica o media. Ello se haría a petición de parte.



La segunda suprime el inciso cuarto, referente a la facultad del Inspector del Trabajo para autorizar excepcionalmente la contratación de un menor de 18 años cuando las condiciones geográficas o la falta de transporte impidieran a éste acceder a un establecimiento educacional.



La Comisión aprobó ambas observaciones por dos votos a favor (de los Honorables señores Letelier y Muñoz Aburto) y una abstención (del Senador señor Allamand).



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado de cuatro columnas. La primera transcribe el artículo 13 del Código del Trabajo; la segunda, el texto despachado por el Congreso Nacional; la tercera, las observaciones de la Presidenta de la República, y la última, el texto final, de ser éstas aprobadas.



Cabe tener presente que, de conformidad al artículo 188 del Reglamento del Senado, las observaciones se deben discutir en general y en particular, a la vez, y votar cada una separadamente, sin que proceda dividir la votación.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión general y particular las observaciones.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En la primera de ellas, la Presidenta de la República propone agregar, al final del inciso segundo del artículo 13 del Código del Trabajo, en punto seguido, lo siguiente:



“A petición de parte, la Dirección Provincial de Educación o la respectiva Municipalidad, deberá certificar las condiciones geográficas y de transporte en que un menor trabajador debe acceder a su educación básica o media.”.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, la verdad es que la materia fue largamente discutida en la sesión anterior, por lo que propongo que la aprobemos sin mayor discusión.



Las observaciones del Ejecutivo acogieron los puntos de vista planteados en la Sala. Como existe acuerdo al respecto, sugiero un trámite expedito y que nos pronunciemos a favor.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Naranjo.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, deseo intervenir en el mismo sentido. Creo que hay pleno acuerdo sobre lo propuesto, por lo que conviene aprobarlo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ofrezco la palabra. 



Ofrezco la palabra. 



Cerrado el debate.



Si no existen objeciones, se aprobará la primera observación.



--Se aprueba, por unanimidad.
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se acogerá la segunda observación.



--Se aprueba, por unanimidad.

INCORPORACIÓN A DOMINIO MUNICIPAL


DE TERRENOS PARA EQUIPAMIENTO

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley, originado en moción de los Senadores señores Letelier, Naranjo y Sabag, que incorpora al dominio municipal los terrenos cedidos para equipamiento.


--Los antecedentes sobre el proyecto (4878-14) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción de los señores Letelier, Naranjo y Sabag).


En primer trámite, sesión 89ª, en 6 de marzo de 2007.


Informe de Comisión:


Vivienda, sesión 1ª, en 13 de marzo de 2007.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal del proyecto es modificar el artículo 135 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, con el propósito de incorporar al dominio municipal aquellos terrenos que, conforme a lo dispuesto en el artículo 70 de dicha normativa, el urbanizador debe ceder gratuitamente para equipamiento comunitario.



La Comisión discutió la iniciativa en general y en particular y le dio su aprobación por la unanimidad de sus miembros presentes (Honorables señores Horvath, Longueira, Naranjo y Sabag).



El texto figura en el informe.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión general y particular, a la vez.



Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, éste es un proyecto muy simple, pero de gran beneficio para las organizaciones comunitarias y las municipalidades. 



La Ley General de Urbanismo y Construcciones, en su artículo 70, establece que, una vez finalizada una urbanización de terrenos, el urbanizador deberá ceder, gratuita y obligatoriamente, para áreas verdes y de equipamiento, las superficies que señale la Ordenanza General de Construcciones. 



En el caso de los terrenos que deben cederse para áreas verdes, se transfieren, por el solo ministerio de la ley, al dominio nacional de uso público. 



No ocurre lo mismo con los terrenos destinados a equipamiento, ya que la Contraloría General de la República ha sostenido que, para efectos de la inscripción de estos bienes inmuebles en el Registro del Conservador de Bienes Raíces, se requiere, previamente, la suscripción de la correspondiente escritura pública de cesión.



En la práctica, tal exigencia es difícil de cumplir, ya que una vez efectuada la recepción municipal los urbanizadores se retiran del lugar, y posteriormente se torna engorroso ubicarlos para que concurran a suscribir la escritura pública, lo que impide legalmente a la municipalidad ejecutar proyectos en las superficies destinadas a equipamiento.



Lo anterior se traduce en un sinnúmero de terrenos baldíos y abandonados, que no se utilizan para el destino que el legislador pretendió, esto es, obras que van en beneficio de la comunidad -plazas de juegos infantiles, recintos deportivos, sedes sociales, sedes para los adultos mayores o para la juventud, etcétera-, sino que, por el contrario, se transforman en basurales o en lugares peligrosos para los vecinos. Esta situación se da especialmente en los sectores y poblaciones más modestos.



El proyecto consta de un artículo único y de otro transitorio.



El primero reemplaza el artículo 135 de la Ley General de Urbanismo y determina, en la letra b) de la nueva disposición, que se incorporarán al dominio municipal los terrenos cedidos para localizar equipamiento, los que, para el solo efecto de mantener la historia de la propiedad raíz, se inscribirán en el Conservador de Bienes Raíces con la presentación del certificado de recepción definitiva de las obras.



Por su parte, la disposición transitoria señala que los terrenos que hubiesen sido cedidos para equipamiento con anterioridad a la publicación de la ley en proyecto podrán inscribirse a nombre de la municipalidad en el Conservador de Bienes Raíces respectivo, conforme a lo previsto en la letra b) del artículo 135 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, esto es, según el procedimiento que establece el artículo único citado.



Señor Presidente, el proyecto va a traer, sin duda alguna, gran beneficio para muchas organizaciones sociales, para las juntas de vecinos. Los terrenos existen. Se sabe que son de la municipalidad, pero ésta no tiene el título. Y no puede cederlos en comodato, ni las organizaciones comunales pueden postular a fondos del Gobierno. 



¿Qué establece ahora, en cambio, la iniciativa que nos ocupa? Que una vez que se efectúe el loteo, se construyan las viviendas y el Director de Obras Municipales lleve a cabo la recepción correspondiente, el alcalde o la municipalidad, con el certificado de recepción, pueda ir al Conservador de Bienes Raíces a inscribir la propiedad en forma inmediata, sin trámite alguno.



Conozco el caso de municipalidades que han tenido que ubicar a las personas, una por una, en distintas partes del país, para sacarles la firma y poder hacer la escritura de cesión.



El proyecto simplifica notoriamente esta materia, en beneficio de los municipios y de las organizaciones comunitarias.



Por eso, fue aprobado por unanimidad en la Comisión de Vivienda y Urbanismo, y no dudamos de que la Sala lo va a acoger en la misma forma.



Gracias.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Naranjo.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, al igual que el Senador señor Sabag, soy autor de la iniciativa, aunque -digámoslo con mucha claridad- ella fue planteada originalmente por el Honorable señor Letelier. Pero, en conjunto con el Senador señor Sabag, la enriquecimos y mejoramos para que pudiera ser aprobada, ya que tenía algunos problemas de constitucionalidad.



El texto en debate presenta una enorme utilidad para las organizaciones comunitarias. Hoy en día se construyen muchas poblaciones en las que quedan bienes destinados a ser sedes de esas entidades, los que, como ha señalado la Contraloría, mientras no exista la escritura pública de cesión, no forman parte de la propiedad del municipio.



Lo anterior ha generado graves inconvenientes, porque muchas veces esas sedes permanecen en el abandono, se deterioran y son dañadas debido a que no existe quien se haga cargo de ellas, o bien, a que las organizaciones, como no se sienten responsables ni propietarias, tampoco tienen mayor interés por cuidarlas.



En ese sentido, creo que la aprobación de esta iniciativa legal nos permitirá corregir una situación que solamente está trayendo inconvenientes y beneficiar, así, a las organizaciones comunitarias.



Por tanto, señor Presidente, pido a la Sala respaldar el proyecto, que fue acogido por la unanimidad de los miembros de la Comisión.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, seré muy breve. Tal como se ha expresado, la normativa pretende que, por el solo ministerio de la ley, pasen automáticamente a ser municipales aquellas áreas que deben cederse en los loteos y urbanizaciones, dado que en muchas oportunidades no se hacen los traspasos en forma adecuada y después, con el transcurso del tiempo, resulta muy complejo obtener el dominio.



Por lo tanto, en todos los futuros proyectos de urbanización será mucho más expedito el que los municipios puedan disponer de los lugares asignados por la Ley General de Urbanismo y Construcciones para infraestructura y distintos usos de la comunidad.



También creo importante que la Sala tenga conocimiento de que el artículo transitorio se hace cargo de todos aquellos bienes que con anterioridad a la publicación de la iniciativa legal hayan debido escriturarse para ser de dominio municipal, lo que sucederá automáticamente. Eso va a permitir dar un mejor uso y un mejor destino a mucha infraestructura y a numerosos sitios eriazos existentes, en especial, en las comunas populares.



Por tales razones, señor Presidente, la bancada de Senadores de la Unión Demócrata Independiente concurrirá a la aprobación del proyecto.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, he escuchado con mucha atención los planteamientos de quienes presentaron el proyecto y me da la impresión de que los problemas que describen efectivamente existen. Sin embargo, creo que esta fórmula puede no constituir una solución. Por ello, me gustaría que el texto pasara a la Comisión de Constitución a fin de que se determinase con claridad cuál es la mejor manera de transferir el dominio de estos bienes. 



A mi juicio, no se puede crear un título de dominio de la nada. Y aquí no se hace referencia a ningún lugar específico respecto del cual se va a transferir. ¿Cómo se va a realizar ese acto en la práctica?



Creo que podemos generar una situación que no resolverá el problema y que los Conservadores de Bienes Raíces, sencillamente, no efectuarán la inscripción.



Entonces, prefiero que la Comisión mencionada revise el proyecto, con la finalidad de definir claramente cuál será el procedimiento, de qué origen son los terrenos -porque, según entiendo, son fiscales…

El señor LONGUEIRA.- No, señor Senador.

El señor PROKURICA.- Si son de origen privado, con mayor razón debe determinarse cuáles son los terrenos y si se hallan incorporados dentro del plano, dentro del proyecto y todo lo demás.

El señor SABAG.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, aunque entiendo el propósito de la iniciativa en debate, me surgen algunas dudas.



Primero, no se establece plazo para la inscripción. 

El señor PROKURICA.- Así es.

El señor ORPIS.- O sea, ¿cuándo se hace materialmente la transferencia? ¿Al momento de la recepción final? ¿Al momento de la inscripción?



Pienso que el texto del proyecto no resuelve bien el punto, aun cuando estoy llano a recibir una explicación.



En cuanto a la adquisición del dominio, la letra b) del nuevo artículo 135 que reemplazaría a la norma pertinente de la Ley de Urbanismo y Construcciones se refiere a los terrenos cedidos de conformidad con el artículo 70 para localizar equipamientos, y dispone que "Para el solo efecto de mantener la historia de la propiedad raíz, dichos terrenos se inscribirán a nombre del Municipio respectivo, en el Registro de Propiedad”. 



¿Por qué sólo para mantener la historia?

El señor PROKURICA.- Están cedidos a las municipalidades.

El señor ORPIS.- La inscripción en el Registro de Propiedad cumple varios objetivos, no sólo el de mantener la historia de la propiedad raíz.



Entonces, ¿cuándo se produce la transferencia? ¿Al momento de la recepción final? ¿Al momento de la inscripción?



No está bien resuelto ese aspecto. 



Entiendo el propósito, pero no tengo clara la fórmula.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, quiero contestarles a los Honorables señores Prokurica y Orpis.



El artículo 70 de la Ley de Urbanismo y Construcciones señala con precisión que cuando se lotea una propiedad -en cien sitios, por ejemplo- se deben dejar espacios para calles y plazas y una parte para equipamiento. Eso es lo que dice la ley. Las calles quedan tomadas de hecho en forma inmediata, pero no el área destinada a equipamiento. Para ello, el loteador tiene que suscribir una escritura pública de cesión.



¿Qué decimos, entonces, en el proyecto de ley? Que luego de la recepción definitiva del loteo, con las casas construidas, la autoridad municipal puede proceder a inscribir -respecto de ese lote, no de otro- los terrenos cedidos para equipamiento comunitario. En el plano de loteo eso ya está definido. Y esos terrenos ya existen hoy día, pero convertidos en basureros, en antros. En cambio, ahora se les va a dar una utilidad legítima. 



Se discutió mucho el tema en la Comisión. Efectivamente, el Senador señor Letelier había presentado una moción sobre la materia. En ella se señalaba que todo el equipamiento comunitario pasaba a ser propiedad de la municipalidad correspondiente. Pero, momentito. El loteador puede dejar áreas para equipamiento comunitario y construir locales comerciales, que son de él.
 Los terrenos que se transfieren son solamente los que quedan para la comunidad. 



La iniciativa en debate plantea una forma práctica y operativa que permite resolver de inmediato el problema. Porque, en la actualidad, municipios de diferentes lugares del país todavía andan buscando a los loteadores para que firmen las escrituras, pero éstos han desaparecido. Y la Contraloría General de la República dictaminó que la inscripción requiere previa escritura pública, pues la ley en ninguna parte señala que los municipios pueden inscribir los terrenos ipso facto, con el solo documento de la recepción.



El proyecto aclara la situación. De manera que ahora cada pedazo que haya quedado de un loteo de terrenos y se halle destinado a equipamiento, debidamente recepcionado por la respectiva municipalidad, podrá inscribirse a nombre del municipio con el certificado de recepción. Es un trámite fácil y simple, aunque limitado a esa parte de los terrenos.



Así que, señor Presidente, no hay ninguna duda. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, pienso que el proyecto en debate ayudará en gran medida a la normalización de bienes municipales, que muchas veces las municipalidades ni siquiera saben que son de su propiedad. También, a las juntas de vecinos y otras organizaciones comunitarias que buscan un sitio donde instalar su sede o construir una multicancha. En varias ocasiones los terrenos están ahí mismo, pero,  como no se encuentran inscritos a nombre del municipio y no resulta posible ubicar a los loteadores, no se pueden usar.



Lo que hace la iniciativa es bastante claro: sustituye el actual artículo 135 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones  por otro que, para despejar las dudas, paso a leer:



"Artículo 135.- Terminados los trabajos a que se refiere el artículo anterior, o las obras de edificación, en su caso, el propietario y el arquitecto solicitarán su recepción al Director de Obras Municipales. Cuando la Dirección de Obras Municipales acuerde la recepción indicada, se considerarán, por este solo hecho incorporadas: 



"a) Al dominio nacional de uso público, todas las calles, avenidas, áreas verdes y espacios públicos en general, contemplados como tales en el proyecto, y



"b) Al dominio municipal, los terrenos cedidos de conformidad al artículo 70 de esta ley para localizar equipamientos. Para el solo efecto de mantener la historia de la propiedad raíz, dichos terrenos se inscribirán a nombre del Municipio respectivo, en el Registro de Propiedad del Conservador de Bienes Raíces presentando el certificado de recepción definitiva. La Ordenanza General indicará las menciones que deberá incluir el certificado para poder ser inscrito en el Mencionado Registro.”.



¿Por qué se señala que la inscripción es para el solo efecto de mantener la historia de la propiedad raíz? Porque perfectamente bien las superficies en cuestión podrían ser luego entregadas en comodato o vendidas a una junta de vecinos, a otra organización comunitaria, a un club deportivo, para que construyeran en terreno propio y no en uno municipal.



Insisto, señor Presidente, en que se trata de una modificación legal que hacía falta.



El proyecto contiene también un artículo transitorio que dispone:



“Los terrenos que con anterioridad a la publicación de esta ley hubieren sido cedidos para equipamiento de conformidad al artículo 70 del decreto con fuerza de ley Nº 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones, podrán inscribirse a nombre de la Municipalidad, en el Conservador de Bienes Raíces respectivo conforme a lo previsto en la letra b) del artículo 135 de dicho cuerpo legal.”.



Además, en el informe de la Comisión de Vivienda se consigna la opinión favorable de la Cámara Chilena de la Construcción, cuyo Vicepresidente aseveró que "la modificación en estudio reafirma lo sostenido por esa entidad gremial, en cuanto a que la municipalidad adquiere los terrenos cedidos para equipamiento por el solo ministerio de la ley, y que la inscripción de los mismos tiene por finalidad exclusiva la de mantener la historia de la propiedad raíz". 



Igualmente, el mismo personero "hizo presente su inquietud por el uso de la expresión “empresas constructoras” que se emplea en la exposición de motivos de la moción, manifestando que conforme al artículo 70 de la citada Ley General de Urbanismo y Construcciones, la cesión obligatoria de terrenos constituye una obligación para el urbanizador y no para la empresa constructora.". Y así es como debemos entenderlo.



He dicho.

El señor SABAG.- ¡Se nota que Su Señoría estuvo en la Comisión…!

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, el Senador señor García ha ahondado en el texto del proyecto. Yo sólo quiero indicar, a quienes plantearon algunas dudas, que la idea es dar a los terrenos cedidos para equipamiento el mismo estatus que el de las áreas que los loteadores deben traspasar a dominio nacional de uso público, como calles y parques.



La Ley General de Urbanismo y Construcciones define cuáles superficies pasan a dominio nacional de uso público y cuáles al dominio municipal. En este último caso, son las correspondientes a equipamiento.



Por lo tanto, cuando una urbanización de terrenos es recepcionada por la Dirección de Obras Municipales, ya queda determinada la diferenciación de áreas, que es un requisito establecido en la ley. 



Lo único que hace el proyecto es permitir que los terrenos cedidos para equipamiento pasen a dominio municipal en forma mucho más expedita. Y todos los miembros de la Comisión estuvieron de acuerdo en ello. Se trata de una medida que facilita, y ordena y hace posible a los municipios obtener un título sobre áreas que, aun cuando legalmente les corresponden, nunca se sanean y que, tal como se dijo aquí, muchas veces ni siquiera pueden ser entregadas en comodato.



No se alteran en nada las potestades de las municipalidades, establecidas en la ley, para hacer lo que deseen con tales áreas. Las pueden entregar en comodato, las pueden vender; pueden construir sedes sociales en ellas. Los municipios conservan todas sus facultades.



Lo que la iniciativa hace es establecer que las superficies que, de conformidad con el artículo 70 de la Ley de Urbanismo y Construcciones, los loteadores tienen la obligación de ceder para equipamiento pasen a ser de dominio municipal por el solo ministerio de la ley, sin que se requiera escritura pública para tal efecto. 



Como este último requisito en muchos casos no se cumplió, el proyecto contempla también un artículo transitorio que soluciona situaciones anteriores en que los traspasos no se inscribieron en los Conservadores de Bienes Raíces.



En consecuencia, creo que la iniciativa es bastante clara y muy favorable y va a contribuir al saneamiento de distintos sectores urbanos que hoy son tierra de nadie y a los cuales se les podría dar un uso más útil.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará el proyecto.



--Se aprueba en general y en particular el proyecto, y queda despachado en este trámite.

OBLIGACIÓN DE INFORMAR TRANSFERENCIAS DE 

RECURSOS PÚBLICOS A TERCEROS

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señora Alvear y señores Pizarro, Ruiz-Esquide y Sabag, en primer trámite constitucional, sobre transferencias de recursos públicos a terceros, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



--Los antecedentes sobre el proyecto (4697-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley: (moción de la señora Alvear y de los señores Pizarro, Ruiz-Esquide y Sabag).



En primer trámite, sesión 71ª, en 28 de noviembre de 2006.



Informe de Comisión:



Gobierno, sesión 89ª, en 6 de marzo de 2007.



Discusión:



Sesión 1ª, en 13 de marzo de 2007 (queda para segunda discusión).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Como recordarán Sus Señorías, la relación de este proyecto se efectuó el día de ayer.



Cabe hacer presente que el objetivo principal de la iniciativa es establecer, como deber de probidad de los jefes superiores de los órganos de la Administración del Estado, el de informar o poner a disposición permanente y gratuita del público, por medios electrónicos, las transferencias de recursos que hagan esos organismos a terceros.



La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización discutió tanto en general como en particular el proyecto y le dio su aprobación por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables señores Núñez, Orpis y Pérez Varela. 



El texto que se propone a la Sala es el resultado de una indicación sustitutiva presentada por los mismos señores Senadores.



La iniciativa tiene carácter orgánico constitucional, por lo que se requieren para su aprobación 22 votos conformes.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión general y particular el proyecto.



Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, la autora de este proyecto es la Senadora señora Alvear. Acompañamos a Su Señoría, como copatrocinadores de la iniciativa, con los colegas señores Pizarro y Ruiz-Esquide. Ayer ya se había iniciado su tramitación en la Sala, pero se pidió segunda discusión porque no había mucha asistencia. 



El proyecto se inserta en el sano debate sobre probidad que se ha instalado en el país, estimulado por los medios de prensa, las autoridades, los parlamentarios y diversos sectores de opinión.



Responde, también, a denuncias que ha conocido la ciudadanía respecto de irregularidades ocurridas recientemente, que involucran recursos públicos.



La iniciativa tiende a transparentar los procedimientos sobre transferencia de recursos públicos a terceras personas sin que éstas obligadamente tengan que efectuar contraprestaciones recíprocas.



La transparencia, en este caso, propone mecanismos de mayor eficacia, pues consiste en publicitar, en términos claros y sencillos y  mediante sistemas electrónicos de acceso universal, como Internet, los antecedentes para conocer tanto al órgano que hace la transferencia como al tercero receptor, con expresión de los datos que permitan, sin incurrir en costos o diligencias burocráticas, identificar con precisión a las personas involucradas y el monto, motivo y naturaleza de los recursos.



En lo formal, la normativa se inscribe entre las reglas de probidad incorporadas a la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, y su cumplimiento se garantiza al consagrarse en ese estatuto como un deber de probidad que han de guardar las autoridades y servidores públicos.



Por eso, el proyecto es absolutamente pertinente, está de acuerdo con la iniciativa que el Gobierno envió al Congreso sobre la materia y, por supuesto, contribuirá a que todo -en especial los traspasos de recursos públicos a particulares- sea bastante transparente y publicado en los diversos medios modernos de que hoy disponemos.



Su texto fue aprobado por unanimidad en la Comisión y esperamos que cuente con el mismo apoyo en la Sala.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En votación el proyecto…

El señor PROKURICA.- No, señor Presidente.



Pido la palabra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Como necesitamos 22 votos para aprobar la iniciativa, la votación quedará abierta desde este momento.



Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, vamos a apoyar este proyecto, porque creemos que va en la línea correcta para producir mayor transparencia en la administración de los recursos del Estado.



Sin duda, la realidad que vive el país en este ámbito puede mejorar mucho más. Lo que buscan los parlamentarios que presentaron el proyecto -entiendo que se formuló una indicación sustitutiva- es generar un ambiente de avance en materia de transparencia, evitando que funcionarios públicos se queden con recursos del Estado o les den un uso distinto del establecido en la ley.



Sin embargo, ésta es una iniciativa dirigida solamente a los aportes que el Estado asigna a terceros. Y me da la impresión de que se podría haber ido un poquito más lejos, disponiendo que en estas mismas páginas web se publicará también otro tipo de información, de tal manera que todos conociéramos la ejecución presupuestaria de los Ministerios y otros servicios públicos, a quiénes se transfieren bienes, etcétera, sin mandar siquiera un oficio.



Pienso que este proyecto podría haber servido para transformar la Administración Pública, adecuándola a modificaciones constitucionales planteadas por los propios Senadores. En efecto, los Honorables señores Larraín, Romero y Gazmuri han presentado reformas a la Carta destinadas a que la regla general sea la publicidad, y la excepción, la privacidad.



Por eso, quiero llamar la atención de los autores de la iniciativa en debate, con la finalidad de ampliar el ejercicio establecido en ella, que me parece extraordinariamente positivo, a todos los Ministerios y servicios públicos. De esa manera nos evitaríamos muchas suspicacias y dudas y el tiempo que a veces los parlamentarios debemos esperar para poder fiscalizar. Yo he tenido que esperar meses para que un Ministerio me mande un documento, cuando eso debería resolverse en forma automática.



Además, ello serviría como un paraguas contra la corrupción. Como dice un antiguo adagio, “A mayor iluminación pública, menos delitos”. Así debería ocurrir con la delincuencia en materia de recursos estatales. Si hubiera mayor transparencia, si los Ministerios y servicios públicos tuvieran la obligación de publicar la ejecución de sus presupuestos, nos ahorraríamos un montón de problemas.



Por lo tanto, señor Presidente, nosotros vamos a apoyar el proyecto; pero nos gustaría que durante la tramitación su finalidad fuera ampliada, que el Ejecutivo tomara la idea -no sé si está presente algún personero de Gobierno; parece que no- y la extendiera, con el propósito de que los Ministerios indicaran en sus sitios web de qué forma gastan sus recursos, de modo que dicha información estuviera disponible no sólo para los parlamentarios sino también para cualquier ciudadano.



El Senador señor Cantero me pregunta si es posible oficiar al Ejecutivo con el objeto de que envíe una indicación en esa línea. Porque entiendo que se trata de una materia de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República.

La señora MATTHEI.- No, señor Senador.

El señor PROKURICA.- Entonces, podríamos presentarla nosotros.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, la iniciativa, en sí misma, me parece bastante pertinente y muy coincidente con el espíritu con que se ha venido trabajando en este ámbito, particularmente en el Senado.



Sin embargo, hoy se encuentra en un grado de tramitación muy avanzado un proyecto de ley que propusimos junto con el Senador señor Gazmuri para modificar precisamente los artículos 13 y 14 de la Ley Orgánica Constitucional sobre Bases Generales de la Administración del Estado con el fin de mejorar el acceso a la información pública. La iniciativa fue aprobada por el Senado y ahora se encuentra en la Cámara de Diputados. Es cierto que ahí durmió un rato el sueño de los justos, pero ahora se ha reactivado. Además, fue incorporada por la Presidenta de la República en la Agenda de Probidad y Transparencia, con una indicación sustitutiva que recoge parte de ella  y agrega otras cosas.



En el proyecto que el Senado despachó ya se establecía, como obligación proactiva, la necesidad de incluir muchas de las informaciones de los diversos servicios públicos en sus respectivas páginas web (no la que consigna específicamente la iniciativa en debate, que por eso me parece complementaria de aquélla). Y el Ejecutivo agregó lo mismo en la indicación que envió a la Cámara de Diputados.



En consecuencia, el proyecto en debate me produce la sensación de que existe cierto desorden, por lo cual deberíamos incorporar en él  la indicación mencionada. Pero lo pertinente es hacerlo en la Cámara de Diputados.



Como dije, éste es un tema que se encuentra muy avanzado. Al decir lo anterior, no quiero restar mérito a los autores de la moción. Por el contrario, creo que esto ayuda a ir generando conciencia acerca de la importancia de la transparencia y, sobre todo, del acceso a la información pública. La idea es que se obligue a una entidad, a un ministerio o a un poder u órgano del Estado, frente a las peticiones que se les formule, no sólo a dar a conocer lo requerido, sino a hacerlo en forma permanente, a fin de evitar la reiteración de ellas. O sea, obtener respuesta simplemente ingresando a los servicios informativos de cada repartición.



En ese sentido, me provoca inquietud esta iniciativa, en el  sentido de que podamos fomentar la legislación un poco al estilo del “salame”, al concretar  este tipo de propuestas en un solo cuerpo. 



Por lo demás, encontrándose esta materia en un importante grado de avance, ignoro la manera de operar. Quizás, sería posible sugerir a los autores de la moción que aprovecharan la instancia de la Cámara de Diputados, a fin de incorporar la proposición en esa instancia, en lugar de tramitar una iniciativa separada, lo que significaría generar en forma paralela un trabajo misceláneo extraordinariamente deficitario desde el punto de vista de la técnica legislativa.



Además, el proyecto a que me he referido tiene un marco bastante completo. El Ejecutivo accedió a una petición que hicimos inicialmente con el Senador señor Gazmuri, en el sentido de elaborar un sistema de acceso a la información pública. Y, por lo tanto, aparte la modificación a la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, aquél se convertirá en un verdadero estatuto. 



Ahora bien, si esta normativa -de parche o parcela- va a quedar fuera de ese contexto, creo inconveniente que un proyecto en proceso de convertirse en estatuto tenga disonancias simplemente por una cuestión formal.



Deseaba hacer presente ese punto. 



No quiero oponerme a esta iniciativa, pero pareciera que no estamos legislando bien en ese sentido. 



Así que sugiero proceder en la forma que acabo de plantear.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, como lo informó el señor Secretario, la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, aprobó unánimemente este proyecto de ley conforme a una indicación sustitutiva formulada por los Senadores señores Núñez, Orpis y quien habla. Y también analizó la iniciativa a que ha aludido el Honorable señor Larraín.



Creo que todos deberíamos estar abiertos para legislar adecuadamente, en un texto común, coherente y sistemático, sobre normas tan importantes como las relacionadas con la transparencia y el acceso de la sociedad a la información en relación con aspectos fundamentales vinculados al traspaso de recursos públicos a terceros, a consultoras o a organizaciones no gubernamentales. 



En la actualidad no hay norma que permita acceder a dicha información. Eso ha conllevado diversas irregularidades y actitudes de sospecha sobre la forma en que se utilizan cuantiosos recursos públicos a lo largo y ancho del país durante el año presupuestario. A este respecto, uno visualiza que diversas consultoras y ONG abarcan programas, particularmente sociales. Pero la ciudadanía no tiene conocimiento acerca de quiénes integran esas organizaciones y las consultoras, cuál es su domicilio y qué hacen con los recursos.



Señor Presidente, deseo recordar aquí una intervención anterior en la que dimos cuenta de una investigación periodística realizada por el diario “El Sur” en la Región del Biobío, sobre un pequeño programa que se realiza mediante la transferencia de recursos públicos a una ONG, y que depende de MIDEPLAN y del FOSIS. Se llama “Mi familia es mi barrio”. 



Tal investigación periodística -no desmentida- determinó que, de mil 400 millones de pesos que se habían traspasado a consultoras y a organizaciones no gubernamentales, el 50 por ciento de lo destinado a los programas fue a parar a aquéllas relacionadas con dirigentes políticos de la Concertación de la Octava Región y con funcionarios de confianza de la Intendencia.



Esa pequeña muestra ejemplifica las dificultades que hoy día tenemos para acceder a la información y la magnitud del problema que enfrentamos. Sin duda, una normativa de esta naturaleza va a transparentar, a partir de su publicación, lo que se haga de aquí en adelante.



En seguida, deseo recordar que la Presidenta de la República, en dicho instructivo presidencial Nº 8, dio pautas que van en la misma dirección de este proyecto de ley y que operarán a contar del 1º de febrero de 2007. 



En su oportunidad, solicitamos a la Primera Mandataria que incorporara la obligación de transparentar la información a partir de 2004, cuando hubo elección municipal. Posteriormente, en 2005, se realizaron elecciones parlamentarias y presidencial. Lamentablemente, días atrás la Ministra Secretaria General de la Presidencia negó la posibilidad de incorporar la información de los años 2004 y 2005, aduciendo argumentos de costo absolutamente infantiles, a mi juicio.



A lo mejor, la discusión del proyecto en debate nos permitirá agregar una información retroactiva, para que de este modo el país sepa a quiénes se traspasan recursos, de quiénes son las consultoras y las ONG, cuál es su domicilio y a quién rinden cuenta. Estoy hablando de fondos cuantiosos.



Señor Presidente, quiero ser bastante claro en tal sentido. Pienso que el mecanismo de traspaso de recursos a terceros es bueno para llevar adelante programas de distinta índole, en particular de tipo social. Pero eso no debe justificar el uso secreto, oculto, de los recursos públicos para beneficiar a los amigos, camaradas, compañeros o para destinarlos a fines absolutamente distintos de los establecidos en la Ley de Presupuestos.



Por eso, teniendo presente lo planteado por el Senador señor Larraín, nosotros votaremos favorablemente la iniciativa, porque creemos que va en la línea correcta y constituye un paso importante para la transparencia. 



En su momento presentaremos las indicaciones para que el acceso a la información sea a partir de 2004 en adelante, a fin de tener la posibilidad real de que el país sepa a quiénes se les ha entregado recursos a través de esta modalidad, toda vez que la respuesta de la Ministra Secretaria General de la Presidencia, frente a la solicitud que planteamos desde esta Sala, da cuenta de una actitud o un criterio de la autoridad gubernamental: negar el derecho a la ciudadanía de conocer a quiénes se les traspasan fondos, qué hacen con ellos, quiénes son y cuál es su domicilio.



 Me parece que lo que hace el secreto es aumentar las sospechas de hechos contrarios a la probidad.



La indicación sustitutiva que aprobamos en la Comisión de Gobierno da debida cuenta de los diversos aspectos de una solicitud de transparencia. Somos partidarios de que los servicios públicos y los Ministerios permitan que la ciudadanía tenga acceso a la información de manera expedita, en un plazo de quince días, a través de medios electrónicos, para saber cuánto se invierte en las comunas, quiénes lo hacen y cómo se rinde cuenta de ello.



Creo que ése es un paso fundamental.



Pero, señor Presidente -reitero-, teniendo en cuenta las situaciones vividas por nuestro país, no basta la información a partir del 1º de febrero de 2007, como concluye el instructivo presidencial Nº 8, o a contar de la vigencia de la presente normativa, como lo establece la legislación presentada por parlamentarios de la Concertación. 



Por ende, la transparencia, sin duda, nos debe permitir abordar períodos sensibles de nuestra reciente historia política, en la cual el uso de recursos públicos ha sido, a lo menos, cuestionable.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general y particular el proyecto (26 votos favorables), y se deja constancia de que se cumple con el quórum constitucional exigido.



Votaron los señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Kuschel, Larraín, Matthei, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Sabag y Vásquez.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, podríamos oficiar al Gobierno para que incorpore en la correspondiente normativa lo planteado por el Senador señor Larraín. El mismo oficio se remitiría al señor Presidente de la Cámara de Diputados.

El señor PROKURICA.- ¿Y el oficio que yo pedí?

El señor CANTERO.- Es el mismo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Es a lo que acabo de hacer referencia.



Entonces, se enviarán dos oficios: uno, dirigido a la Presidencia -que solicitó el Senador señor Prokurica-, y el otro, a la Cámara Baja, pedido por el Honorable señor Larraín.



--Así se acuerda.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Sí, señor Senador.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- No está mi nombre en la votación. Algo ha sucedido con el sistema, pues no aparece.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminado el Orden del Día.

VI. TIEMPO DE VOTACIONES

SUSCRIPCIÓN DE CONVENCIÓN DE NACIONES UNIDAS SOBRE DERECHOS DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD. PROYECTO DE ACUERDO.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por diversos señores Senadores, cuyo propósito es solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República la suscripción de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en diciembre de 2006.

--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 942-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 1ª, en 13 de marzo de 2007.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Se aprueba.

SOLICITUD DE APOYO GUBERNAMENTAL A ACTIVIDADES DEL AÑO POLAR INTERNACIONAL. PROYECTO DE ACUERDO

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de acuerdo suscrito por diversos señores Senadores, que tiene como objetivo pedir a Su Excelencia la Presidenta de la República que el Gobierno apoye y difunda las actividades del Año Polar Internacional, especialmente aquéllas relacionadas con los estudios que se efectuarán en la Antártica chilena.

--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 943-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 1ª, en 13 de marzo de 2007.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si hay acuerdo, se aprobará.



--Se aprueba.

ADOPCIÓN DE MEDIDAS PARA MEJORAMIENTO DE TRANSANTIAGO. PROYECTO DE ACUERDO

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de acuerdo formulado por diversos señores Senadores, cuya finalidad es solicitar al Ejecutivo que adopte una serie de medidas para mejorar y perfeccionar el plan denominado “Transantiago”.

--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 945-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 3ª, en 14 de marzo de 2007.

El señor NARANJO.- No hemos leído el proyecto.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Está en los escritorios de los señores Senadores.



Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Se aprueba.

VII. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



De los señores CANTERO Y PROKURICA:



Al señor Ministro de Relaciones Exteriores y a la señora Ministra de Salud, solicitándoles información sobre NÚMERO DE PERSONAS IMPORTADORAS DE MEDICAMENTOS E IDENTIFICACIÓN DE ELLOS.



Del señor CHADWICK:



Al señor Contralor de la Sexta Región, requiriéndole FISCALIZACIÓN FRENTE A EVENTUALES IRREGULARIDADES DE ALCALDE DE PERALILLO EN MATERIA DE EDUCACIÓN COMUNAL.



Del señor NARANJO:



A la señora Vicepresidenta Ejecutiva de la JUNJI y al señor Intendente de la Región del Maule, haciéndoles presente lo relacionado con ANOMALÍAS EN CONSTRUCCIÓN DE JARDÍN INFANTIL “LAS ARDILLITAS” DE PARRAL.
)------------(



--Ofrecida la palabra, sucesivamente, en los tiempos de los Comités Mixto (Partido Por la Democracia, Partido Radical Social Demócrata e Independiente), Unión Demócrata Independiente, Renovación Nacional e Independiente, Socialista y Demócrata Cristiano, ningún señor Senador interviene.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 17:13.








Manuel Ocaña Vergara,
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ACTAS APROBADAS

SESION 89ª, ORDINARIA, EN MARTES 6 DE MARZO DE 2.007



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Frei, del Vicepresidente, Honorable Senador señor Naranjo y, en calidad de Presidente accidental, del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Barra, Navarro, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Asisten, además, la señora Ministra de Defensa Nacional, doña Vivianne Blanlot Soza  y el señor Subsecretario de Guerra, don Gonzalo García Pino.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________________

ACTAS



Las actas de las sesiones octogésima sexta, ordinaria y octogésima séptima, especial, ambas de 23 de Enero de 2.007 y octogésima octava, ordinaria, de 24 de Enero de 2.007, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

CUENTA

Mensajes



Diecisiete de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero, formula observaciones al proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo, en lo relativo a la admisión al empleo de los menores de edad y al cumplimiento de la obligación escolar (Boletín Nº 3.235-13).



-- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



Con el segundo, retira la urgencia que hiciera presente para el despacho de los siguientes asuntos:



1) Proyecto de ley que introduce modificaciones orgánicas y procedimentales a la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia (Boletín 4.438-07);



2) Proyecto de ley sobre pesca recreativa (Boletín N° 3.424-21);



3) Proyecto de ley que crea el Consejo de Auditoría Interna de Gobierno; modifica el Estatuto Administrativo en lo relativo a procedimientos.

sumariales, Juntas Calificadoras, incompatibilidades e inhabilidades; regula contratos a honorarios y contratación de bienes y servicios; otorga flexibilidad financiera a la Contraloría General de la República, y confiere facultades delegadas al Presidente de la República (Boletín Nº 3.937-06);



4) Proyecto de ley sobre división y especialización de la Corte de Apelaciones de Santiago (Boletín Nº 4.091-07);



5) Proyecto de ley que regula la figura de las personas competentes y crea la Comisión Calificadora de Competencias de Recursos y Reservas Mineras (Boletín Nº 4.065-08);



6) Proyecto de acuerdo aprobatorio del Acuerdo de Alcance Parcial entre Chile e India y sus anexos, suscrito en Nueva Delhi, India, el 8 de marzo de 2006 (Boletín Nº 4.171-10);



7) Proyecto de ley que establece beneficios para el personal del Sector Salud (Boletín Nº 4.545-11);



8) Proyecto de ley que regula el lobby (Boletín Nº 3.407-07);



9) Proyecto de ley que protege al funcionario que denuncia irregularidades y faltas al principio de probidad (Boletín 4.722-06);



10) Proyecto de ley que crea el Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales y Perfecciona el Estatuto de Capacitación y Empleo (Boletín N° 3.507-13), y



11) Proyecto de ley que crea examen único nacional de conocimientos de medicina (Boletín Nº 4.361-11).



--Quedan retiradas las urgencias, y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el tercero, hace presente la urgencia “suma” para el despacho del proyecto de ley que establece una subvención escolar preferencial para niños y niñas socio-económicamente vulnerables (Boletín Nº 4.030-04).



Con los catorce siguientes, hace presente la urgencia “simple” para el despacho de los siguientes asuntos:



1) Proyecto de ley que adecua la legislación penal chilena a los tratados internacionales en materia de derechos humanos (Boletines números 3.345-07 y 3.959-07, refundidos);



2) Proyecto de ley que regula el lobby (Boletín Nº 3.407-07);



3) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales y Perfecciona el Estatuto de Capacitación y Empleo (Boletín N° 3.507-13);



4) Proyecto de ley sobre constitución y operación de sociedades de garantía recíproca (Boletín N° 3.627-03);



5) Proyecto de ley que crea el Consejo de Auditoría Interna de Gobierno; modifica el Estatuto Administrativo en lo relativo a procedimientos sumariales, Juntas Calificadoras, incompatibilidades e inhabilidades; regula contratos a honorarios y contratación de bienes y servicios; otorga flexibilidad financiera a la Contraloría General de la República, y confiere facultades delegadas al Presidente de la República (Boletín Nº 3.937-06);



6) Proyecto de ley que introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reforma la Constitución Política de la República (Boletín N° 3.962-07);



7) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre división y especialización de la Corte de Apelaciones de Santiago (Boletín Nº 4.091-07);



8) Proyecto de ley que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (Boletín N° 4.248-06);



9) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Penal y el Código Procesal Penal en materia de seguridad ciudadana y refuerza las atribuciones preventivas de las policías (Boletín Nº 4.321-07);



10) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones al decreto ley Nº 3.472, de 1980, que creó el Fondo de Garantía para Pequeños Empresarios (FOGAPE) (Boletín Nº 4.363-03);



11) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones orgánicas y procedimentales a la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia. (Boletín N° 4.438-07);



12) Proyecto de ley que establece beneficios para el personal del Sector Salud (Boletín Nº 4.545-11);



13) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un incentivo tributario a la inversión privada en investigación y desarrollo (Boletín N° 4.627-19), y



14) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que protege al funcionario que denuncia irregularidades y faltas al principio de probidad.(Boletín 4.722-06).



-- Se tiene presente las urgencias, y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 25 de la Constitución Política de la República, comunica su ausencia del territorio nacional, los días 2 y 3 de marzo del presente año, con el fin de asistir a la XIX Cumbre de Jefes de Estado del Grupo de Río.



Agrega que, durante su ausencia, será subrogada, con el título de Vicepresidente de la República, por el señor Ministro titular de la Cartera de Interior, don Belisario Velasco Baraona.



--Se toma conocimiento.



Tres de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica que ha prestado su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado, al proyecto de ley que establece un régimen simplificado para determinar el impuesto a la renta de los micro y pequeños contribuyentes (pymes) (Boletín N°4.246-03).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.



Con el segundo, informa que ha dado su aprobación al proyecto de acuerdo que aprueba el Convenio de Seguridad Social entre las Repúblicas de Chile y del Ecuador, suscrito en Santiago el 23 de enero de 2006 y el Acuerdo por Cambio de Notas adoptado por las Partes, que corrige el Convenio de Seguridad Social, fechados en Santiago el 25 y 29 de mayo de 2006 (Boletín N° 4.734-10).



-- Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Con el tercero, comunica que ha dado su aprobación al proyecto de ley que introduce modificaciones orgánicas y procedimentales a la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia (con urgencia calificada de “simple”) (Boletín N° 4.438-07).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y a la Comisión de Hacienda, en su caso y, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.


Tres de la Excelentísima Corte Suprema de Justicia, por los que emite su parecer respecto de los siguientes asuntos:



1) Proyecto de ley sobre jurisdicción penal militar (Boletín N° 4.792-07), 



2) Proyecto de ley que impide decretar el sobreseimiento definitivo en caso de muerte del imputado respecto de delitos que no pueden prescribir o amnistiarse (Boletín Nº 4.727-07), y



3) Proyecto de ley que introduce diversas modificaciones a la ley N°18.287, sobre Procedimiento ante los Juzgados de Policía Local y a la ley N° 18.290, de Tránsito.(Boletín N° 2.276-15).



--Se toma conocimiento y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Doce del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con el primero, remite copia autorizada de la sentencia recaída en el proyecto de ley que crea el cargo de Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, y le confiere el rango de Ministro de Estado (Boletín N° 4.148-07).



--Se toma conocimiento y se manda comunicar a Su Excelencia la Presidenta de la República.



Con los cuatro siguientes, comunica que ha acogido a tramitación igual número de requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, formulados en relación con los siguientes preceptos: el artículo 425, inciso 4° del Código Procesal Penal; el artículo 174 del Código del Trabajo, el artículo 61 de la ley N° 18.695 y el inciso 2° del artículo 27 de la Ley General de Telecomunicaciones, decretándose, respecto de cada uno de ellos, remitir copia al Senado con el fin de que en plazo de diez días presente sus observaciones y acompañe los antecedentes que estime pertinentes.



--Se toma conocimiento y se remiten los antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el sexto, remite copia autorizada de la sentencia recaída en el control de constitucionalidad del proyecto de ley que crea la XV Región de Arica y Parinacota y la Provincia del Tamarugal, en la Región de Tarapacá (Boletín N° 4.048-06).



Con el séptimo, envía copia autorizada de la sentencia recaída en el proyecto de ley que crea la XIV Región de Los Ríos y la provincia de Ranco en su territorio (Boletín N° 4.049-06).



Con los cinco restantes, remite copia autorizada de las sentencias dictadas en los autos en que se consideraron igual número de recursos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, formulados respecto del artículo 116 del Código Tributario.



--Se toma conocimiento.



De la señora Contralora General de la República subrogante, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Naranjo, relativo al informe elaborado por la Contraloría Regional del Maule, con motivo de la auditoría realizada en la Dirección Regional de la VII Región del Instituto Nacional de Deportes.



Cuatro del señor Contralor General de la República subrogante:



Con el primero, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, referido a beneficiarios de becas otorgadas por la Universidad de Magallanes.



Con el segundo, da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Cantero, sobre concurso de funcionarios en el Servicio de Salud de Antofagasta.



Con el tercero, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Romero, relativo a aportes efectuados por el Instituto Nacional de Deportes a diversas organizaciones deportivas de la Región de Valparaíso.



Con el último, responde un oficio cursado en nombre del  Honorable Senador señor García, sobre sistema de turnos rotativos de los funcionarios de los Servicios de Salud.



Dos del señor Fiscal Nacional del Ministerio Público:



Con el primero, responde dos oficios remitidos en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre niveles de tráficos de drogas en las villas y poblaciones que indica.



Con el segundo, contesta cinco oficios enviados en nombre del Honorable Senador señor Espina, en que solicita información detallada sobre los delitos que indica, en el período comprendido entre el 1° de enero y el 31 de diciembre de 2006.



Del señor Ministro del Interior, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor García, relativo a la implementación de equipos de comunicación para las juntas de vigilancia de sectores rurales de las comunas que indica.



Dos del señor Ministro de Relaciones Exteriores:



Con el primero, da respuesta a un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Frei, referido a los mecanismos de solución de controversias a propósito de la creación de una institución universitaria en la República de Ecuador.



Con el segundo, contesta un proyecto de acuerdo adoptado por el Senado, relativo al destino del legado cultural de doña Gabriela Mistral.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores subrogante, por el que da respuesta a un proyecto de acuerdo del Senado, relativo  a la situación de la libertad de expresión y sus garantías en la República Bolivariana de Venezuela.



Tres de la señora Ministra de Defensa Nacional:



Con el primero, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Chadwick, relativo al eventual traslado del Regimiento N° 19 “Colchagua”, desde la ciudad de San Fernando.



Con el segundo, responde a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido a capacitación de conscriptos de las distintas ramas de las Fuerzas Armadas.



Con el último, da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Coloma, referido a si hay otros funcionarios que puedan tener derecho a la Asignación de Especialidad al Grado Efectivo, otorgado a los funcionarios civiles de Carabineros de Chile.



Dos del señor Ministro de Hacienda:



Con el primero, da respuesta a un proyecto de acuerdo del Senado, mediante el cual se solicitó al Gobierno el envío de un proyecto de ley que exima del pago de contribuciones a los propietarios que indica.



Con el segundo, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Orpis, en que se solicita al Gobierno considerar   los propósitos de una Moción referida a la producción y uso de biocombustibles. 



De la señora Ministra de Hacienda subrogante, por la que responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a cruceros de turismo que visitan nuestro país.



Dos de la señora Ministra Secretaria General de la Presidencia:



Con el primero, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Frei, referido a la posibilidad de otorgar urgencia a iniciativa legal que indica.



Con el segundo, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Pérez Varela, acerca de la entrega de información relativa a la asignación de recursos públicos. 



Dos del señor Ministro Secretario General de la Presidencia subrogante:



Con el primero, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Núñez, en que solicita al Gobierno estudiar un proyecto de ley que regule los aspectos ambientales y de salud, referidos a la instalación de antenas móviles en sectores urbanos.



Con el segundo, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, en que solicita el estudio de una Moción  destinada a proteger el patrimonio fitozoosanitario nacional.



Tres del señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción:



Con el primero, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Larraín, referido al mayor costo que pagarán los pequeños y medianos agricultores, a consecuencia de la aplicación del decreto supremo N° 147, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción. 



Con el segundo, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativo a los elevados costos que por consumo de energía eléctrica, deben cancelar los habitantes de la Isla Santa María.



Con el tercero, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Frei, referido a la exclusión de la empresa que indica, del reintegro simplificado de mercancías de la ley N° 18.480. 



Seis de la señora Ministra de Educación:



Con el primero, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre problemas materiales que afectan al Liceo Luis Durand Durand, de la comuna de Traiguén.



Con el segundo, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referido a la deuda histórica del Estado con los docentes del país.



Con el tercero, contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Frei, relativo a la situación que afecta a los profesores jubilados de la ciudad de Ovalle.



Con el cuarto, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referido al sistema de educación aplicado en la Escuela Pedro Aguirre Cerda, de la localidad de Puerto Aguirre. 



Con el quinto, da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Espina, acerca de la posibilidad de mejorar el equipamiento tecnológico de los alumnos de la Escuela Volcán Llaima, de la comuna de Melipeuco.



Con el último, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a la acción que pueden desarrollar establecimientos educacionales de la XI Región, en relación con la instalación de centrales hidroeléctricas en dicha zona del país. 



De la señora Ministra de Educación subrogante, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina,  referido a planteamientos en materia de educación del concejo municipal de la comuna de Traiguén.



Dos del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social:



Con el primero, responde un proyecto de acuerdo aprobado por el Senado, en que se solicitó al Gobierno la ratificación por parte de Chile, del Convenio N°167 de la Organización Internacional del Trabajo, sobre Seguridad y Salud en la Construcción.



Con el segundo, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor García, referido a la restitución de reajustes a los pensionados que indica. 



Seis del señor Ministro de Obras Públicas:



Con el primero, responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a la planta de tratamiento con emisario submarino del sector de La Pampilla, de la Región de Coquimbo.



Con el segundo, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Kuschel, sobre rampas de acceso de los transbordadores en Chiloé.



Con el tercero, contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, acerca de la pavimentación de la Ruta 9, sector Puente Picana - Cerro Castillo, en la comuna de Torres del Paine. 



Con el cuarto, responde un oficio enviado en nombre del Honorable senador señor Coloma, referido a proyectos de agua potable, en la comuna de Constitución.



Con el quinto, da contestación a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, acerca de la construcción de un camino costero entre Puerto Cisne y Queulat.



Con el último, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Frei, en que solicita se dicte el decreto supremo referido al convenio de programación “Plan Ciudad”, que beneficia a la Región de Los Lagos.



Once de la señora Ministra de Salud:



Con el primero, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, en que solicita que se elabore el Reglamento de la ley N° 20.096, que establecería mecanismos de control aplicable a las sustancias que dañan la capa de ozono.



Con el segundo, contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Letelier, relativo a convenios celebrados entre hospitales públicos con centros de hemodiálisis privados.



Con el tercero, responde un oficio remitido en nombre del Honorable  Senador señor Naranjo, relativo a la elaboración del Reglamento de publicidad y consumo del tabaco.



Con el cuarto, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor García, a la cual adhirió el Honorable Senador señor Kuschel, relativo a los problemas laborales que afectan a los trabajadores de los hospitales de las  IX y X Regiones.



Con el quinto, da respuesta a un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor García, referido a la creación de un escalafón de conductores de ambulancias en los Servicios de Salud.



Con el sexto, contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre intercambio académico en materia de salud  con la República de Cuba.



Con el séptimo, responde un proyecto de acuerdo del Senado, referido a la posibilidad de implementar una segunda etapa del programa “Sonrisa de Mujer”.



Con el octavo, da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativo a los acuerdos de acreditación de productos farmacéuticos celebrados con la República de Cuba.



Con el noveno, contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor García, sobre planteamientos de la Federación Nacional de Profesionales Universitarios de los Servicios de Salud.



Con el décimo, da respuesta a un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor García, relativo a la creación de una bonificación especial para los conductores de ambulancias de los Servicios de Salud.



Con el último, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor García, acerca del proyecto de “Normalización del Hospital de Villarrica”.



Dos de la señora Ministra de Salud subrogante:



Con el primero, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Cantero, en que solicita implementar una unidad de cuidados intensivos en la construcción del nuevo hospital de la ciudad de Calama.



Con el segundo, contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Letelier, referidos a los proyectos de infraestructura para la red pública de salud de la VI Región, durante el año 2007.



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, por el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Frei, en que solicita se dicte el decreto supremo referido al convenio de programación “Plan Ciudad”, que beneficia a la Región de Los Lagos.



Del señor Ministro de Agricultura, por el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Vásquez, relativo a los problemas que ha creado la importación del producto “semita proteica”.



Tres de la señora Ministra de Agricultura, subrogante:



Con el primero, da respuesta a un proyecto de acuerdo del Senado, en que se solicitó al Gobierno la adopción de un conjunto de medidas para proteger a los productores de trigo y a la industria molinera nacional.



Con el segundo, contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a las medidas adoptadas para impedir la liberación de semillas transgénicas en nuestro país.



Con el último, responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, acerca de las tarifas fijadas para el ingreso de turistas al Parque Nacional Torres del Paine.



Dos de la señora Ministra de Minería y Energía:



Con el primero, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido a concesiones geotérmicas otorgadas.



Con el segundo, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Orpis, en que pidió al Gobierno considerar un proyecto de ley relativo a la producción y uso de biocombustibles. 



Ocho del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones:



Con el primero, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo al estudio sobre construcción de un camino costero entre Puerto Cisnes y Queulat.



Con el segundo, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, en que pide suspender la instalación de la antena de telefonía móvil en la comuna de Los Sauces.



Con el tercero, responde un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, relativo al funcionamiento de planta de revisión técnica en la provincia de Tierra del Fuego.



Con el cuarto y el quinto, contesta dos oficios remitidos en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referidos, respectivamente, a problemas con los transbordadores en la provincia de Palena y en la XI Región, y a la rebaja en el costo del transporte marítimo desde y hacia dicha Región.



Con el sexto, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre transporte de sustancias peligrosas.



Con el séptimo, contesta un oficio remitido en nombre de la Honorable Senadora señora Matthei, sobre los estudios que llevaron a la adopción del Plan Transantiago.



Con el último, da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Espina, en que solicita medidas para permitir que los vecinos de Villa Trinte, de la comuna de Los Sauces, puedan acceder a las señales de la televisión abierta.



De la señora Ministra de Bienes Nacionales subrogante, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Larraín, sobre factibilidad de asignar terrenos fiscales de la ciudad de Linares a la Unión Comunal de Organizaciones sobre la Discapacidad.



De la señora Ministra Presidenta del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, por el cual responde un oficio enviado por la Honorable Senadora señora Alvear, sobre protección de la actividad de los artesanos del país. 



Del señor Comandante en Jefe de la Armada, por el que contesta un oficio remitido en nombre de la Honorable Senadora señora Alvear, relativo a autorizaciones para la navegación de naves de turismo en las costas del país.



Del señor Subsecretario del Interior subrogante, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre los proyectos Comuna Segura ejecutados durante los años que indica.



Del señor Subsecretario de Relaciones Exteriores subrogante, en que informa la entrada en vigor del Protocolo Constitutivo del Parlamento del MERCOSUR.



De la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, por el que responde un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre problemas de planes de empleo para la comuna de Tomé.



Del señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo subrogante, por el que da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor García, sobre obras del cuartel de bomberos de la comuna de Loncoche.



Dos del señor Subsecretario de Pesca por los que contesta dos oficios enviados en nombre del Honorable Senador señor Navarro referidos, respectivamente, a los programas de empleo aplicados en las caletas Cocholhue, Lo Rojas, Los Bagres y Columo, y a naves de investigación pesquera.



De la señora Subsecretaria de Justicia subrogante, por el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor García, relativo a la Corporación San Cristóbal, de Temuco.



Del señor Subsecretario de Obras Públicas, mediante el cual responde un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, sobre proyecto de agua potable y alcantarillado en el sector de Villa Andrea, de la comuna de Punta Arenas.



Del señor Subsecretario de Redes Asistenciales, por el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Frei, sobre reposición de ambulancias para el Consultorio General Belarmina Paredes de la comuna de Futrono.



Del señor Subsecretario de Telecomunicaciones, por el que contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Cantero, sobre instalación de antena de telefonía celular en la ciudad de Antofagasta.



Del señor Presidente del Consejo de Defensa del Estado, por el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Naranjo, relativo a los procesos judiciales existentes contra la ex Sociedad Benefactora y Educacional “Dignidad”.



Del señor Director del Servicio de Impuestos Internos, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referido a cruceros de turismo que recalan en puertos nacionales.



Del señor Subdirector de Racionalización y Función Pública de la Dirección de Presupuestos, por el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Frei, sobre situación previsional de los profesores jubilados de la ciudad de Ovalle.



Del señor Director Ejecutivo subrogante de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Frei, sobre estudio de impacto ambiental del proyecto “Embalse Puntilla del Viento”, de la comuna de Los Andes.



De la señora Directora Nacional del Servicio Nacional del Adulto Mayor, por el cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Frei, sobre tarifas rebajadas para los adultos mayores en el nuevo sistema de transporte público en la ciudad de Santiago.



Del señor Director Nacional de Aduanas, por el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Allamand, referido a las medidas adoptadas para evitar que se vulneren las bandas de precios que se aplican a la importación de harina.



Del señor Director Nacional de Pesca subrogante, por el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre denuncia del exterminio de lobos marinos y extracción ilegal de locos en el sector de Bahía Zañartu.



Del señor Superintendente de Casinos de Juego, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Ávila, relativo al respaldo financiero de los proyectos de casinos aprobados.



De la señora Superintendenta de Servicios Sanitarios, por el cual responde un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Núñez, relativo a los problemas que afectan a los usuarios de la empresa Aguas Chañar S.A.



De la señora Directora Ejecutiva del Instituto de Fomento Pesquero, por el cual da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre antecedentes técnicos que justifican el  aumento de las cuotas de captura de la pesquería nacional para el presente año.



Del señor Director Nacional subrogante del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo (SENCE), mediante el que contesta un proyecto de acuerdo adoptado por el Senado, referido a programas de capacitación destinados a los soldados conscriptos.



De la señora Directora Nacional del Servicio Nacional de Menores (SENAME), por el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Ávila, sobre vínculo laboral de la persona que indica.



Del señor Director de Vialidad subrogante, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Frei, relativo a la construcción del Puente Chapaco, en la comuna de Río Negro.



De la señora Directora Ejecutiva de la Corporación Nacional Forestal, por el cual responde un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Allamand, sobre litigios judiciales que afectarían a terrenos pertenecientes al Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado.



Del señor Director Ejecutivo subrogante de la Corporación Nacional Forestal, por el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor García, relativo a las demandas de la Federación Nacional de Sindicatos de CONAF.



Del señor Director Nacional subrogante del Servicio Nacional de Geología y Minería, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre funcionamiento de las estaciones sismográficas instaladas en la XI Región.



Del señor Director Ejecutivo subrogante de la Fundación Integra, por el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referido a la situación que afecta al jardín infantil “Hielito Azul”, ubicado en la comuna de O´Higgins. 



Del señor Secretario Ejecutivo de la Secretaría Interministerial de Planificación de Transporte (SECTRA), por el cual responde un oficio enviado en  nombre de la Honorable Senadora señora Matthei, sobre estudios efectuados para adoptar el plan Transantiago.



Seis del señor Secretario General de la Dirección General de Carabineros de Chile:



Con el primero, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre proyecto de reposición de la Tenencia de Carabineros de la comuna de Florida, de la Región del Biobío.



Con el segundo, contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor García, referido al Retén de Carabineros de la comuna de Teodoro Schmidt.



Con el tercero, da respuesta a un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Ávila, relativo a índice de delitos ocurridos durante el año 2006.



Con el cuarto, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre incremento de la delincuencia en la Población Los Conquistadores, de la comuna de Angol.



Con el quinto, responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor García, relativo a la Tenencia de Carabineros de Puesco, comuna Curarrehue.



Con el último, responde un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Espina, referido a tráfico y microtráfico de drogas en villas y poblaciones del país.



De la señora Intendenta de la Región de La Araucanía, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, sobre “Reserva Forestal Magallanes”. 



Del señor Intendente de la Región de Los Lagos, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Frei, relativo a problema que afecta a pequeños propietarios agrícolas de la localidad de Bellavista, en la comuna de San José de la Mariquina.



De la señora Presidenta de la Corte de Apelaciones de Santiago, mediante el cual comunica la conformación de sus Salas para el año 2007, e informa que la presidencia de dicha Corte, para el referido período, la ejercerá el Ministro señor Cornelio Villarroel Ramírez.



Del señor Contralor Regional de Valparaíso subrogante, por el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Romero, sobre investigación de los programas del FOSIS, en la Región de Valparaíso.



Del señor Fiscal Regional del Ministerio Público de la Región de La Araucanía, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre de los Honorables Senadores señores Espina y García, sobre índice de delitos que indica.



Del señor Secretario Regional Ministerial de Educación de la Región de La Araucanía, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor García, referido a inquietudes planteadas en el Encuentro Intercomunal de Integración de Personas Discapacitadas, Carahue-Saavedra.



Del señor Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas de la IX Región, por el cual responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor García, sobre sistema de agua potable rural de la localidad de Bolilche. 



Dos del señor Secretario Regional Ministerial de Salud de la Región de La Araucanía:



Con el primero, responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor García, sobre problema de plaga de ratones que afecta a los residentes de la localidad de Labranza.



Con el segundo, contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre práctica de estudiantes de enfermería  en el Hospital de Angol.



Dos de la señora Secretaria Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo subrogante de la Región de La Araucanía:



Con el primero, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor García, referido a ayudas destinadas a familias campesinas para construir casetas sanitarias.



Con el segundo, contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor García, sobre programas de mejoramiento de viviendas. 



Del señor Secretario Regional Ministerial de Educación de la Región de Los Lagos, por el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Frei, referido a obras en las escuelas “Rio Negro” y “Andrew Jackson”, en la comuna de Río Negro.



Dos del señor Director del Servicio de Salud de Antofagasta:



Con el primero, responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Cantero, referido a nómina de personas que se encuentran en lista de espera para obtener resolución de la COMPIN de la II Región.



Con el segundo, responde un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Cantero, sobre pago de licencia médica de persona que indica.



Tres del señor Director de Salud de La Araucanía Sur:



Con el primero, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor García, referido a problemas de atención que sufrió una paciente en el Hospital de Puerto Saavedra. 



Con el segundo, contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor García, relativo al cierre del Pabellón de Cirugía del Hospital de Nueva Toltén.



Con el tercero, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor García, relativo a problemas acaecidos en el Hospital Regional de Temuco. 



Del señor Director del SERVIU de la Región de Antofagasta, por medio del cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Cantero, sobre adquisición de terreno por parte del Comité de Vivienda que indica, en la comuna de Antofagasta.



Del señor Director del SERVIU de la Región Metropolitana, por el que contesta un oficio enviado en nombre de la Honorable Senadora señora Alvear, relativo a comodato de terreno en la Población Guatemala, de la comuna de El Bosque.



Del señor Director del SERVIU de la Región del Biobío, por medio del cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido al Programa de Pavimentos Participativos que se ha considerado para la comuna de Tomé. 



Del señor Director del SERVIU de la Región de La Araucanía, por el que contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor García, sobre asesoría técnica para la creación de comités habitacionales de la localidad de Labranza.



Del señor Director Regional de Pesca del Servicio Nacional de Pesca de la Región del Biobío, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativo a la asignación de recursos públicos para proyectos del sector pesquero artesanal.



Del señor Director Regional de CONAF de la Región del Biobío, por el que responde un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre gastos ocasionados con motivo de la extinción de incendios forestales.



Del señor Alcalde de la comuna de Antofagasta, por el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Cantero, sobre tramitación de pensiones asistenciales que indica.



Dos del señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Temuco:



Con el primero, contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor García, sobre permiso de extracción de áridos.



Con el segundo, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor García, relativo a subsidio familiar en la localidad de Labranza.



Del señor Alcalde subrogante de la comuna de Cholchol, por medio del cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor García, sobre conexión de agua potable y alcantarillado a la sede del Club de Adulto Mayor Renacer de Cholchol.



Del señor Alcalde de la comuna de Tomé, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre gastos que demandó la extinción de incendios forestales en dicha comuna.



De la señora Juez Presidente del Juzgado de Familia de Angol, por el cual contesta un oficio remitido en nombre de los Honorables señores Espina y García, referido a información sobre causas conocidas por dicho tribunal, en el período que indica.



Del señor Jefe de la División de Políticas y Estudios de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, por el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor García, referido a la creación de la comuna de Lican Ray.



Del señor Presidente de la Subcomisión de Medicina Preventiva  e Invalidez Occidente de la Región Metropolitana, por medio del cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Cantero, relativo  al pago de licencia médica que indica.



De la señora Gerente de División Canales del BancoEstado, por el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre proceso de selección de personal de cajeros en dicho Banco.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



Segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un estatuto laboral para los deportistas profesionales y trabajadores que desempeñan actividades conexas (Boletín N° 3.014-13).



Nuevo segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto de ley que modifica el decreto ley Nº 2.564, de 1979, sobre Aviación Comercial (Boletín Nº 3.316-15).



Informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley sobre información de transferencias de recursos públicos a terceros (Boletín Nº 4.697-06).



Informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que protege al funcionario que denuncia irregularidades y faltas al principio de probidad (Con urgencia calificada de “simple”)(Boletín 4.722-06).



-- Quedan para tabla.

Moción



De los Honorables Senadores señores Letelier, Naranjo y Sabag, que incorpora al dominio municipal los terrenos cedidos para equipamiento (Boletín Nº 4.878-14).



-- Pasa a la Comisión de Vivienda y Urbanismo. 

_______________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en reunión celebrada el día de hoy, acordaron lo siguiente:



1) Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre publicaciones ordenadas por el Código de Minería (Boletín Nº 4.741-08), hasta las 12:00 horas del día 12 de marzo de 2007.



2) Suprimir, en la lectura de la Cuenta, las respuestas de los oficios solicitados en Incidentes, a los que no corresponda dar un trámite especial.

_______________

ORDEN DEL DIA

Proyecto de acuerdo de la Honorable Cámara de Diputados que aprueba el “Acuerdo de cooperación entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Turquía sobre entrenamiento militar, industria de defensa, tecnología y ciencia”, suscrito en Ankara el 19 de abril de 2004, con informes de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda, y con informe de la Comisión de Defensa Nacional. (Boletín Nº 3919-10), e informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en la consulta de la Sala acerca del quórum de votación del mencionado proyecto de acuerdo.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de 

la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Acuerdo de cooperación entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Turquía sobre entrenamiento militar, industria de defensa, tecnología y ciencia”, suscrito en Ankara el 19 de abril de 2004, correspondiente al Boletín Nº 3.919-10.



Recuerda que la relación de este proyecto de acuerdo se efectuó en la Sesión Nº 86, ordinaria, del día 23 de Enero pasado, quedando pendiente su discusión.

- - -



A continuación, el señor Presidente recaba el acuerdo de la Corporación para autorizar el ingreso a la Sala del señor Subsecretario de Guerra.



Consultado el parecer de la Sala, no habiendo objeción, se accede a lo solicitado.

- - -



En discusión en general y en particular el proyecto de acuerdo, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Muñoz Barra, Gómez, Coloma, Pizarro, Gazmuri, Ávila y Larraín, a la señora Ministra de Defensa Nacional y a los Honorables Senadores señores Romero y Navarro.



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Coloma anuncia  que, de no aprobarse con el quórum correspondiente esta iniciativa, se recurrirá al Tribunal Constitucional por cuanto al incluir una norma que instaura el secreto, reserva o confidencialidad, debe ser aprobada con el carácter de norma de quórum calificado, conforme se dispone en los artículos 8º y 54 Nº 1 de la Constitución Política de la República.



Asimismo, y de acuerdo a lo previsto en el Nº 1 del artículo 131 del Reglamento de la Corporación, formula indicación para aplazar la discusión de este asunto.

- - -



En seguida, el señor Presidente indica que corresponde someter a votación la indicación formulada por el Honorable Senador señor Coloma y, de acuerdo a la norma reglamentaria antes señalada, fijar un plazo para retomar la discusión de este asunto, proponiendo para ello la próxima sesión ordinaria.



Sometida a votación la indicación y la proposición de la Mesa en cuanto al plazo de suspensión de la discusión, se aprueba por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes



Queda suspendida la discusión de este asunto hasta la próxima sesión ordinaria.

- - -



Luego el señor Presidente señala que el acuerdo anterior debe hacerse extensivo en relación con el siguiente punto de la Tabla de la sesión de hoy, que se refiere al proyecto de acuerdo de la Honorable Cámara de Diputados que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Indonesia en materia de Cooperación Económica y Técnica”, suscrito en Yakarta, República de Indonesia, el 28 de abril de 2004, correspondiente al Boletín Nº 3.918-10, toda vez que la Sala, en sesión de 5 de Septiembre del año pasado, acordó ocuparse de esta iniciativa una vez que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento informara acerca del quórum de aprobación de los proyectos de acuerdo que digan relación con la confidencialidad, materia considerada en el Acuerdo con Turquía precedentemente discutido.



- Así se acuerda. 

______________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que introduce modificaciones al decreto ley Nº 3.472, de 1980, que creó el Fondo de Garantía de Pequeños Empresarios, con 

informe de la Comisión de Economía.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones al decreto ley Nº 3.472, de 1980, que creó el Fondo de Garantía de Pequeños Empresarios, correspondiente al Boletín Nº 4.363-03.



Añade que la Comisión de Economía discutió en general y en particular este proyecto, de conformidad a lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, dándole aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Flores, Kuschel, Pizarro y Vásquez. 



Agrega que en cuanto a la discusión en particular, la Comisión efectuó una modificación al texto de la iniciativa despachada por la Cámara de Diputados, la que fue aprobada por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señora Matthei y señores Kuschel, Pizarro y Vásquez y el voto en contra del Honorable Senador señor Flores, quien fue del parecer de mantener sin enmienda el proyecto aprobado por esa Honorable Cámara.



La modificación efectuada por la Comisión al texto de la Honorable Cámara de Diputados es la siguiente:

“Artículo único

Numeral 5), letra b)



Sustituir la letra iii) por la siguiente:



“iii) Agrégase, antes del punto aparte (.), antecedido por una coma (,), lo siguiente: “o su equivalente en moneda extranjera”.



El señor Secretario General hace presente, finalmente, que en la discusión en particular de esta iniciativa, la Comisión de Hacienda deberá emitir informe sobre la misma.

- - -



En discusión en general el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Pizarro y Sabag, señora Matthei y señor Zaldívar.

- - -



A continuación, el señor Presidente recaba el acuerdo de la Sala, en atención al escaso tiempo que falta para el término del Orden del Día, para que los restantes señores Senadores que se encuentran inscritos puedan hacer uso de la palabra por el término de cinco minutos y, a continuación, se someta a votación en general la iniciativa.



Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Novoa, quien solicita que se abra la votación una vez que haya hecho uso de la palabra.



- La Sala acuerda que el Honorable Senador señor Novoa haga uso de la palabra por cinco minutos y, a continuación, se declare abierta la votación, de manera que los demás señores Senadores inscritos fundamenten su voto.

- - -



En seguida, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Novoa, quien solicita que la iniciativa sea votada solamente en general ya que ella, no obstante ser de artículo único, contiene diversas modificaciones a la normativa que creó el Fondo de Garantía para los Pequeños Empresarios.



El señor Presidente señala que la Mesa comparte ese planteamiento, porque el proyecto está siendo discutido sólo en general.

- - -



Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, es aprobado por 33 votos a favor.



Votan por su aprobación los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar. Fundamentan su voto los Honorables Senadores señores Bianchi, Navarro, Ruiz-Esquide y Vásquez. 



El señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones, hasta las 12 horas del día lunes 19 de marzo próximo lo que, no habiendo objeción, así se acuerda.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente

“PROYECTO DE LEY:



“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 3.472, de 1980, que crea el Fondo de Garantía para Pequeños Empresarios:



1) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 1º, las palabras que van entre la expresión “los créditos” y la frase “y el Servicio de Cooperación Técnica”, por la siguiente oración: “, las operaciones de leasing y otros mecanismos de financiamiento autorizados al efecto por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, en adelante financiamiento o financiamientos, que las instituciones financieras públicas y privadas”.



2) Modifícase el artículo 2° de la siguiente manera:



a) En su inciso primero:



i) Incorpórase el párrafo segundo de la letra d), como inciso segundo del artículo.



ii) Agregáse la siguiente letra f), nueva: 



“f) Un aporte fiscal de 10.000.000 de dólares, moneda de los Estados Unidos de América, o su equivalente en otras monedas extranjeras o en moneda nacional.”.



b) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:



“Un decreto supremo del Ministerio de Hacienda establecerá la proporción o parte del aporte fiscal señalado en la letra f) precedente que deberá mantenerse en moneda extranjera y la forma, instrumentos y proporción de éste que deberá invertirse en el exterior.”.



3) Modifícase el artículo 3º, de la siguiente forma:



a) Suprímense en su inciso primero las siguientes expresiones: “que tengan proyectos de inversión o necesidades de capital de operación financiera”, “en caso de pequeños productores no agrícolas, ni de 14.000 unidades de fomento, en caso de pequeños productores agrícolas,” y “que requieran capital de trabajo y”, y agrégase, antes del punto aparte (.), precedido por una coma (,), la expresión “que tengan necesidades de capital de trabajo o proyectos de inversión”.



b) Reemplázanse en su inciso tercero las palabras “préstamos” y “créditos” por “financiamientos”.



4) Modifícase el artículo 4º, de la siguiente forma:



a) En su inciso primero:



i) Reemplázase la expresión “préstamos” por “financiamientos”, en las dos ocasiones en que aparece.



ii) Reemplázase la expresión “y no podrán exceder” por la siguiente: “, con excepción de aquellos destinados a pequeños empresarios que tengan por objeto el financiamiento de operaciones de exportación o importación, los cuales también podrán otorgarse en moneda extranjera. En todo caso, los financiamientos garantizados por el Fondo no podrán exceder”.



iii) Intercálase, a continuación de la expresión “3.000 unidades de fomento”, antecedida y seguida de coma (,), la expresión “o su equivalente en moneda extranjera”.



iv) Agrégase, antes del punto aparte (.), antecedida por una coma (,), la expresión “o su equivalente en moneda extranjera”. 



b) En su inciso segundo:



i) Reemplázase la palabra “préstamo” por “financiamiento”, en las dos ocasiones en que aparece.



ii) Intercálase, a continuación de la expresión “hasta 3.000 unidades de fomento”, antecedida y seguida de una coma (,), la expresión “o su equivalente en moneda extranjera”.



iii) Agrégase, antes del punto aparte (.), antecedida por una coma (,), la expresión “o su equivalente en moneda extranjera”.



c) En su inciso tercero:



i) Reemplázase la palabra “crédito” por “financiamiento”.



ii) Reemplázase la palabra “dólares” por las palabras “moneda extranjera”.



iii) Sustitúyese la expresión “cuatro mil ochocientos diez”, por “5.000”.



iv) Reemplázase la palabra “préstamo” por “financiamiento”.



d) En su inciso cuarto:



i) Reemplázase la palabra “préstamos” por “financiamientos”.



ii) Reemplázase la palabra “préstamo” por “financiamiento”.



e) Reemplázase su actual inciso quinto, por el siguiente:



“La garantía del Fondo no podrá tener un plazo superior a 10 años, sin perjuicio del plazo del financiamiento por el cual se otorgue.”.



f) En su inciso sexto:



i) Reemplázase la oración “préstamos otorgados con la garantía del Fondo” por “financiamientos garantizados por el Fondo”.



ii) Reemplázase la expresión “en las” por la preposición “a”.



iii) Sustitúyese la expresión “mutuario” por “deudor”.



iv) Reemplázase la palabra “préstamos” por “financiamientos”.



5) Modifícase el artículo 5º, de la siguiente forma:



a) Reemplázase su inciso tercero por el siguiente:



“El Fondo podrá caucionar obligaciones hasta por un monto que, en su conjunto, no exceda la relación que con respecto a su patrimonio determine la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.”.



b) En su inciso cuarto:



i) Reemplázase la oración “qué sector o sectores económicos y bajo qué condiciones podrán hacer uso de los recursos que se comprometen” por la siguiente: “las condiciones generales en que las instituciones participantes y los pequeños empresarios y exportadores podrán acceder a la garantía y hacer uso de los derechos de garantía licitados”.



ii) Reemplázase la palabra “préstamos”, por la palabra “financiamientos”.



iii) Agrégase, antes del punto aparte (.), antecedido por una coma (,), lo siguiente: “o su equivalente en moneda extranjera”.



c) Reemplázase, en su inciso quinto, la palabra “créditos” por “financiamientos”, en las dos ocasiones en que aparece.



6) Modifícase el inciso primero del artículo 7°, de la siguiente manera:



i) Reemplázase la palabra “créditos” por “financiamientos”.



ii) Reemplázase la expresión “los cuales” por “cuyos derechos”.



7) Modifícase el artículo 8º, de la forma que sigue:



a) Reemplázase, en su inciso primero, la palabra “crédito” por "financiamiento”.



b) Reemplázase, en su inciso tercero, la referencia normativa que se hace con la oración “artículo 21 del decreto ley Nº 1.097, de 1975” por la siguiente: “artículo 22 de la ley General de Bancos”.



8) Reemplázase en el artículo 9º, la expresión “Ley de Timbres, Estampillas y Papel Sellado” por “Ley de Impuesto de Timbres y Estampillas”.



9) Agrégase el siguiente artículo 11, nuevo:



“Artículo 11.- El Fondo podrá, sujeto a las condiciones que establezca para estos efectos la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y previa autorización del Ministerio de Hacienda, contratar con instituciones públicas o privadas, nacionales o extranjeras, mecanismos de reafianzamiento o de seguro respecto de las garantías vigentes o las que otorgue en el futuro. Asimismo, podrá convenir y pagar comisiones o primas por los reafianzamientos o seguros contratados, con cargo a sus recursos, las que no podrán exceder de una proporción que determinará la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras sobre el monto de las comisiones y el producto de las inversiones que perciba a que se refieren las letras b) y c) del artículo 2°.”.”.

- - -



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día.

______________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo presentado por diversos Honorables señores Senadores, en que se solicita al Gobierno la adopción de un conjunto de medidas para contrarrestar el tráfico y consumo de 

drogas en el país.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General informa que el proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Cantero, Navarro, Orpis y Ruiz-Esquide, correspondiente al Boletín Nº S 941-12, es del siguiente tenor:

“PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que la actual situación internacional ha agravado el escenario chileno frente al tráfico y consumo de sustancias estupefacientes.

Es así que países como Colombia, por sus exitosas políticas aplicadas en los últimos años en materia de lucha contra los carteles de droga, han hecho desplazarse a los narcotraficantes hacia países con menos control y mayores posibilidades de acceso, como Chile.

Por otro lado, en lo que respecta al caso de Bolivia, en donde se observa una defensa de los intereses cocaleros, atendido que un alto porcentaje de las hojas de coca que produce ese país se destinan a la producción de cocaína, se ha puesto a Chile como nueva ruta de acceso para poder transportar la droga;

2. Que nuestro país constituye un corredor consolidado, lo que ha determinado que pasemos de una situación de tránsito a una de consumo de manera significativa, ya que el transporte e ingreso de cargamentos de droga se pagan, a su vez, con droga, lo que hace que muchas de estas sustancias, destinadas al mercado americano o europeo, se queden en el país para ser vendidas al consumo interno;

3. Que se aprecia un proceso de maduración de las redes que manejan el mercado de la droga en Chile, el cual ha podido ser estimado sobre la base de acciones de incautación en las que intervienen cientos de efectivos armados, con tanquetas y un despliegue operativo que demuestran que estamos en presencia de organizaciones vinculadas al tráfico de estupefacientes que tienen importantes estructuras de apoyo;

4. Que se advierte un aumento en las detenciones por porte de sustancias ilícitas, así como un incremento progresivo en la cantidad de personas detenidas menores de edad, lo que indica que la droga estaría afectando de manera relevante a nuestros jóvenes;

5. Que se aprecia un fracaso en los programas destinados a cautelar la seguridad de la población, en cuanto no han podido evitar el comercio de drogas, aun cuando han impedido de cierto modo la violencia armada, y 

6. Que dado que el problema de la droga afecta transversalmente a la población, ya sea desde el tráfico o desde el consumo, y que la autoridad debe velar por  mejorar los estándares de control, a fin de que disminuyan los índices de consumo en la ciudadanía y los delitos asociados a las drogas.



El Senado acuerda:



Solicitar a Vuestra Excelencia que el Gobierno de Chile asuma la lucha en contra del narcotráfico y del consumo, mejorando las políticas aplicadas, principalmente en los siguientes aspectos relevantes:



1) El financiamiento de estudios específicos sobre el tema, de modo de dispersar el aporte intelectual, creativo y técnico, relativo al tráfico y al consumo de drogas;



2) Favorecer el desarrollo y financiamiento de propuestas efectivas, tanto desde el ámbito público como del privado, para acometer este flagelo;



3) Enfrentar el problema de los jóvenes y establecer políticas que busquen desincentivar el consumo en este grupo, considerando principalmente los estudios y datos relativos a la disminución de edad de los jóvenes que se involucran en el mundo de la droga, datos que la OMS ha confirmado a nivel mundial, y



4) Reevaluar las estrategias que actualmente se están aplicando respecto del control del narcotráfico, ya que dichas estrategias debieran atacar el problema de Chile como país corredor de drogas en su ingreso (pasos fronterizos, habilitados y no habilitados), y no en el lugar del destino final de la droga que queda en el país.”.
- - -



El señor Secretario General informa que los Comités acordaron, en el día de hoy, respecto del párrafo contenido en el texto original del proyecto de acuerdo, que solicitaba la constitución de una Comisión Especial del Senado para analizar los problemas del narcotráfico y consumo de drogas, que sean los Comités los que propongan al señor Presidente los nombres de los cinco integrantes de ella, la que contará con un plazo de tres meses para emitir un informe sobre la materia. 

- - -



Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Queda despachado este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el anteriormente transcrito.

_______________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los Honorables señores Senadores que a continuación se indican, han solicitado se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Ávila a la señora Ministra de Planificación y Cooperación, solicitando información acerca de los antecedentes y requisitos exigidos para acceder a la Beca Presidente de la República y del cumplimiento de ellos por parte de persona que indica.



Del Honorable Senador señor Espina:



1) Al señor Ministro de Justicia, solicitando que instruya al señor Director Nacional del Servicio de Registro Civil e Identificación para que informe la fecha de nacimiento, al hecho de encontrarse vivas o no y la efectividad del número rut de las personas que indica, y



2) Al señor Presidente de la Asociación de Municipalidades de la Región de La Araucanía y, por su intermedio, a los señores Alcaldes y Concejales de las Municipalidades de las comunas que forman parte de la 14ª Circunscripción Senatorial, solicitando la nómina de los puentes, rutas y caminos que se encuentran en mal estado, indicando el sector en que se ubican y el número de personas afectadas por ello.



- Del Honorable Senador señor Horvath:



1) Al señor Ministro del Interior y, por su intermedio, a la señora Directora Nacional de la Oficina Nacional de Emergencia y a la señora Intendenta de la XI Región, solicitando el establecimiento de una red de medición geosísmica mínima en cada Región del país y la aplicación de planes ante emergencias en la Región de Aisén, y 



2) Al señor Ministro de Obras Públicas y al señor Comandante en Jefe del Ejército y, por su intermedio, al señor Jefe del Cuerpo Militar del Trabajo y Comando de Ingenieros del Ejército, solicitando antecedentes en relación con las obras comprometidas en la Ley de Presupuesto del año 2007, en infraestructura vial en la provincia de Palena y en la XI Región.



- Del Honorable Senador señor Larraín y de los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, García, Kuschel, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Romero, a la señora Ministra de Planificación y Cooperación, solicitando diversos antecedentes en relación con el otorgamiento de la Beca Presidente de la República desde 1981 a la fecha.



- Del Honorable Senador señor Naranjo al señor Ministro de Obras Públicas, en relación con la ejecución de obras pendientes en la Ruta 5 Sur, en el tramo que va desde las ciudades de Talca a Chillán.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de los mencionados Honorables señores Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado.

- - -



A continuación, el señor Presidente recaba el acuerdo de la Sala para que el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide actúe en calidad de Presidente accidental.



- Así se acuerda.

______________



En el tiempo del Comité del Partido Renovación Nacional e Independiente, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Horvath, quien se refiere al establecimiento de una red de medición geosísmica en cada Región del país y la posibilidad de contar con satélites de datos geodésicos y de carácter termal.



Adhiere a los planteamientos formulados en esta intervención, el Honorable Senador señor Kuschel.



A continuación, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Kuschel, quien se refiere al atraso en la ejecución de obras en la Carretera Austral y solicita dirigir oficio, en su nombre, a la señora Ministra de Defensa Nacional y al señor Ministro de Obras Públicas requiriendo la agilización de los trabajos pendientes.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre del Honorable señor Senador Kuschel, de conformidad al Reglamento del Senado.

______________



En el tiempo del Comité del Partido Socialista, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Navarro, quien solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro del Interior y, por su intermedio, a la señora Directora Nacional de la Oficina Nacional de Emergencia, en relación con la inversión que están realizando los gobiernos regionales y esa Oficina ante la eventualidad de los tsunamis en toda la zona costera del país, particularmente en las comunas de la Octava Región.



A continuación, se refiere a los problemas derivados de las inundaciones ocurridas el año pasado en determinados sectores de la Octava Región y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro de Obras Públicas, requiriendo un informe respecto del tipo de obras que se está realizando sobre el río Andalién y sobre los esteros Palomar y Nonguén; a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, en relación con el otorgamiento de subsidios para las personas afectadas por las inundaciones que satisfagan la totalidad de las necesidades de los afectados, y a la señora Intendenta de la Región del Bíobío, acerca de la asistencia que se le ha brindado a los habitantes del Cerro La Pólvora.



En seguida, el Honorable señor Senador se refiere al establecimiento del Plan Transantiago, a la necesaria transparencia que debe existir en lo relativo a su funcionamiento y la posible alza de tarifas que puede ocurrir en los próximos meses y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Gerente General de la Fundación Chile requiriendo la entrega de los estudios realizados para el establecimiento de dicho Plan.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre del mencionado Honorable señor Senador, de conformidad al Reglamento del Senado.

_______________



En el tiempo del Comité del Partido Unión Demócrata Independiente, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Pérez Varela, quien adhiere, en su nombre, a la petición formulada por el Honorable Senador señor Navarro a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, solicitando que la información requerida se haga extensiva a toda la Octava Región y no sólo a las localidades que el mencionó.



En seguida, el Honorable señor Senador se refiere al índice de crecimiento experimentado por el país durante el año 2006 y, en particular, al bajo nivel que tuvo la Octava Región en comparación con las demás regiones del país y solicita dirigir oficio, en su nombre, a la señora Intendenta de la Región del Bíobío solicitando información acerca de los programas de desarrollo y de inversión pública que se ejecutarán en ella. 



A continuación, se refiere al desarrollo de los programas de viviendas sociales y solicita dirigir oficio, en su nombre, a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, requiriendo información acerca del número de subsidios entregados por cada Región y comuna del país y cuántos fueron pagados en cada caso. 


Luego, hace uso de la palabra la Honorable Senadora señora Matthei, quien se refiere a los criterios existentes para otorgar la libertad provisional de las personas que son parte de un proceso penal en calidad de imputados, en atención a los requisitos establecidos en la Constitución Política de la República y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro de Justicia requiriendo el envío de un informe detallado, por Juzgados de Garantía y por Cortes de Apelaciones, de todos los casos en que se han solicitado las libertades provisionales durante los últimos seis meses



En seguida, se refiere al establecimiento del Plan Transantiago y efectúa diversas críticas a su puesta en aplicación. 



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de los mencionados Honorables Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado.

______________



Se deja constancia que no hacen uso de su tiempo en la Hora de Incidentes de esta sesión, el Comité Partido Demócrata Cristiano, el Comité Mixto Partido Por la Democracia y Partido Radical Social Demócrata e Independiente.
- - -



Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado

SESION 90ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 7 DE MARZO DE 2.007



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Frei.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Asisten, además, las señoras Ministras de Defensa Nacional, doña Vivianne Blanlot Soza y Secretaria General de la Presidencia, doña Paulina Veloso Valenzuela y el señor Subsecretario de Defensa, don Gonzalo García Pino.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones octogésima sexta, ordinaria y octogésima séptima, especial, ambas de 23 de Enero de 2.007 y octogésima octava, ordinaria, de 24 de Enero de 2.007, que no han sido observadas.

CUENTA

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica que ha prestado su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado, al proyecto de ley que modifica la ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, con el objeto de reconocer el derecho a la asistencia en el acto de votar para las personas con discapacidad (Boletín Nº 3.504-11).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.



Con el segundo, informa que ha dado su aprobación a las observaciones de Su Excelencia la Presidenta de la República al proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, de Educación, sobre Subvenciones a Establecimientos Educacionales, y otros cuerpos legales (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 3.953-04).



--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


De la señora Ministra Secretaria General de la Presidencia, mediante el cual responde un proyecto de acuerdo aprobado por el Senado, referido al aborto.



De la señora Ministra de Salud subrogante, por el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Letelier, sobre proyectos de infraestructura para la red pública de salud de la VI Región. 



Del señor Subdirector de Racionalización y Función Pública de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor García, referido a la necesidad de legislar sobre indemnizaciones municipales a los profesores que están en edad de jubilar. 



Dos del señor Director General subrogante de la Policía de Investigaciones de Chile:



Con el primero, contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido a las acciones efectuadas para dar con el paradero de doña Ivanna Natalia Montoya Fernández, desaparecida el 28 de diciembre de 2006, y



Con el segundo, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable señor Ávila, sobre variación de los índices de delitos durante el año 2006.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Mociones



Del Honorable Senador señor Bianchi, que aumenta sanciones al delito de daños a la propiedad ajena (Boletín N° 4.885-07)



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del Honorable Senador señor Escalona, que modifica la Ley de Violencia Intrafamiliar, con la finalidad de precisar su ámbito de aplicación y la investigación de dicho delito (Boletín N° 4.886-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.  

______________

ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que protege al funcionario que denuncia irregularidades y faltas al principio de probidad, con informe de la Comisión de 

Gobierno, Descentralización y Regionalización



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que protege al funcionario que denuncia irregularidades y faltas al principio de probidad, correspondiente al Boletín Nº 4.722-06, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “simple”.



Agrega que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, de conformidad a lo establecido en el inciso sexto del artículo 36 del Reglamento del Senado, discutió y aprobó solamente en general este proyecto, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Bianchi, Orpis y Pérez Varela, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.



El señor Secretario General hace presente, finalmente, que el artículo 3º tiene el carácter de norma orgánica constitucional, conforme lo establece el artículo 38 de la Constitución Política de la República, ya que modifica normas de ese carácter contenidas en la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, por lo que requiere para su aprobación de las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio, según lo dispone el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.

- - -



En discusión en general el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores Pérez Varela, Vásquez y Núñez, a la señora Ministra Secretaria General de la Presidencia y a los Honorables Senadores señores Sabag y Ávila.

- - -



Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, es aprobado por 31 votos a favor, de 38 Honorables señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, respecto del artículo 3º de la iniciativa, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

.

Votan por su aprobación los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Navarro, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Sabag y Vásquez. 



El señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones, hasta las 12 horas del días lunes 19 de marzo próximo lo que, no habiendo objeción, así se acuerda.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente

“PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1°.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, de la siguiente forma:



1) En su artículo 61, letra k), intercálase entre las palabras “irregular” y “de”, la siguiente frase: “y/o las faltas al principio de probidad”.



2) Incorpórase el siguiente artículo 90 A:



“Artículo 90 A.- Los funcionarios que denuncien ante la autoridad competente del respectivo organismo público, las irregularidades y/o las faltas al principio de probidad de las que tuvieren conocimiento, tendrán los siguientes derechos:



a) No podrán ser objeto de las medidas disciplinarias de suspensión del empleo o de destitución, desde la fecha en que la autoridad que reciba la denuncia la tenga por presentada y hasta noventa días después de haber terminado la investigación sumaria o sumario, incoados a partir de la citada denuncia.



b) No ser trasladados de localidad o de la función que desempeñaren, sin su autorización por escrito, durante el lapso a que se refiere la letra precedente.



c) No ser objeto de precalificación anual, si el denunciado fuese su superior jerárquico, durante el mismo lapso a que se refieren las letras anteriores, salvo que expresamente la solicitare el denunciante. Si no lo hiciere, regirá su última calificación para todos los efectos legales.”.



3) Incorpórase el siguiente artículo 90 B:



“Artículo 90 B.-La denuncia a que se refiere el artículo precedente deberá ser fundada y cumplir los siguientes requisitos:



a) Identificación y domicilio del denunciante.



b) La narración circunstanciada de los hechos.



c) La individualización de quienes los hubieren cometido y de las personas que los hubieren presenciado o que tuvieren noticia de ellos, en cuanto le constare al denunciante.



d) Acompañar los antecedentes y documentos que le sirvan de fundamento.



La denuncia deberá formularse por escrito y ser  firmada por el denunciante. Si éste no pudiere firmar, lo hará un tercero a su ruego.



En ella podrá solicitarse que sean secretos, respecto de terceros, la identidad del denunciante o los datos que permitan determinarla, así como la información, antecedentes y documentos que entregue o indique con ocasión de la denuncia.



Si el denunciante formulare la petición del inciso precedente, quedará prohibida la divulgación, en cualquier forma, de esta información. La infracción de esta obligación dará lugar a las responsabilidades administrativas que correspondan.



Las denuncias que no cumplan con lo prescrito en los incisos primero y segundo precedentes se tendrán por no presentadas.”. 



4) Agrégase una letra d) en el artículo 125, pasando la actual letra d) a ser e):



“d) Efectuar denuncias de irregularidades y/o de faltas al principio de probidad de las que tuviere conocimiento, sin fundamento y respecto de las cuales se constatare su falsedad o el ánimo deliberado de perjudicar al denunciado.”.



Artículo 2°.- Modifícase la ley N° 18.883, que aprueba el Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales, de la siguiente forma:



1) En su artículo 58, letra k), intercálase entre las palabras “irregular” y “de”, la siguiente frase: “y/o las faltas al principio de probidad”.



2) Incorpórase el siguiente artículo 88 A:



“Artículo 88 A.- Los funcionarios que denuncien ante el alcalde las irregularidades y/o las faltas al principio de probidad de las que tuvieren conocimiento, tendrán los siguientes derechos:



a) No podrán ser objeto de las medidas disciplinarias de suspensión del empleo o de destitución, desde la fecha en que el alcalde tenga por presentada la denuncia y hasta noventa días después de haber terminado la investigación sumaria o sumario, incoados a partir de la citada denuncia.



b) No ser trasladados de localidad o de la función que desempeñaren, sin su autorización por escrito, durante el lapso a que se refiere la letra precedente. 



c) No ser objeto de precalificación anual, si el denunciado fuese su superior jerárquico, durante el mismo lapso a que se refieren las letras anteriores, salvo que expresamente la solicitare el denunciante. Si no lo hiciere, regirá su última calificación para todos los efectos legales.”.



3) Incorpórase el siguiente artículo 88 B:



“Artículo 88 B.- La denuncia a que se refiere el artículo precedente deberá ser fundada y cumplir los siguientes requisitos:



a) Identificación y domicilio del denunciante.



b) La narración circunstanciada de los hechos.



c) La individualización de quienes los hubieren cometido y de las personas que los hubieren presenciado o que tuvieren noticia de ellos, en cuanto le constare al denunciante.



d) Acompañar los antecedentes y documentos que le sirvan de fundamento.



La denuncia deberá formularse por escrito y ser firmada por el denunciante. Si éste no pudiere firmar, lo hará un tercero a su ruego.



En ella podrá solicitarse que sean secretos, respecto de terceros, la identidad del denunciante o los datos que permitan determinarla, así como la información, antecedentes y documentos que entregue o indique con ocasión de la denuncia.



Si el denunciante formulare la petición del inciso precedente, quedará prohibida la divulgación, en cualquier forma, de esta información. La infracción de esta obligación dará lugar a las responsabilidades administrativas que correspondan.



Las denuncias que no cumplan con lo prescrito en los incisos primero y segundo precedentes se tendrán por no presentadas.”. 



4) Agrégase una letra e) en el artículo 123, pasando la actual letra e) a ser f):



“e) Efectuar denuncias de irregularidades y/o de faltas al principio de probidad de las que tuviere conocimiento, sin fundamento y respecto de las cuales se constatare su falsedad o el ánimo deliberado de perjudicar al denunciado.”.



Artículo 3°.- Agrégase en el artículo 62 del decreto con fuerza de ley N° 1-19.653, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, el siguiente número 9:



“9. Efectuar denuncias de irregularidades y/o de faltas al principio de probidad de las que tuviere conocimiento, sin fundamento y respecto de las cuales se constatare su falsedad o el ánimo deliberado de perjudicar al denunciado.”.”.

______________

Proyecto de acuerdo de la Honorable Cámara de Diputados que aprueba el “Acuerdo de cooperación entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Turquía sobre entrenamiento militar, industria de defensa, tecnología y ciencia”, suscrito en Ankara el 19 de abril de 2004, con informes de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda, y con informe de la Comisión de Defensa Nacional. (Boletín Nº 3919-10), e informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en la consulta de la Sala acerca del quórum de votación del mencionado 

proyecto de acuerdo.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de 

la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Acuerdo de cooperación entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Turquía sobre entrenamiento militar, industria de defensa, tecnología y ciencia”, suscrito en Ankara el 19 de abril de 2004, correspondiente al Boletín Nº 3.919-10.



Agrega que los antecedentes sobre este proyecto se encuentran en las actas de las sesiones Nº 86ª y 89ª, ambas ordinarias, de 23 de enero y 6 de marzo de 2007, respectivamente.



El señor Secretario General recuerda que la Sala, en sesión del día de ayer, y a proposición del Honorable Senador señor Coloma, acordó aplazar la discusión de esta iniciativa.

- - -



A continuación el señor Presidente solicita la autorización de la Corporación para permitir el ingreso a la Sala del señor Subsecretario de Guerra.



- Así se acuerda.

- - -



En seguida, el señor Presidente otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Orpis, Muñoz Barra y Coloma.



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Coloma señala que debe existir un pronunciamiento de la Sala acerca de si el proyecto de acuerdo en discusión es de carácter de quórum calificado o, bien, si es una norma de carácter ordinario o simple.



Sobre el particular, el señor Presidente da a conocer la opinión de la Mesa y plantea que, en su concepto, el proyecto de acuerdo tiene el carácter de norma de quórum calificado, ya que establece el secreto o reserva respecto de materias sobre temas de la seguridad de la Nación y el interés nacional, que son de aquéllas que el artículo 8° de la Constitución Política de la República exige que para su aprobación se cuente con la mayoría absoluta de los Senadores en ejercicio.



El señor Presidente agrega que por tratarse de una norma nueva que se está incorporando en nuestro ordenamiento jurídico, no le es aplicable la Disposición Cuarta Transitoria de la Constitución Política de la República. Asimismo, de conformidad al artículo 54 Nº 1) de la Carta Fundamental, cuando un tratado internacional contiene normas propias de materias que deben ser aprobadas con quórum especial, como es el caso, corresponde que el Senado las apruebe con el quórum constitucional correspondiente.



El señor Presidente añade que, sin perjuicio de lo anterior, y considerando las opiniones claramente divididas sobre la materia y, especialmente, porque se trata de una situación novedosa para el Senado, somete a votación de la Sala el informe que se encargó a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia respecto al quórum con que se debe aprobar este proyecto de acuerdo, de manera que sea la Sala la que soberanamente se pronuncie sobre esta situación.


En votación el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, es rechazado por 19 votos en contra, 11 a favor y 1 abstención.


Votan por el rechazo, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, Frei, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Romero.



Votan por la aprobación, los Honorables Senadores señora  Alvear y señores Escalona, Gazmuri, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Pizarro, Sabag y Vásquez.



Se abstiene, el Honorable Senador señor Ávila.



- El señor Presidente anuncia que, en consecuencia, el proyecto de acuerdo debe ser votado en el carácter de norma de quórum calificado.

- - -



A continuación, el señor Presidente somete a votación el proyecto de acuerdo, el que resulta aprobado por 28 votos a favor, 2 en contra y  2 abstenciones, de 38 Honorables señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento de esta forma a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Votan por la aprobación,  los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero y Sabag.



Votan en contra, los Honorables Senadores señores  Ávila y Navarro.



Se abstienen, los Honorables Senadores señores  Gómez y Vásquez.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

“PROYECTO DE ACUERDO



“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo de cooperación entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Turquía sobre entrenamiento militar, industria de defensa, tecnología y ciencia”, suscrito en Ankara, el 19 de abril de 2004.”.”.

______________

Proyecto de acuerdo de la Honorable Cámara de Diputados que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Indonesia en materia de Cooperación Económica y Técnica”, suscrito en Yakarta, República de Indonesia, el 28 de abril de 2004, con informe de la Comisión de Relaciones 

Exteriores.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Indonesia en materia de Cooperación Económica y Técnica”, suscrito en Yakarta, República de Indonesia, el 28 de abril de 2004, correspondiente al Boletín Nº 3.918-10.



Añade que la Comisión de Relaciones Exteriores discutió este proyecto de acuerdo en general y en particular a la vez, conforme lo dispone el artículo 127 del Reglamento del Senado, dándole aprobación por 4 votos a favor, de los Honorables Senadores señores Gazmuri, Muñoz Barra, Pizarro y Romero y una abstención del Honorable Senador señor Coloma, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.



El señor Secretario General hace presente que la Sala en sesión de 5 de Septiembre del año pasado, acordó incluir esta iniciativa en la Tabla, una vez que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento informara acerca del quórum de aprobación de los proyectos de acuerdo que digan relación con la confidencialidad, materia considerada en el Acuerdo con Turquía precedentemente discutido.

- - -



En discusión en general y en particular a la vez el proyecto de acuerdo, ningún Honorable señor Senador hace uso de la palabra.



Cerrado el debate y sometido a votación en general y en particular a la vez el proyecto de acuerdo, es aprobado por 27 votos a favor y 1 abstención, de 38 Honorables señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Frei, García, Gazmuri, Horvath, Kuschel, Larraín, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero y Sabag.



Se abstiene, el Honorable Senador señor Vásquez.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo despachado por el Senado es el siguiente:

“PROYECTO DE ACUERDO



“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Indonesia en materia de cooperación económica y técnica”, suscrito en Yakarta, República de Indonesia, el 28 de abril de 2004.”.”.

_____________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados, que establece un estatuto laboral para los deportistas profesionales y trabajadores que desempeñan actividades conexas, con segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión 

Social.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un estatuto laboral para los deportistas profesionales y trabajadores que desempeñan actividades conexas, correspondiente al Boletín Nº 3.014-13.



Agrega que la Comisión de Trabajo y Previsión Social deja constancia, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento de la Corporación de lo siguiente:



1.- 
Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: no hay.



2.-
Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 6 bis, letra b); 6 ter; 7; 10 bis; 10 ter, y 14.



3.-
Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 1; 1 bis; 1 ter; 2 bis; 6 bis, letra a), y 8.



4.-
Indicaciones rechazadas: números 1 quarter; 2; 3; 4; 6 bis, letra c); 9; 10; 11; 12, 12 bis y 13.



5.-
Indicaciones retiradas: números 5 y 6.



6.-
Indicaciones declaradas inadmisibles: no hay.



El señor Secretario General añade que la Comisión de Trabajo y Previsión Social propone aprobar el proyecto despachado en general por el Senado con las siguientes modificaciones:

“Artículo primero



Sustituir su encabezamiento, por el que sigue:



"ARTÍCULO 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código del Trabajo:".

o o o

Número 1, nuevo



Incorporar como tal el siguiente:



"1. Agrégase en el artículo 22, el siguiente inciso final, nuevo:



"La jornada de trabajo de los deportistas profesionales y de los trabajadores que desempeñan actividades conexas se organizará por el cuerpo técnico y la entidad deportiva profesional correspondiente, de acuerdo a la naturaleza de la actividad deportiva y a límites compatibles con la salud de los deportistas, y no les será aplicable lo establecido en el inciso primero de este artículo.".".

Número 2, nuevo



Agregar como tal el que sigue:



"2. Modifícase el inciso primero del artículo 38, del modo siguiente:



a) Sustitúyense, en el numeral 6, la coma (,) y la conjunción "y" que le sigue, por un punto y coma (;)



b) Reemplázase, en el numeral 7, el punto final (.) por ",y", y



c) Agrégase un número 8, nuevo, con el siguiente texto:



"8.- en calidad de deportistas profesionales o de trabajadores que desempeñan actividades conexas.".".

Número 3, nuevo



Incorporarlo con el siguiente encabezamiento:



"3. Agrégase en el Título II del LIBRO I, el siguiente Capítulo VI, nuevo:".

o o o



A continuación, ubicar en el número 3 agregado precedentemente, el Capítulo V, nuevo, contenido en el artículo 1º, con las siguientes enmiendas:



- Sustituir su numeración de "Capítulo V" por "Capítulo VI". 



- Incorporar, después de la denominación del Capítulo VI y antes de su Párrafo 1°, el siguiente artículo 152 bis A, nuevo:



“Artículo 152 bis A.- El presente Capítulo regula la relación de trabajo, bajo dependencia o subordinación, entre los trabajadores que se dedican a la práctica del fútbol profesional y aquellos que desempeñan actividades conexas, con su empleador.”.

Artículo 152 bis



Pasa a ser artículo 152 bis B. En su encabezamiento, consignar con mayúscula inicial la palabra "capítulo".

Letra b)


Suprimir las siguientes expresiones: “, o bien, colaborar con sus conocimientos especializados al aprendizaje, preparación o conducción del deportista”.

Letra d)



Agregar la palabra "profesionales", a continuación de la frase "las competencias deportivas".

Letra e), nueva



Incorporar como tal la que sigue:



“e) Temporada, es el período en el cual se desarrollan el o los Campeonatos Oficiales organizados por la entidad superior de la respectiva disciplina deportiva. Se entiende que el término de la temporada, para cada entidad deportiva, es la fecha en que ésta disputó su última competición oficial.”.

Artículo 152 bis A



Pasa a ser artículo 152 bis C.



Sustituir, en su inciso primero, la palabra "otra" por "otro", y reemplazar los vocablos "la tercera" por "el tercero".

Artículo 152 bis B



Pasa a ser artículo 152 bis D. 



Reemplazarlo por el que sigue:



"Artículo 152 bis D.- El contrato de trabajo de los deportistas profesionales y trabajadores que desempeñen actividades conexas se celebrará por tiempo determinado. La duración del primer contrato de trabajo que se celebre con una entidad deportiva no podrá ser inferior a una temporada, o lo que reste de ésta, si se ha iniciado, ni superior a cinco años.



La renovación de dicho contrato deberá contar con el acuerdo expreso y por escrito del trabajador, en cada oportunidad, y tendrá una duración mínima de seis meses.”.

Artículo 152 bis C



Pasa a ser artículo 152 bis E, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero



Reemplazar la frase “se podrá pactar que aquélla pague a estas últimas una indemnización en razón de la labor formativa realizada.”, por las siguientes: “aquélla deberá pagar a estas últimas una indemnización en razón de la labor formativa realizada, de acuerdo a las normas fijadas por la entidad superior de la respectiva disciplina deportiva.”.

Inciso segundo



Suprimirlo.

Inciso tercero



Pasa a ser inciso segundo, reemplazando la palabra “pacto” y la coma (,) que la sigue, por el vocablo “pago”.

Artículo 152 bis D



Pasa a ser artículo 152 bis F. Sustituirlo por el siguiente:



“Artículo 152 bis F.- El uso y explotación comercial de la imagen de los deportistas profesionales y de los trabajadores que desempeñan actividades conexas, por parte de sus empleadores, para fines distintos al objeto principal de la prestación de servicios, y en cada caso en que ésta deba ser utilizada, requerirá de su autorización expresa.



En cuanto a los beneficios pecuniarios para el trabajador, se estará a lo que se determine en el contrato individual o instrumento colectivo, según corresponda.”.

Artículo 152 bis E



Pasa a ser artículo 152 bis G, sin enmiendas.

Párrafo 3º



Suprimirlo, con los artículos 152 bis F y 152 bis G que lo integran, pasando los Párrafos 4º a 7º a ser Párrafos 3º a 6º, respectivamente, como se consignará en cada oportunidad.

Párrafo 4º



Pasa a ser Párrafo 3º.

Artículo 152 bis H

Inciso segundo



Modificarlo como sigue:



- Reemplazar la expresión “treinta días” por “noventa días”.



- Agregar, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “En todo caso, si el contrato de trabajo termina con anterioridad a la llegada de este plazo, los emolumentos pactados como premios e incentivos deberán pagarse a la fecha de terminación del contrato.”.

Párrafo 5°



Pasa a ser Párrafo 4°.

Artículo 152 bis I



Reemplazarlo por el que sigue:



“Artículo 152 bis I.- Durante la vigencia del contrato, la entidad deportiva podrá convenir con otra la cesión temporal de los servicios del deportista profesional o una indemnización por terminación anticipada del contrato de trabajo, para cuyos efectos deberá contar con la aceptación expresa de éste. El contrato respectivo deberá otorgarse por escrito.



La cesión temporal suspende los efectos del contrato de trabajo entre la cedente y el trabajador, pero no interrumpe ni suspende el tiempo de duración pactado en dicho contrato. Cumplido el plazo de la cesión temporal, el deportista profesional se reincorporará al servicio de la entidad deportiva cedente.



En virtud del contrato de cesión temporal, la entidad cedente responderá subsidiariamente por el cumplimiento de las obligaciones económicas del cesionario, hasta el monto de lo pactado en el contrato original.



Se entiende por indemnización por terminación anticipada del contrato de trabajo, el monto de dinero que una entidad deportiva paga a otra para que ésta acceda a terminar anticipadamente el contrato de trabajo que la vincula con un deportista profesional, y que, por tanto, pone fin a dicho contrato.



A lo menos un diez por ciento del monto de esta indemnización le corresponderá al deportista profesional.



La terminación del contrato de trabajo produce la libertad de acción del deportista profesional.”.

Párrafo 6°



Pasa a ser Párrafo 5°.

Artículo 152 bis J

Inciso tercero



Sustituir la frase “en los incisos cuarto y quinto del artículo 64 bis”, por “en el inciso segundo del artículo 183-C de este Código”.

Párrafo 7°



Pasa a ser Párrafo 6°.

Artículo 152 bis K

Inciso primero



Reemplazar los términos “Libro I” por “LIBRO I”.

Artículo 152 bis L



Consultar con mayúscula inicial la palabra “capítulo”.

Artículo segundo


Contemplar su denominación como “ARTÍCULO 2°”.

Artículo tercero



Suprimirlo.

- - -



El señor Secretario General añade que las modificaciones efectuadas al proyecto de ley aprobado en general fueron acordadas por la Comisión de Trabajo y Previsión Social por unanimidad, con excepción de la recaída en el inciso segundo del artículo 152 bis H del Código del Trabajo, que se refiere al plazo para pagar los incentivos o premios por el logro de objetivos deportivos, que contó con el voto conforme de los Honorables Senadores señores Allamand, Longueira y Pizarro y con la abstención del Honorable Senador señor Letelier.



Hace presente, finalmente, que las enmiendas aprobadas en forma unánime por la Comisión deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite debatirlas o que existan indicaciones renovadas.

- - -



El señor Presidente, de conformidad a lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento de la Corporación, pone en votación las modificaciones acordadas por unanimidad en la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



En votación las referidas modificaciones, resultan aprobadas por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.

- - -



A continuación, el señor Presidente pone en discusión la modificación recaída en el artículo 152 bis H.



Sobre el particular, el señor Presidente otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Allamand, Pizarro, Sabag y Pizarro.



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Muñoz Aburto, de conformidad a lo establecido en el artículo 129 del Reglamento del Senado, solicita segunda discusión respecto de esta enmienda.



Por su parte, el Honorable Senador señor Pizarro, al hacer uso de la palabra, sugiere al señor Presidente que recabe el asentimiento de la Sala, en orden a otorgar, en la próxima sesión ordinaria, treinta minutos para que el Ejecutivo exprese su opinión respecto de la tramitación del proyecto y, a continuación, se someta a discusión y votación la enmienda realizada al artículo 152 bis H.



Consultada la opinión de la Sala, no habiendo objeción, se accede a lo solicitado.



Queda pendiente la discusión de esta iniciativa.

______________

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Flores, Orpis y Zaldívar, y del ex Senador señor Fernández, en primer trámite constitucional, que modifica el decreto ley Nº 2.564, de 1979, sobre Aviación Comercial, con nuevo segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Flores, Orpis y Zaldívar, y del ex Senador señor Fernández, en primer trámite constitucional, que modifica el decreto ley Nº 2.564, de 1979, sobre Aviación Comercial, correspondiente al Boletín Nº 3.316-15.



Agrega que el proyecto fue aprobado en general en la Sesión de 18 de Octubre de 2.005. Luego, la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones elaboró un segundo informe, acordando la Sala, en Sesión del día 19 de Diciembre de 2.006 devolver la iniciativa a la Comisión para un nuevo segundo informe, el que deja constancia, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, de lo siguiente:



I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: ninguno.



II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: la signada con el número 3.



III.-Indicaciones aprobadas con modificaciones: las signadas con los números 2, 6 y 7.



IV.- Indicaciones rechazadas: las signadas con los números 1, 4, 5, 8,  9, 10, 11 y 12.



V.- Indicaciones retiradas: no hay.



VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: ninguna.



El señor Secretario General añade que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones propone aprobar el proyecto despachado en general con la siguientes modificaciones:

“ARTÍCULO ÚNICO



Sustituirlo por el siguiente:



“Artículo único.- Agréganse, a continuación del inciso quinto del artículo 2º del decreto ley Nº 2.564, los siguientes incisos, nuevos, pasando su inciso sexto a ser inciso final:



“Lo señalado en el inciso anterior no será aplicable a aquellas compañías extranjeras de transporte aéreo de pasajeros que presten servicios de cabotaje entre su primer punto de destino dentro del territorio nacional y las regiones Primera, Segunda, Undécima y Duodécima, sólo como segundo punto de destino dentro del territorio nacional.



El segundo punto de destino podrá consistir:



a) Tramos de ida o ida y vuelta.



b) Tramos intermedios al interior de las regiones Primera, Segunda, Undécima y Duodécima.



Si el primer punto de destino es alguna de las regiones señaladas anteriormente, el segundo punto de destino deberá realizarse en otro aeropuerto del país, sin perjuicio de que podrá comprender puntos intermedios dentro de las regiones mencionadas.



Para gozar de este beneficio las compañías aéreas extranjeras deberán garantizar la prestación de este servicio de manera continua durante un año.



Corresponderá a la autoridad aeronáutica chilena velar porque las compañías extranjeras de transporte aéreo que deseen efectuar cabotaje, cumplan con los requisitos técnicos, de seguros y de seguridad aplicables a las compañías aéreas chilenas, a sus aeronaves, personal técnico, tripulación de mando y cabina.



En el caso de aquellas compañías extranjeras de transporte aéreo de pasajeros que presten servicios de cabotaje en las regiones señaladas, el certificado de aeronavegabilidad exigido por la autoridad aeronáutica para operar en espacio soberano quedará sujeto a las exigencias técnicas y obligaciones de servicio que le impone la legislación vigente.”.

- - -



El señor Secretario General añade que las modificaciones al proyecto despachado en general fueron aprobados por 3 votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Novoa y Orpis y el voto en contra del Honorable Senador señor Pizarro, de manera que serán puestos en votación por el señor Presidente.



Hace presente que el último inciso fue aprobado por unanimidad y de conformidad al inciso sexto del artículo 133 del Reglamento del Senado debe ser votado sin debate, salvo que algún señor Senador solicite discutirlo o que existan indicaciones renovadas.

- - -



En discusión, el señor Presidente otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Vásquez, Pizarro, Orpis, Horvath y Novoa, a la Honorable Senadora señora Matthei y a los Honorables Senadores señores Gazmuri, Cantero y Sabag. 



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Vásquez formula reserva de constitucionalidad por cuanto entiende que el proyecto vulnera las atribuciones del Presidente de la República en materia de iniciativa exclusiva, conforme lo dispone el Nº 2 del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.



Durante sus intervenciones, los Honorables Senadores señora Matthei y señor Gazmuri formulan indicación para que el proyecto sea enviado a la Comisión de Economía.



Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Orpis, quien deja constancia de su aprensión respecto de la consecuencia de dicha decisión, puesto que el fundamento para que el proyecto sea analizado por la Comisión de Economía radica en la posibilidad de que se vean afectados los vuelos de las actuales líneas aéreas hacia la Tercera y Cuarta Regiones, de conformidad al texto del proyecto, por lo que podría ocurrir que dichas compañías bajen las frecuencias o eliminen ciertos tramos, si se llega a establecer el libre cabotaje.



El señor Presidente señala que en caso de enviar el proyecto a la Comisión de Economía, debe abrirse un plazo para formular indicaciones, de manera que se justifique este trámite, para lo cual propone hasta las 12 horas del día 19 de marzo próximo, para que el informe de esa Comisión se despache en la primera semana de abril.



Consultada la opinión de la Sala, así se acuerda.



El proyecto pasa a la Comisión de Economía.

- - -



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día.

_________________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los Honorables señores Senadores que a continuación se indican, han solicitado se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Coloma al señor Director de Presupuestos, solicitando información acerca del monto de la recaudación fiscal por aplicación del impuesto a las bebidas alcohólicas, analcohólicas y productos similares en los años 2005 y 2006.



- Del Honorable Senador señor García al señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, solicitando información de las medidas en estudio destinadas a ampliar las oportunidades laborales de las personas con discapacidad y, en especial, para quienes han perdido la audición.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de los mencionados Honorables señores Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado.

_______________



En el tiempo del Comité del Partido Socialista, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Escalona quien solicita dirigir oficio, en su nombre, a la señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer, con el propósito de solicitar el respaldo del Ejecutivo al proyecto de ley, del cual se dio cuenta en la sesión de hoy, que modifica la Ley de Violencia Intrafamiliar, con la finalidad de precisar su ámbito de aplicación y la investigación de dicho delito, correspondiente al Boletín N° 4.886-07 y requerir, en caso de poseerlos, el envío de los estudios existentes acerca de esta materia.



A continuación, el Honorable Senador señor Navarro se refiere al bajo índice de crecimiento de la VIII Región en el año 2006 y a la necesidad de conformar una “Bancada Regional para el Desarrollo”, integrada por los diferentes parlamentarios de la zona.



En seguida, el Honorable señor Senador solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, requiriendo el respaldo del Ejecutivo al proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre acoso moral en el trabajo, correspondiente al Boletín Nº 4.815-13, que se encuentra en primer trámite reglamentario en la Comisión del Trabajo y Previsión Social, y para que haga presente la urgencia para su despacho.



Luego, el señor Senador Navarro se refiere a la necesidad que los proyectos de ley, una vez que son aprobados por el Congreso Nacional, contengan las firmas de los Presidentes de ambas Cámaras, de manera de que la acción colegisladora del Parlamento quede plasmada en los instrumentos legales que se generan y solicita dirigir oficio, en su nombre, a la señora Ministra Secretaria General de la Presidencia, requiriendo el apoyo gubernamental en esta materia.



Finalmente, el Honorable Senador señor Navarro solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro del Trabajo y Previsión Social y a la señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer, solicitando que se disponga una mayor difusión de los efectos de la ley Nº 20.166, publicada el 12 de febrero recién pasado, que extiende el derecho de las madres trabajadoras a amamantar a sus hijos aun cuando no exista sala cuna.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de los mencionados Honorables señores Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado.

________________



En el tiempo del Comité Partido Demócrata Cristiano, hace uso de la palabra la Honorable Senadora señora Alvear, quien da a conocer una serie de medidas tendientes a mejorar el establecimiento del Plan Transantiago y solicita dirigir oficio, en su nombre, a los señores Ministros de Hacienda, de Obras Públicas y de Transportes y Telecomunicaciones requiriendo un pronunciamiento respecto de ellas.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de la mencionada Honorable señora Senadora, de conformidad al Reglamento del Senado.

______________



En el tiempo del Comité Partido Unión Demócrata Independiente, hace uso de la palabra la Honorable Senadora señora Matthei, quien solicita enviar oficio, en su nombre, al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones y al señor Secretario Ejecutivo de la Secretaría Interministerial de Planificación de Transporte, reiterando el requerimiento de información que hiciera en la Sesión 88ª, de 24 de enero pasado, acerca de los estudios que fundamentaron la ejecución del Plan Transantiago, con el propósito de que, en esta oportunidad, ella sea proporcionada de manera completa.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de la mencionada Honorable señora Senadora, de conformidad al Reglamento del Senado.

______________



En el tiempo del Comité del Partido Renovación Nacional e Independiente hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Allamand, quien se refiere a diversos problemas ambientales y de urbanización que presenta la Planta Elevadora de Lago Ranco y solicita dirigir oficio, en su nombre, a las siguientes autoridades:



1) Al señor Director Regional de la Comisión Nacional del Medio Ambiente de la X Región, requiriendo información en cuanto al cumplimiento de la normativa ambiental por parte de la empresa ESSAL, encargada de construir esa Planta Elevadora; 



2) Al señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Lago Ranco, solicitando información en relación con el cumplimiento de las observaciones planteadas por el Ministerio de Vivienda y Urbanización en cuanto a la ubicación de dicha Planta; 



3) Al señor Director General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante, requiriendo información acerca del estado de tramitación de la solicitud de concesión para la construcción de esa obra, y 



4) Al señor Intendente de la Región de Los Lagos, para que informe de las medidas que pretende implementar para evitar que se continúe con la construcción de esta Planta.



A continuación, el Honorable señor Senador se refiere a los problemas ambientales derivados del funcionamiento del Vertedero Tresol, en el sector de Cachillahue, comuna de Río Bueno y solicita dirigir oficio, en su nombre, a las siguientes autoridades:



1) Al señor Tesorero Regional de la X Región, para que informe el estado de pago de las multas aplicadas al empresa ESSAL, encargada del funcionamiento del referido vertedero; 



2) Al señor Director Regional de la Comisión Nacional del Medio Ambiente de la X Región, solicitando que informe acerca del cumplimiento de la normativa ambiental por parte de esa empresa y del estado de tramitación en la cual se encuentra la nueva solicitud de declaración de impacto medioambiental que daría lugar a otra autorización para el funcionamiento del Vertedero, y 



Adhiere a los planteamientos expresados por el Honorable Senador señor Allamand y a las solicitudes de oficio requeridas, en su nombre, el Honorable Senador señor Frei.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de los mencionados Honorables señores Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado.

_____________



En el tiempo del Comité Mixto Partido Por la Democracia y Partido Radical Social Demócrata e Independiente, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Navarro, quien se refiere a las siguientes materias, solicitando en cada caso el envío de oficios, en su nombre, a las autoridades que a continuación se señalan:



1) Al señor Superintendente de Servicios Sanitarios, para que señale si la empresa ESSBIO se encuentra facultada para repactar las deudas por consumo de agua potable con los arrendatarios de las viviendas, sin informar al propietario de la misma; 



2) Al señor Ministro de Obras Públicas, solicitando que informe cuáles serán las obras hidráulicas de evacuación de aguas lluvias que se realizarán en el by pass entre Penco y Puerto Lirquén.



3) Al señor Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas de la VIII Región, solicitando la adopción de las medidas necesarias para solucionar los problemas de evacuación de aguas lluvias que afecta a los vecinos de la Villa Huáscar, Avenida Caleuche, General Novoa y Estero Nonguén; 



4) A la señor Ministra de Vivienda y Urbanismo, requiriendo información acerca del retraso existente en el funcionamiento del sistema de agua potable y alcantarillado en la población Manuel Montt, sector Dichato, comuna de Tomé, y cuándo sus pobladores podrán ocupar las viviendas, y



5) Al señor Tesorero General de la República, para que informe acerca de la medidas que se han tomado para informar a los contribuyentes de la existencia de devoluciones de impuestos y que, por razones de cambio de domicilio u otras, no han podido ser cobradas por éstos.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre del mencionado Honorable señor Senador, de conformidad al Reglamento del Senado.

- - -



Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado

DOCUMENTOS

1

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE REGULA LA TENENCIA Y EXTRAVÍO DE EQUIPOS Y TARJETAS DE TELEFONÍA MÓVIL, CON EL OBJETO DE PREVENIR SU USO EN HECHOS DELICTIVOS

(4523-15)


Con motivo de la Moción, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º.- Agrégase a continuación del artículo 225 del Código Procesal Penal, el siguiente artículo 225 bis,  nuevo:


“Artículo 225 bis. Registro de llamadas telefónicas. El Ministerio Público podrá requerir directamente a las concesionarias de servicio público telefónico fijo o móvil, la entrega de la totalidad de los registros de datos determinados de que dispongan de las personas a las cuales, a cualquier título, les provean sus servicios, y de las comunicaciones por ellos realizadas. 


Con tal propósito, dichas empresas deberán conservar, a lo menos por un año, la localización y los datos de tránsito de las llamadas, tales como el número de origen y destino y la duración de éstas. 


La negativa o entorpecimiento a la entrega de la información requerida en virtud de este artículo, será constitutiva del delito de desacato previsto en el artículo 240 del Código de Procedimiento Civil.”.


Artículo 2º.- Agrégase en la ley N°18.168, General de Telecomunicaciones, los siguientes artículos 24 ter y 24 quáter, nuevos:


“Artículo 24 ter.- Las empresas concesionarias de servicio público telefónico móvil deberán mantener un registro actualizado de las personas a las que presten sus servicios, independiente de la modalidad en que éstos se provean. 


Para tal efecto, las empresas mantendrán un registro de las personas a quienes, a cualquier título, se les entreguen equipos para la prestación del servicio telefónico, el que contendrá: 


a) La identidad, el domicilio, el número de cédula de identidad u otro documento de identificación de la persona que recibe el equipamiento y un número de teléfono de contacto; 


b) El número de identificación de las tarjetas SIM (Subscriber Identity Module), y 


c) El número o código del o los equipos entregados. 


A la misma obligación quedará sujeto todo aquél que comercialice tales artículos. 


La nómina de suscriptores será reservada y los datos contenidos en ella tendrán carácter de personales, según lo establecido en la ley N° 19.628, sin perjuicio de la facultad del Ministerio Público de requerir directamente dichos registros en conformidad a los artículos 180 y 225 bis del Código Procesal Penal.


Artículo 24 quáter.- Las empresas concesionarias de servicio público telefónico móvil deberán proceder al inmediato bloqueo o deshabilitación de los equipos que se denuncien ante la policía o el Ministerio Público como hurtados, robados o estafados, y de las líneas telefónicas asociadas a éstos. Transcurridos dos meses sin que el titular identificado en el registro informe de su recuperación ambos deberán inactivarse definitivamente.


Para ello, el Ministerio Público informará a las concesionarias los equipos que deben ser bloqueados o deshabilitados.


La infracción de la norma precedente y de aquellas señaladas en los incisos primero y segundo del artículo anterior, serán sancionadas de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 36 de esta ley, en tanto la vulneración de la confidencialidad del listado previsto en la parte final del inciso 24 ter estará sujeta a lo dispuesto en el artículo 23 de la ley N° 19.628.”.


Artículo 3º.- Las empresas concesionarias de servicio público telefónico móvil deberán adoptar las medidas tendientes a la inscripción de sus actuales abonados de prepago en el registro a que hace referencia el artículo 24 ter de la ley N° 18.168.


Con este efecto, transcurrido un año desde la publicación de esta ley, deberán proceder al bloqueo de todos los equipos que no se encontraren incluidos en dicho registro y a la inutilización de los números asociados a ellos.


Con todo, los usuarios afectados por esta medida tendrán el derecho de requerir la reposición del servicio en sus equipos, con otra numeración, una vez practicada la inscripción.”.

*****


Hago presente a V.E. que los incisos primero y segundo  del artículo 225 bis, contenidos  en el artículo 1° y el inciso segundo del artículo 24 ter que se introduce mediante el artículo 2°, fueron aprobados en general, con el voto a favor de 98 señores Diputados, de 119 en ejercicio, en tanto que en particular con el voto conforme de 85 señores Diputados, de 120 en ejercicio,  dándose cumplimiento a lo estatuido en el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.):ANTONIO LEAL LABRÍN, Presidente de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE AUTORIZA ERIGIR UN MONUMENTO EN HOMENAJE Y MEMORIA DE MONSEÑOR FRANCISCO VALDÉS SUBERCASEAUX

(4694-24)


Con motivo de la Moción, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


"Artículo 1º.- Autorízanse erigir  un monumento en el camino internacional Ruta S-199 Freire-Villarrica-Mamuil Malal, "Camino Internacional Monseñor Francisco Valdés Subercaseaux", y otro en la ciudad de Osorno, en memoria de Monseñor Francisco Valdés Subercaseaux.


Artículo 2º.- Las obras se financiarán por erogaciones populares, obtenidas mediante la realización de colectas públicas, las que se efectuarán en las fechas y lugares que determine la comisión especial que se crea para los efectos de esta ley, como también por medio de donaciones y otros aportes privados.


Artículo 3º.- Créase un fondo con el objeto de recibir las erogaciones, donaciones y demás aportes que señala el artículo anterior.


Artículo 4º.- Créase una comisión especial de trece miembros ad honórem, encargada de ejecutar los objetivos de esta ley, la que estará constituida por:


a) Dos Senadores y dos Diputados nominados por sus respectivas Cámaras; 


b) El Alcalde de la Municipalidad de Freire;


c) El Alcalde de la Municipalidad de Villarrica;


d) El Alcalde de la Municipalidad de Pucón;


e) El Alcalde de la Municipalidad de Curarrehue;


f) El Alcalde de la Municipalidad de Osorno;


g) Un representante del Ministerio de Obras Públicas;


h) El Vicepresidente del Consejo de Monumentos   Nacionales;


i) Un representante de la Congregación Capuchina, y


j) Un representante de la Fundación Francisco Valdés Subercaseaux.


El quórum para sesionar será el de la mayoría de sus miembros.


Artículo 5º.- La comisión especial tendrá las siguientes funciones:



a) Determinar la fecha, la forma y los lugares en que se efectuarán las colectas públicas, como también realizar las gestiones legales destinadas a que éstas se efectúen.



b) Administrar el fondo creado en el artículo 3º.



c) Llamar a concursos públicos de proyectos y para la ejecución de las obras, fijar sus bases y resolverlos.



d) Abrir una cuenta corriente especial para gestionar el fondo.


Artículo 6º.- Si al concluir la construcción de los monumentos autorizados, resultaren excedentes de las erogaciones recibidas, éstos serán destinados a lo que la comisión especial determine.”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):ANTONIO LEAL LABRÍN, Presidente de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados
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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA RECAÍDO EN EL ESTUDIO SOBRE VIOLENCIA INTRAESCOLAR

Honorable Senado:


La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de informar respecto del estudio señalado en el rubro, cuyas sesiones fueron televisadas por el Canal de Senado. 

.



A las sesiones en que se estudió esta materia,  asistieron, además de sus miembros:


Del Ministerio de Educación: el ex Jefe de la División de Educación General, señor Carlos Concha, y el Coordinador de la Unidad de Transversalidad, señor René Donoso.


De la Junta Nacional de Jardines Infantiles: la Vicepresidenta Ejecutiva, señora Estela Ortiz; la Fiscal, señor Solange Borgeaux; la Encargada Unidad Técnica, señora Nuri Gárate; la Encargada de Prensa, señora Amelia Donoso, y el Jefe de Gabinete, señor Cristián Rodríguez.


De la Universidad de Chile: el Director de la Escuela de Sicología, señor Jesús Redondo.


De la Pontificia Universidad Católica de Santiago: la Directora Proyecto Fondef de la Escuela de Sicología, señora Ana María Aarón.


De la Universidad del Desarrollo: el Director Unidad de Intervención Temprana de la Escuela de Sicología, señor Felipe Lecannelier.


Del Instituto Idea: el Director Técnico, señor Rafael Gómez.


Del Colegio Simón Bolívar de Santiago: el Presidente de la Asociación de Padres, señor Víctor Serrano.


De la Sociedad de Psiquiatría Infantil, la Presidenta Doctora Isabel López Saffie.


 De la Ecuela de Sociología de la Pontificia Universidad Católica de Chile, el Director señor Eduardo Valenzuela, y


Dde la Escuela de Sociología de la Universidad de Chile, el Director señor Raúl Atria.

-.-.-.-.-.-.-.-.-.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide señaló que se convocó a este sesión, con el objeto de hacer un análisis del tema de la violencia intraescolar, flagelo que siempre ha existido en el marco del maltrato infantil. Acotó que se trata de un tema amplio y profundo, que se relaciona con los derechos de los niños insertos en el sistema educacional y como tal corresponde ser analizado en esta Comisión. 


La Vicepresidenta Ejecutiva de la Junta Nacional de Jardines Infantiles (JUNJI), señora Estela Ortiz informó que se está ante una situación que ha ido aumentado en los últimos años. No obstante, precisó que se trata de un asunto que data desde hace bastante tiempo. Agregó que la violencia es el producto de la forma en que estamos construyendo nuestra sociedad. En la actualidad, indicó que la violencia está presente en el ámbito de la familia, de la comunidad y de los establecimientos educacionales.


Agregó que en un encuentro en el que participó la Presidenta de la República, los niños manifestaron que los establecimientos educacionales era uno de los lugares en que sentían más la violencia. Esta situación, continuó, como profesionales de la educación temprana nos generó una gran preocupación. 


Enseguida, acotó que esta discusión debe enmarcarse dentro del ámbito de la Declaración de los Derechos del Niño, en la cual se reconoce a los niños como sujetos de derecho y por tanto titulares de las garantías fundamentales. Luego, recalcó la importancia de la educación preescolar y destacó que durante el Gobierno de la Presidenta de la República señora Michelle Bachellet la educación preescolar se ha ido abordando como una prioridad fundamental en las políticas públicas.


En cuanto al maltrato infantil, explicó que existen cuatro categorías: una, relacionada con los abusos sexuales; otra, con el maltrato físico; otra, con el maltrato emocional, y una cuarta categoría de abandono o negligencia. 


El maltrato como abandono, prosiguió, según estudios que se han hecho a la población penal, es un elemento común entre los reos, especialmente durante su primera infancia. En general, afirmó que en la población penal de nuestro país está presente el maltrato y el abandono en los primeros años de vida. Agregó que este tipo de maltrato no se vincula únicamente con los niños que están en la calle, sino también con quienes tienen un hogar, pero que no reciben afecto requerido, que no son considerados como personas. A estos niños señaló, que se les maltrata psicológicamente, afectando su autoestima.


Comentó que la pasividad frente al tema del abuso de poder y el maltrato, podrían generar consecuencias graves en el desarrollo del niño como individuo y como sujeto social. Acotó que probablemente estos niños responderán con violencia a las problemáticas sociales, o padecerán algún tipo de adicción.


Bajo este contexto, arguyó que es imprescindible generar políticas ligadas a la familia, a los establecimientos educacionales y a la comunidad, a fin de externalizar el problema del maltrato, para conversarlo, discutirlo, generar espacios, escuchar a los niños, e implementar estrategias de auto cuidado. 


Señaló que a partir del año 2005 en conjunto con la Pontificia Universidad Católica de Chile están desarrollando un programa de trabajo, por el cual se han capacitado en seis regiones del país a diversas monitoras para que aprendan a enfrentar el tema del abuso y del maltrato. Asimismo, comentó que están trabajando con el personal y la familia vinculada a los Jardines Infantiles reconocidos por la JUNJI.


Durante el año 2007, informó que se capacitarán a las monitoras en las siete regiones restantes. Enfatizó que aquí existe un deber del Estado de adoptar medidas concretas para superar este mal, ya sea a través de modificaciones legales, o impulsando a los funcionarios públicos a denunciar los hechos de maltrato que detectan. Agregó que para estos fines faltan las campañas comunicacionales que motiven estos resultados.


En este sentido, expuso que prevé dos problemas: uno, ligado a los jardines infantiles propiamente tales y, otro, a los niños. En relación a las jardines infantiles, indicó que no existen mayores exigencias para instalar un jardín infantil, ya que cualquier persona natural puede abrir un jardín infantil, solicitando a la municipalidad la respectiva patente, para lo cual se requiere únicamente de un certificado de norma sanitaria y un certificado de infraestructura. Acotó que no se exige ningún requisito relativo a la calidad educativa, ni respecto de los profesionales o personas que trabajarán en ellos. Agregó que tampoco se exige un certificado de la JUNJI, que confirme las condiciones básicas de operación de un jardín infantil. Reconoció que en esta materia existe un vacío legal en la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, porque no se está asegurando la calidad de la educación. 


Informó que el maltrato a menores está contemplado en la Ley de Menores Nº 16.680, estableciéndose la sanción de falta para este tipo de conductas, obligando al agresor a realizar determinados trabajos, o a pagar una multa. Enseguida, se refirió al caso de un jardín infantil clandestino en la comuna de La Florida, el cual no contaba con patente, ni empadronamiento de la JUNJI, ni menos con el reconocimiento por parte del Ministerio de Educación. En este caso, continuó señalando que quedó de manifiesto que hubo maltrato infantil, porque se comprobó que amarraban a los menores y los obligaban a comer su propio vómito.


El Presidente de la Asociación de Padres del Colegio Simón Bolívar, señor Víctor Serrano, explicó que forma parte de un Centro de Padres, que se ha constituido hace poco tiempo. Luego, indicó que pertenece a la clase media y que tiene a sus hijos en un colegio público. Agregó que junto a otros apoderados formó un centro de padres para participar en forma activa en la generación de los cambios que se requieren al interior del colegio al cual asisten sus hijos. 


Señaló que este colegio cuenta con bastantes recursos, tienen varios psicólogos y han implementado un programa de mediación. No obstante, precisó que presenta una de las tasas más altas de accidentes y de violencia. Agregó que tienen matonaje al interior del colegio. Afirmó que están preocupados, ya que sus hijos pasan gran parte del día en el colegio con el sistema de la jornada escolar completa, que se creó con el objeto de alejar a los niños y adolescentes de la calle.


Expuso que también existe matonaje entre los padres e indicó que tuvo que dejar una constancia en Carabineros porque fue amenazado. No existe una política, prosiguió, en que los padres seamos verdaderos partícipes del sistema educacional. Pero en la práctica, continuó, percibe que su labor no ha sido bien recibida por el sistema escolar. Finalmente, propuso centrar el debate en los factores y causas exógenas de la violencia.


El Director de la Escuela de Psicología de la Universidad de Chile, señor Jesús Redondo señaló que en su calidad de Director del Observatorio Chileno de Políticas Educativas está trabajando en una investigación que tiene por objeto hacer una observación y critica al sistema educativo nacional agregando que se ha especializado en la enseñanza media.


Enseguida, se refirió al proyecto piloto de mediación entre pares, que se implementó en nueve colegios de la Región Metropolitana. Informó que a partir de esta experiencia se hizo el primer diagnóstico acerca de lo que estaba pasando con la violencia escolar y comentó que los datos arrojados fueron prácticamente idénticos a los resultados de la encuesta de Seguridad Ciudadana.


Observó que el tema de la violencia escolar es solamente la punta de un iceberg del tema de la agresión como una conducta más o menos generalizada y habitual en el comportamiento de nuestro sistema social. Agregó que en su estudio han detectado que se trata de un problema de relaciones sociales en las escuelas, que se vincula a nuestra cultura de doble estándar y a la falta de coherencia entre las normas y las sanciones adoptadas. También, señaló que este problema se relaciona con un comportamiento autoritario en las relaciones que se dan entre los adultos y los jóvenes dentro de las escuelas. 


Concluyó que las conductas agresivas forman parte de la cultura escolar y que no se relacionan necesariamente con acontecimientos específicos, porque se vinculan más bien a una especie de maltrato histórico, que se ha dado en los últimos años en la educación. Acotó que existe una maltrato a los actores del ámbito educativo que claramente surgió en la década de los setenta, que se centra en el maltrato a los profesores, padres y niños. En este sentido, señaló que este tema se debe centrar en la necesidad de promover la convivencia, la participación y la democracia en las escuelas.


Indicó que los jóvenes, especialmente en los sectores populares, consideran a la escuela como un espacio carcelario, cuyas prácticas y lenguaje coinciden con los que usan los presos, por lo mismo en el interior de los establecimientos educacionales se reproducen los elementos de violencia propios de una recinto carcelario.


Por otra parte, sostuvo que debe definirse la estructura del sistema educativo que se desea. Expuso que éste es el punto central , optar por una educación basada en las reglas del mercado u otra que asuma a la educación como un derecho.


Luego, reparó en la omisión del Ministerio de Educación en la evaluación de la calidad educación, porque sólo ha utilizado los resultados del SIMCE, que mide únicamente competencias instrumentales. Acotó que con este instrumento no se miden las capacidades formativas de los colegios para desarrollar una convivencia armónica.


El ex Jefe de la División de Educación General, señor Carlos Concha, centró su exposición en los programas que está promoviendo el Ministerio de Educación en el tema de prevención de la violencia escolar. Al respecto, señaló que la convivencia dentro de las comunidades educativas tiene un elemento cultural profundo, porque incide en la manera cómo esa comunidad actúa y funciona en su cotidianeidad.


En el año 2002, prosiguió, se promovió un trabajo para desarrollar las bases de una política de convivencia escolar, que convocó a todos los actores involucrados y a los especialistas en la materia y se propuso al país una política de convivencia escolar, la que asume el problema desde la calidad integral de la educación y el desarrollo completo de los estudiantes.


Luego, destacó que se ha trabajado en la preparación del personal, de los profesionales, de los directivos, de los docentes, de los inspectores, de los orientadores y de los asistentes de la educación en la generación de competencias para la mediación, la resolución de conflictos, el arbitraje, y para abordar los temas de conflicto al interior de los establecimientos educacionales. Informó que los asistentes de educación, que se conocen como los inspectores, han sido objeto de especial preocupación del Ministerio, en términos de capacitación para la resolución pacífica de conflictos.


Por otra parte, indicó que a nivel de regulación de la convivencia escolar existe autonomía y se faculta a cada establecimiento educacional para elaborar y mantener su reglamento de convivencia interna, determinar la forma en que se desarrollan las relaciones entre las distintas partes, resolver sus conflictos, determinar los derechos y obligaciones de cada uno de los integrantes de las comunidades educativas. Acotó que el reglamento interno es un instrumento normativo, concordado por la comunidad educativa, y que todos los establecimientos educacionales deben entregar al Ministerio de Educación. Se refirió, también, a los consejos escolares, e indicó que el Ministerio de Educación está promoviendo su participación en el tema de la convivencia, la determinación de las reglas, revisión y mejoramiento de los reglamentos.


Señaló que el Ministerio de Educación ha estado trabajando con los establecimientos educacionales en el diseño de un modelo de aseguramiento de la calidad de la gestión. Este modelo, continuó, responde a los llamados “marcos de actuación” tanto de profesores como de directivos, lo que se conoce como el “marco de la buena enseñanza” y el “marco de la buena dirección”. Al interior de estos marcos, precisó que existen diversas dimensiones de convivencia y de gestión curricular y pedagógica. Agregó que este modelo se está aplicando en mil trescientos establecimientos educacionales en términos de evaluación, autoevaluación y de construcciones metodológicas, permitiendo a los establecimientos autoevaluarse en distintos ámbitos, incluyendo el de convivencia. Además, informó que existe un panel de evaluadores externos que revisan los diagnósticos que los establecimientos hacen, para sentar las bases de cada establecimiento.


La Directora Proyecto FONDEF (Fondo de Desarrollo) de la Escuela de Psicología de la Pontificia Universidad Católica de Chile, señora Ana María Aarón explicó que trabaja hace más de quince años en el tema de la violencia, atendiendo a las víctimas y trabajando en los programas comunitarios y de prevención.


Destacó que el problema de la violencia es un tema complejo, que no se puede simplificar, porque al momento de determinar las causas de la violencia no asumimos nuestra responsabilidad en el tema, señalando que las causales de ésta son siempre exógenas. Compartió que la violencia escolar es un tema multicausado, que se origina a partir de una cultura que promueve la violencia. 


Agregó que la violencia siempre ha existido, pero en la actualidad se ha hecho más visible. Acotó que el tema de la violencia debe centrarse en la prevención de la misma, con el fin de interrumpir los circuitos de violencia y cambiar los hábitos culturales. Recordó que hace 30 o 50 años era normal golpear a los alumnos como una forma aceptada de castigo. Esta costumbre, continuó, se terminó con el programa de educación basada en la cultura del buen trato. A diferencia de otros temas, como la drogadicción, esta materia no es un tema ajeno, porque todos hemos sido testigos de algún problema de violencia en nuestra familia o en el sistema educacional.


Enseguida, planteó que se deben implementar programas que fomenten la cultura del buen trato y que toda la sociedad asuma su responsabilidad en la materia, porque la violencia es un problema de todos.


Por otra parte, se refirió a los programas de reparación, que constituyen otra forma de interrumpir los circuitos de violencia, trabajando con las víctimas y victimarios, para promover la reparación del mal causado, con el objeto de que no repitan este patrón de conducta. Reparó en la falta de compromiso de las autoridades de la salud para abordar esta materia. Acotó que el problema de la violencia no es sólo un problema de la educación, sino que también de la salud, de la justicia y de la vivienda, porque es un problema de toda la comunidad. Por tal motivo, sugirió incluir en estas audiencias a las personas vinculadas al sistema de salud, ya que ellos son los encargados de los programas de reparación.


Finalmente, precisó que al tratarse la violencia escolar, debe abordársele considerando a toda la comunidad escolar, porque el hecho violento causa un impacto general, ya que afecta a las víctimas directas y a todos los testigos.


El Director de la Unidad de Intervención Temprana de la Escuela de Sicología de la Universidad del Desarrollo, señor Felipe Lecannelier señaló que hace 7 años que está investigando el tema del matonaje, o “buliyng” o intimidación. Afirmó que el matonaje existe hace más de 40 años en el país. El problema, prosiguió, es que en Chile este tema recién se está abordando, por esta razón, se tiene una visión un tanto ambivalente y contradictoria. La mayoría, continuó, plantea que el fenómeno es normal y que todos hemos experimentado situaciones de violencia en algún momento de nuestras vidas.


Enseguida, señaló que existe un problema en cuanto a la forma de tratar a las personas violentas, porque se les ha tildado como agresores psiquiátricos, es decir, que presentan algún tipo de trastorno serio en su personalidad, derivándolos a un psicólogo o a un psiquiatra, sin trabajar en el interior de los colegios el buliyng o matonaje. Dadas estas circunstancias, recomendó tratar a los agresores como personas normales que no tienen trastornos gravísimos de su personalidad.


Por otra parte, se refirió a un estudio que está realizando sobre el matonaje que incluye al alumnado, profesores e inspectores. En general, arguyó que han llegado a resultados similares a los que arribó el Ministerio de Educación. Informó que entre un 50% y un 60 % de los alumnos en el colegio observan, realizan, o son víctimas de maltrato escolar constante. Agregó que en todos los colegios entre el 10% y el 15% de los alumnos le cuenta a su familia que son víctima de violencia escolar y que entre el 0,2% y el 2,2% de los alumnos le cuenta a alguna persona del colegio cada vez que son víctimas de violencia. Concluyó que el matonaje no es un caso aislado, sino que se ha convertido en el ambiente cotidiano del ámbito escolar y que claramente el colegio no es un contexto de protección, ni de contención de la violencia.


Comentó que de entrevistas a profesores, inspectores y padres se llegó al resultado que cuando ocurren este tipo de situaciones nadie sabe cómo abordarlo, recurriendo únicamente a su sentido común. Observó que no existe un programa antimatonaje en el ámbito escolar. 


Luego, se refirió al caso de Estados Unidos, en donde hace unos cinco años atrás se declaró la violencia escolar y familiar como una epidemia de salud pública. El problema comentó es que aún no se tiene un antídoto para combatir esta epidemia. Agregó que una de las posibles soluciones es la llamada intervención temprana, que permite trabajar este tema desde el embarazo hasta los dos años de edad, a fin de prevenir los síntomas de la violencia.


Acotó que entre un 4% y un 5% de la población tienen algún tipo de agresión crónica, que se manifiesta a partir del año y medio de vida, aumentando su agresividad, hasta que se mueren. Enseguida, planteó elaborar un sistema de detección temprana de agresión crónica, a fin de evitar el desarrollo de su violencia. Precisó que se conocen bastante los antecedentes y factores genéticos, prenatales y familiares de este tipo de niños. La idea, prosiguió, es apoyar a estos niños con controles médicos y visitas domiciliarias, de manera de realizar un trabajo terapéutico con ellos.


Por otra parte, recomendó al Ministerio de Educación abordar el matonaje en forma sistémica y no a través de acciones aisladas. Asimismo, precisó que no basta con sólo capacitar, o cambiar las creencias, ya que se requiere de un conjunto de estrategias de acciones efectivas.


El Director Técnico del Instituto de Estudios Avanzados (IDEA), señor Rafael Gómez, señaló que el Instituto realizó un estudio de convivencia escolar solicitado por el Ministerio de Educación y UNESCO, que involucró a más de 500 colegios a nivel nacional y a más de 40.000 alumnos. Agregó que el objetivo de este estudio era contrastar las opiniones entre los distintos actores en relación a las temáticas de convivencia escolar. Comentó que el trabajo se enfocó hacia tres grandes áreas: una, sobre la valoración en la convivencia escolar; otra, sobre los conflictos, y una tercera, sobre el maltrato entre los alumnos y entre los profesores.


Destacó que existe una buena percepción de la relación entre los pares y entre el alumno y el profesor, lo que podría asumirse como un potencial que debe desarrollarse. Asimismo, indicó que los actores reconocen la intencionalidad de enseñar positivamente a relacionarse con los demás. Acotó que también detectaron que existe una tolerancia y respeto por la igualdad de género y una percepción de parte de los alumnos de que se imparte una educación que involucra esos valores, especialmente entre las mujeres. 


Enseguida, señaló que existe un alto porcentaje de alumnos que respetan las reglas que existen en los colegios. No obstante, precisó que se detectó que existe un problema en cuanto a la aplicación de la norma, que denota un cierto favoritismo en los colegios en la enseñanza secundaria. Comentó que se critica la falta de espacios para que los alumnos incidan en las decisiones del colegio. Acotó que existe a la vez un problema de violencia y de convivencia.


Por otra parte, señaló que existe una percepción generalizada de inconsistencia en relación a la percepción de la familia. Los docentes, prosiguió, reconocen como la principal causa de este conflicto a la escasa formación valórica que entregan los padres y los establecimientos educacionales, lo que aumenta con la disociación que existe entre la familia y los colegios.


Luego, planteó que los colegios que presentan altos índices de violencia deben bajar su nivel de matrícula en los cursos más conflictivos, siempre que esto no signifique una merma en el financiamiento y en los recursos de subvención de dicho establecimiento. En el ámbito docente, propuso incorporar a tutores o a otros profesores en la sala de clases. Agregó que debe incluirse en el currículum de los docentes el desarrollo de competencias y habilidades para la mediación y solución de conflictos.


Con respecto a las evaluaciones que se aplican al sistema escolar, como el SIMCE, indicó que éste mide el aprendizaje de los alumnos, pero no mide lo que se pretende valorar a nivel emocional. Bajo este contexto, precisó que el SIMCE no evalúa la calidad de la educación. Agregó que mientras no se cuenten con evaluaciones que midan la convivencia escolar, será muy difícil que los colegios desarrollen esta área, implementando medidas para mejorar la convivencia.


La Fiscal de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, señora Solange Borgeaux, reparó sobre la forma en que se tipifica el maltrato infantil en el ámbito penal e indicó que éste sólo constituye un delito en la medida que involucre una lesión corporal. Bajo estas circunstancias, sostuvo que debe crearse un tipo penal distinto a las lesiones, que garantice que el niño es un sujeto de derecho. Asimismo, sugirió que se establezca la pena accesoria para este tipo de delitos de inhabilitación para el ejercicio de una profesión titular.


Luego, propuso que la Ley de Rentas Municipales exija la presentación de un Certificado de Rol de Empadronamiento que otorga la JUNJI para conceder una patente de jardín infantil.


El Honorable Senador señor Cantero se ñaló que consideraba de alto nivel las presentaciones e indicó que le hubiera gustado conocer la postura de los técnicos que elaboraron el informe sobre la violencia del Ministerio del Interior y de Educación, ya que el universo encuestado abarca a unos 14.000 estudiantes a lo largo de todo el país, estratificados por cursos y niveles socio económicos. Se refirió, enseguida, a este informe y destacó algunas de las cifras que allí se indican. Especialmente mencionó que el 50% de los profesores y el 68% de los alumnos perciben algún tipo de agresión. Agregó que el 80% de los alumnos dice ser testigo de agresiones físicas y que el 52% de los profesores y el 30% de los alumnos afirman ser víctimas de discriminación.


Luego, sostuvo que percibe que la violencia escolar es más grave lo que se capta socialmente. Agregó que se está ante un problema cultural, que refleja la violencia que ese alumno observa en su entorno familiar y en la sociedad en general. 


Otro aspecto que destacó es que se está ante un tema de índole emocional, más que ante una cuestión de convivencia. Asimismo, indicó que Chile tiene uno de los porcentajes más altos de suicidio y de enfermedades mentales. Recomendó que cada colegio cuente al menos con un psicólogo.


El Honorable Senador señor Núñez señaló que a nivel Parlamentario se debe avanzar en el tema punitivo y en la prevención de la violencia escolar. Instó al Ministerio de Educación a realizar un estudio en los mismos términos que lo hizo el Instituto IDEA, para determinar el nivel de violencia que existe en cada establecimiento educacional municipalizado.


Expuso que el problema de la violencia se relaciona con el mayor o menor grado de integración de nuestros jóvenes. Luego, sugirió otorgar premios o incentivos a los colegios que presenten niveles más bajos de violencia. Afirmó que la violencia puede ser enfrentada, ya que entiende que los seres humanos no nacen predestinados hacia la violencia.


El Honorable Senador señor Chadwick compartió lo expuesto por el Honorable Senador señor Núñez y agregó que vislumbra que se está ante un tema extremadamente complejo, que afecta a todas las sociedades modernas. Acotó que este tema debe formar parte de la agenda legislativa, ya que no se trata de un caso particular, sino de una epidemia social.


Luego, indicó que participó en la discusión del proyecto de ley que trató la violencia intrafamiliar, y que faculta las denuncias de hechos de violencia. Agregó que dado el avance de este flagelo hoy se cuenta también con un tratamiento penal en la materia, ya que se ha generado una conciencia de que se trata de un fenómeno reprochable socialmente, que se ha ido expandiendo al ámbito escolar.


Señaló que no basta con el trabajo preventivo que hoy se está desarrollando, porque se trata de un tema que se relaciona con el mejoramiento de la calidad de la educación y de la convivencia escolar, debiendo abarcar todos los ámbitos educativos, inclusive el nivel parvulario.


El Honorable Senador señor Navarro afirmó que la violencia está en toda la sociedad y no sólo en los establecimientos educacionales. De partida, precisó que nuestras cárceles están colapsadas y tenemos las tasas más altas en América Latina de personas privadas de libertad. Agregó que más del 54% de las personas detenidas no han terminado sus estudios básicos ni medios, lo que podría reflejar la relación entre los índices delictuales y la formación educacional de las personas.


Observó que en esta materia existe gran cantidad de información oculta, especialmente en los colegios privados y en los sectores de más altos ingresos. 


Por otra parte, precisó que se podría estar sobredimensionando este problema, especialmente si se comparan nuestros niveles de violencia con los de los otros países. Agregó que en nuestro país se han insertado a los niños en riesgo social al sistema educacional, sin que nuestros profesores tengan las habilidades necesarias para tratar a estos niños. Continuó, indicando que no es adecuado solucionar un problema social por esta vía, ya que los establecimientos educacionales no cuentan con la infraestructura necesaria, ni con las capacidades humanas, ni las inversiones requeridas. Acotó, asimismo, que debe renovarse el magisterio para interpretar los problemas de nuestros adolescentes.


Arguyó que existe un grave problema de administración. Precisó que los alcaldes no están interesados en administración de la educación y no tienen la capacidad financiera para asumir esta tarea. Luego, planteó que la educación debe ser administrada por corporaciones regionales de educación de carácter públicas.


Por otra parte, sugirió aumentar la participación ciudadana de los estudiantes, trayendo a colación varios proyectos de ley, destacando entre otros el que regula la protección de una convivencia sana como un elemento que debe considerar la educación y otro que promueve la creación de un defensor del estudiante. También, propuso establecer mecanismos de solución de conflictos y una política integral respecto de los jóvenes.


La señora Vicepresidenta Ejecutiva de la Junta Nacional de Jardines Infantiles señaló que el tema de la violencia está incorporado dentro de las problemáticas de la sociedad y que se ha avanzado bastante desde la década de los noventa. Insistió que para prevenir la violencia se debe actuar en la etapa de la primera infancia. Enseguida, destacó el programa que están coordinando en junto con el Ministerio de Salud y el Programa Chile Solidario, que trabaja con las mujeres embarazadas. Observó que todos los esfuerzos de la autoridad deben enfocarse hacia la prevención y la promoción del combate contra la violencia desde el embarazo, a fin de generar un cambio cultural.


Indicó que es partidaria de combatir la violencia aunque sólo se traten de casos aislados de maltrato, o de abuso sexual, o de abuso de poder . Nuestra preocupación, prosiguió, es asumir que se trata de un tema transversal, que genera segregación social en los colegios municipalizados y en los jardines infantiles de la JUNJI.


Otro punto que trató fue el tema del aprendizaje, señalando que nuestro sistema educativo pone énfasis en las matemáticas y en el lenguaje, pero no desarrolla el área valórica y emocional de los niños. Agregó que es fundamental desarrollar en los niños la capacidad de descubrir, de crear, de ser tolerante, y de solucionar sus conflictos sin actuar violentamente.


Finalmente, reparó en el envejecimiento de los profesionales del ámbito pre-escolar y comentó que más del 50% de las educadoras de párvulos y personal auxiliar tiene más de 50 años. Enseguida, sugirió instaurar un sistema en que las educadoras de párvulos y técnicos jubilaran a los 50 años, pues se trata de una profesión que requiere gran capacidad de entrega, especialmente si se desea proporcionar una educación de calidad y de evitar el maltrato y abuso al interior de los jardines infantiles.


De la Universidad de Chile, el señor Jesús Redondo planteó incorporar en el proyecto de ley sobre subvenciones, otros instrumentos de evaluación de los colegios distintos al SIMCE, porque éste no mide capacidades formativas de buenas prácticas de convivencia, de participación y de gestión. 


Por otro lado, recomendó cambiar la visión del sistema educativo y no restringirlo a un lugar en donde sólo existen profesores y alumnos. Acotó que debe ampliarse el espectro de los profesionales vinculados a la educación, incorporando a los psicólogos y asistentes sociales entre otros.


El Presidente de la Asociación de Padres, señor Víctor Serrano, expuso que su mayor compromiso es educar a sus hijos. Agregó que para ellos existe una urgencia en la búsqueda de soluciones para mejorar el sistema educacional, que no se condice con el ritmo de las políticas públicas. Luego, sugirió la creación de un Defensor del Niño como una medida que se podría adoptar a corto plazo.


Posteriormente, reparó en la falta de cambios y de renovación de las prácticas y metodologías que aplican los profesores en los colegios. Expuso también que le preocupa la actitud lejana del Ministerio de Educación y los graves problemas de administración que tienen las municipalidades en la gestión del sistema educativo público. 


Afirmó también, que se requiere de una intervención profunda en el área de la educación y planteó crear los centros de tecnologías pedagógicas, como instancias válidas que usan las industrias para solucionar sus problemas de actualización tecnológica. Finalmente, reparó en el hecho de que los profesores no saben cómo abordar el matonaje.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide indicó que coincide en que el tema de violencia infantil es un tema más global, y que no debe restringirse solamente al ámbito escolar, porque se trata de una epidemia que tiene diversas aristas. Acotó que en el ámbito de la enseñanza, se debe implementar un plan para generar en nuestros niños conductas contrarias a la violencia.


Asimismo, señaló que esta Comisión está analizando el tema de la violencia escolar, con el propósito evaluar las causas y las medidas que se podrían adoptar por la autoridad, con el objeto de evitar la ocurrencia de nuevos hechos de violencia entre los alumnos y los integrantes de la comunidad educativa. Agregó que la preocupación por este tema surgió luego de que el Honorable Senador señor Cantero diera a conocer los resultados del Estudio Nacional de Convivencia Escolar.

La Presidenta de la Sociedad de Psiquiatría Infantil, doctora Isabel López, señaló que la violencia es el uso deliberado de la fuerza física o del poder, ya sea en grado de amenaza o efectivo, contra uno mismo, otra persona, o un grupo o la comunidad, que cause o tenga muchas posibilidades de causar lesiones, muerte o daños psicológicos, trastornos del desarrollo o privaciones. Explicó que la violencia escolar se refiere a un alumno que es agredido en forma aislada o en forma repetida durante cierto lapso. Esta violencia, continuó, son acciones negativas que lleva a cabo un alumno o varios de ellos. Indicó que el “bullying” alude al matonaje, y más específicamente, al carácter de intimidación, hostigamiento y victimización que conllevarían estas conductas entre escolares.

Precisó que el bullying se produce cuando un alumno o un grupo más fuerte, intimida y maltrata, en forma repetida y a lo largo del tiempo a un compañero que es más débil e indefenso. Recalcó que el bullying se basa en el abuso de poder y en la repetición en el tiempo de diversas conductas intimidantes, como burlas, amenazas, intimidaciones, agresiones físicas, aislamiento sistemático e insultos.

Luego, comentó que el fenómeno de la violencia es complejo y de múltiple causalidad. Por esto, prosiguió, se deben identificar los factores de riesgo y de protección que operan específicamente en la población escolar, ya que ayudará a elegir el tipo de intervenciones más adecuadas y los grupos que se beneficiarán. Señaló que los escolares afectados por factores de riesgo que pronostiquen problemas serios de comportamiento en edades más avanzadas, no se beneficiarán con acciones de prevención orientadas a la población en general. Por tanto, precisó que con este grupo se necesitarán intervenciones más específicas. 

Explicó que los factores de riesgo para la violencia escolar pueden analizarse desde la perspectiva del propio alumno, de la escuela y del entorno social. Dentro de los factores de violencia que dependen de las características individuales de cada alumno, mencionó al bajo desempeño escolar, la falta de estructuración del uso del tiempo libre, la asociación con pares delincuentes, la edad, el género, los rasgos propios de cada alumno y los trastornos de salud que haya padecido. Dentro de los factores de la escuela, se refirió al personal escolar (maestros, tutores, director), la actividad de las pandillas y de otros grupos juveniles, la gobernabilidad de la escuela, el ambiente en las aulas y la infraestructura escolar. Dentro de los factores del entorno, indicó la localización de la escuela, la pobreza y la exclusión social, la presencia y uso del alcohol y drogas, el ser testigo o víctima de violencia en la comunidad y las dinámicas familiares.

Conforme al Estudio de Paz Ciudadana, señaló que un 32% de los alumnos entre 7 y 10 años dice haber sido víctima de agresiones psicológicas e intimidación por parte de sus compañeros en la escuela. De éstos, informó que alrededor de un 13% dijo haber sido víctima de violencia en más de una ocasión. 

Según el Estudio de la UNICEF, comentó que un 31% de los alumnos entre 12 y 18 años se han sentido discriminados “a veces o siempre” en la escuela. Acotó que se sienten más discriminados los hombres y los niños entre 12 y 13 años. Comunicó que un 85% de los alumnos que se sienten discriminados, dicen que quienes los rechazan o miran en menos son sus propios compañeros. Advirtió que quienes sufren más de las bromas y descalificaciones son los niños que tienen un problema o defecto físico, los que poseen rasgos indígenas, los que tiene malas calificaciones, los que piensan diferente de la mayoría y los que vienen de otros países. Enseguida, dio cuenta que en este informe un 18% de los alumnos (niños, niñas y jóvenes entre 12 y 18 años) dice haber sido víctima de maltrato, abuso o amenaza por parte de sus compañeros. Informó que los que más han sufrido este tipo de violencia son los niños y niñas de 12 y 13 años. Las razones principales, continuó, por las cuales un compañero maltrata o abusa de otro son la debilidad y la provocación.

A continuación, se refirió al Estudio Nacional de Violencia en el Ámbito Escolar, elaborado por los Ministerios de Educación y del Interior durante el año 2006. Informó que este estudio utilizó una muestra de 14.731 alumnos y 3.753 docentes. Enseguida, comentó que este estudio arrojó como resultado que un 51,5 % de los alumnos y un 34,8% de los docentes perciben una alta agresión en la escuela. En el caso de los alumnos, comunicó que un 96% percibe algún tipo de agresión psicológica, un 83% de agresión física y un 53% algún tipo de discriminación. De éstos, precisó que un 44,7% dice haber sido agredido en la escuela, por otro estudiante (38%) o por un profesor (11%). Por otra parte, señaló que un 42,6% de los alumnos declara haber padecido agresión psicológica y un 29,7% agresión física. Luego, afirmó que los más afectados por la violencia escolar son los varones y el grupo de menores de edad entre los 10 y 13 años. Destacó que este es un problema que no comunica y que sólo un 15% lo cuenta a sus padres y un 10% a su profesor. Con respecto a los docentes, señaló que un 31,5% declara haber sido agredidos, por un estudiante (24%) o por otro profesor (8%).

Expresó que no se reconocen como un tipo de “bullying” los conflictos entre compañeros de similares características físicas o mentales. Agregó que la intimidación y la violencia son subcategorías de la conducta agresiva. Hay conductas violentas, continuó, como las riñas ocasionales que no son “bullying”. De este modo, indicó que debe diferenciarse entre el “bullying” y los problemas de convivencia en los establecimientos educacionales. Comunicó que en los colegios existen problemas de indisciplina, como el incumplimiento de reglas y normas de convivencia; conductas antisociales, la indiferencia grave hacia las normas sociales; conductas disruptivas, que corresponden a comportamientos molestos que surgen con impulsividad, falta de motivación y marginación del trabajo escolar, y desinterés académico.

Luego, señaló que a las víctimas se les afecta gravemente en el desarrollo de su personalidad y se les genera un daño físico, psicológico y moral, lo que les disminuye su autoestima, le crea sentimientos de miedo, vergüenza y debilidad. Asimismo, indicó que la violencia produce una baja en el rendimiento académico. En relación al agresor, comentó que a éste se le hace creer que goza de impunidad ante los hechos inmorales, destruyendo sus posibilidades de integración social. Luego, acotó que existe una relación entre los problemas de salud mental en la adolescencia y conductas delictuales en la vida adulta. El resto de los escolares, prosiguió, se convierten en espectadores de la violencia, al convivir en un clima de temor e injusticia, asumiendo la ley del más fuerte. Para el profesorado, expresó que se les dificulta su labor educativa, generándose problemas de indisciplina, desánimo e impotencia entre los docentes cuando no se cuenta con las herramientas necesarias para enfrentar el problema.

Las víctimas, continuó, son los más vulnerables, es decir, aquellos que tienen un problema o defecto físico, que poseen rasgos indígenas, bajo rendimiento, piensan diferente de la mayoría, o vienen de otros países. Explicó que existen víctimas pasivas y víctimas activas, las primeras, parecen débiles y vulnerables, inseguros y con baja autoestima y, las segundas, son personas inquietas, impulsivas y provocadoras y responden en forma agresiva cuando son atacados.

Por su parte, el agresor observó que en sus hogares han tenido una educación autoritaria, marcada por creencias intolerantes, como el machismo y el racismo. Normalmente, expuso, han sido víctimas de algún tipo de violencia. También, señaló que tienen un personalidad impulsiva, con pocas habilidades sociales, son intolerantes, se burlan de la debilidad y usan el dominio y el abuso como una forma de ganar poder y seguridad.

Se refirió al hecho que en materia de violencia los hombres la utilizan con mayor frecuencia y de forma más grave que las mujeres. Éstas, continuó, manifiestan una mayor capacidad para conceptualizar los problemas que llevan a la violencia. Dadas estas circunstancias, arguyó que los hombres participan más frecuentemente en situaciones de violencia directa y las mujeres en situaciones de violencia indirecta (hablar mal de otros). Por otra parte, indicó que se observa un descenso continuo de las experiencias de victimización con la edad. En la adolescencia temprana, informó que existe un mayor riesgo de ejercer o de ser víctima de conductas violentas que en edades posteriores.

Luego, planteó que la intimidación y el maltrato entre los alumnos debe ser asumido como un problema que afecta la calidad de la convivencia escolar e involucra a toda la comunidad educativa. Asimismo, sugirió romper la ley del silencio que impera en la comunidad escolar respecto a este tema. A su vez, planteó establecer normas claras y consistentes que pongan límite y eviten la impunidad, con un mayor compromiso de los adultos y supervisión de los mismos en los recreos. También, señaló que deben desarrollarse habilidades para resolver pacíficamente los conflictos, aceptar la diferencia, enfrentar los prejuicios y la intolerancia y prestar apoyo a las víctimas y a los agresores.

Con respecto a los programas preventivos, indicó que éstos deben comenzar en una época temprana de la vida y que debe trabajarse con jóvenes por varios años, considerando sus necesidades y aspiraciones en forma integral, incluyendo a sus familias, escuela, grupo de pares y de vecinos. Acotó que los programas deberían promover las conductas positivas, ofrecer oportunidades, promover la capacidad de participación y autodeterminación. 

El Director del Departamento de Sociología de la Universidad de Chile, señor Raúl Atria, señaló que las ideas que expondrá son fruto de algunos trabajos que se han realizado en el Departamento de Sociología que encabeza, en el marco de la sociología de los mundos jóvenes y de las experiencias de capacitación. En especial, destacó el proyecto piloto de capacitación para la mediación escolar, realizado durante el año 2006 con el Ministerio de Educación en los establecimientos municipalizados en la IX Región y en la Región Metropolitana.
Explicó que la convivencia escolar se define como la multiplicidad de relaciones sociales que se establecen entre todos los actores que participan en las unidades educativas como docentes, directivos, estudiantes, pararadocentes y apoderados. Agregó que el conflicto escolar se produce por el deterioro de las relaciones sociales entre los diversos actores que participan al interior de la unidades educativas. Observó que estas relaciones sociales se han ido deteriorando, como puede apreciarse en diversas situaciones, en las cuales los sujetos involucrados muestran una contraposición de intereses, falta de comunicación, malestar emocional y agresividad. 

Aclaró que todas estas manifestaciones de violencia son expresiones de un conflicto y no el conflicto en sí mismo. Comentó que usualmente, en el ámbito escolar, el conflicto es entendido sólo como la situación de crisis, y ella sólo se aborda desde el Reglamento de Convivencia, aplicando las sanciones respectivas para las faltas cometidas. Declaró que esta forma de abordar las situaciones de crisis ha sido ineficiente en la práctica, puesto que las experiencias al interior de los establecimientos educacionales, no demuestran una mejora en la calidad de la convivencia escolar, por más anotaciones, suspensiones o expulsiones que se realicen.

Enseguida, planteó que debe hacerse un cambio de mirada, asumiendo el conflicto escolar como una oportunidad de aprendizaje, abordándolo desde una perspectiva pedagógica que sea capaz de generar aprendizajes en los actores involucrados, a través de un proceso de diálogo y de reconstrucción de la deteriorada relación social.

A modo de ejemplo, se refirió a las estrategias de resolución alternativas de conflictos (ERAC), como una manera de abordar los conflictos al interior de los establecimientos educacionales, que se fundamentan en la revisión colectiva de las características del conflicto de que se trate, identificando las distintas partes y analizando la complejidad del tema más allá de la situación de crisis e intencionados acuerdos y aprendizajes que transformen positivamente la forma en que los involucrados se relacionan, permitiendo así un aprendizaje de toda la comunidad escolar y mejorando la convivencia. Entre las estrategias de resolución alternativa de conflictos existentes para el ámbito escolar, mencionó a la mediación, la negociación y al arbitraje pedagógico. Explicó que normalmente cuando se trabaja un conflicto escolar con las estrategias alternativas de resolución de conflictos, se detectan temas emergentes que están en la base de la conformación del conflicto. En este caso, señaló que lo más probable es que se traten de temas de índole social que forman parte de la identidad de los sujetos en conflicto y de la vida escolar, que son difíciles de identificar al estudiar el conflicto.

Expresó que una vez que se detectan los temas emergentes que están en la base del conflicto, tales como la discriminación étnica, la marginación económico-social, la salud sexual, o el abuso de poder, éstos podrán ser trabajados en el aula, mediante contenidos específicos, de acuerdo a los sub sectores de aprendizajes correspondientes, para ser tematizados desde una perspectiva crítica en la sala de clases.

Indicó que deberían implementarse acciones concretas, como generar diálogos intergeneracionales, porque permite abrir espacios para el encuentro, la conversación y el intercambio de experiencias de vida entre jóvenes y adultos de la escuela. Afirmó que si bien la palabra ha ido perdiendo cada vez más peso en nuestras relaciones, aún sigue siendo el primer acercamiento hacia una nueva forma de mirar al otro.

Reconoció que en la escuela existen espacios de socialización oculta, que deben exteriorizarse, porque generan actitudes, adhesiones o rechazos en los distintos actores que se socializan en la escuela. Un ejemplo de esto, señaló, son los aprendizajes de género que en la escuela se dan, ya que si bien ellos no son abordados explícitamente en la mayoría de los casos, aparecen como referencias en las actitudes, textos ocultos, tipos de exigencias diferenciadas para hombres y mujeres. 

Sugirió que debe potenciarse al grupo de semejantes como un espacio privilegiado de socialización, porque a partir del reconocimiento de los pares se pueden transmitir experiencias, valores y sentidos. Acotó que lo intrageneracional adquiere así un peso importante como desafío a potenciar con la intervención al mundo escolar.

Por otra parte, propuso acoger la cultura de la calle que traen los jóvenes. Indicó que el establecimiento escolar debe ser capaz de reconocer la cultura de los estudiantes, a fin de incorporarla en el espacio escolar. Señaló que negar sus formas de agrupamiento, de resolución de conflictos, sus códigos lingüísticos, su estética y gustos sería reprimir sus manifestaciones e ignorar una parte importante de su vida juvenil. Por otra parte, planteó reconstruir los roles sociales del mundo adulto, lo que implica replantear la tendencia histórica que sitúa al mundo adulto desde una responsabilidad que está marcada fuertemente por el servicio a otros, y relevar el reconocimiento de sus capacidades de crítica, de sueños, de innovaciones, de aportes a la construcción de la comunidad, que no tienen que contraponerse con los del mundo joven. 

El Director del instituto de Sociología de la Pontificia Universidad Católica de Chile, señor Eduardo Valenzuela, señaló que se pueden obtener algunas estimaciones acerca de la magnitud y tendencias de la violencia escolar a partir de la información proveniente de las encuestas nacionales que ha hecho Consejo Nacional para el Control de Estupefacientes (CONACE) para detectar a la población adicta a las drogas. Explicó que los estudios sobre drogas en la población escolar se realizan sobre una muestra nacional de gran tamaño, alrededor del 60.000 casos, que cubren alumnos de Octavo Básico a Cuarto Año Medio de establecimientos municipalizados y particulares subvencionados y pagados.


Según los antecedentes aportados por las encuestas nacionales de drogas en la población escolar, hechas por CONACE, expresó que cerca de la mitad de los estudiantes reporta haber participado al menos una vez en grupos que molestan a compañeros y que alrededor de un tercio declara haber sido víctima en el último año de tal forma de agresión. Por su parte, un 15% de los agresores habituales, continuó, declaran haber participado en cinco o más episodios de intimidación en el último año, mientras que un 8% de los escolares del país que reporta haber sido víctima de episodios frecuentes de intimidación.


Como en todos los registros de violencia escolar, precisó que la intimidación es más alta entre los hombres que en las mujeres. No obstante, aclaró que estos indicadores no miden agresión indirecta que es más frecuente en la población femenina. Luego, mencionó que el 19% de los hombres reporta cinco o más episodios de violencia en el último año, en cambio un 7% de las mujeres declara haber sido víctima de “bullying”. Agregó que los hombres reportan mayor grado de victimización. También, informó que esta forma de intimidación se mantiene relativamente estable hasta Cuarto Año Medio, especialmente entre los hombres, quienes declaran que al menos un 28% ha sido víctima de intimidación frecuente. Enseguida, informó que a nivel social no existen diferencias entre los niveles socioeconómicos y que las proporciones de violencia intraescolar en colegios municipalizados, particulares subvencionados y particulares pagados son prácticamente iguales. 


A continuación, presentó algunas cifras de las encuestas nacionales de drogas en la población escolar, informando que en el año 2003 un 44% de los alumnos declara haber participado en un grupo agresor, cifra que aumentó a un 47% en el año 2005. Por su parte, señaló que en el año 2003 un 34% dice haber sido molestado, aumentando este porcentaje a un 37% en el año 2005.


Explicó que las declaraciones de agresión escolar están divididas en tres tipos: los ataques de un grupo contra un niño solo, que corresponde a la forma más aguda de violencia escolar; los ataques o peleas entre grupos de “pandillas”, y los ataques o peleas entre niños solos. En el primer caso, acotó que casi un 15% de los escolares declara haber participado en un grupo que ha agredido físicamente a un compañero y un 10% reporta haber sido agredido de esta manera. Las peleas entre grupos, continuó, alcanzan a un 20% de los alumnos, mientras que la pelea entre alumnos solos bordea el 30%. 


Luego, expresó que los casos más frecuentes de agresión, que bordean los cinco o más episodios de violencia en el último año, oscilan entre el 2 o 3%, que corresponde a una estimación de la violencia escolar en su forma más aguda y problemática. Asimismo, reiteró que la agresión escolar es siempre mayor entre los hombres y que tiende a disminuir en la medida que se avanza de curso o de nivel. Precisó que el umbral más alto de violencia en ambos sexos se da en Octavo Año Básico, sobre todo entre las mujeres. También, afirmó que la violencia es más frecuente en los colegios municipalizados. Por otra parte, se refirió a las declaraciones de robo en los colegios e indicó que alrededor de un 13% a un 14% de alumnos reconoce haber robado algo a alguien dentro del colegio, mientras que un 51% declara ser víctima alguna vez de robo.


Enseguida, destacó que la violencia escolar reconoce dos partes, un agresor y una víctima, como se ha constatado en los casos de suicidios escolares entre adolescentes con largas trayectorias de victimización. Sin embargo, precisó que también debe considerarse la relación entre agresor y víctima, porque afirmó que quienes agreden son al mismo tiempo víctimas, lo que produce un clima de espiral de la violencia escolar. Agregó que la violencia escolar es parte de un conjunto de problemas conductuales, mencionando entre otros las dificultades de rendimiento y de logro escolar e indicó que un 50% de los alumnos con bajo rendimiento escolar declara un compromiso con episodios de agresión escolar, mientras que este compromiso disminuye entre los alumnos de alto rendimiento. Algo similar, continuó, sucede con los alumnos de bajas expectativas escolares, de los cuales el 59% de ellos declara que tiene bajas expectativas de terminar con la enseñanza secundaria y que al menos un 11% dice haber experimentado un episodio de agresión física. 


A continuación, señaló que existen grandes dificultades en la relación de los niños con sus padres, especialmente se refirió a los padres poco involucrados en la vida y en el desarrollo de sus hijos, con climas familiares predispuestos hacia el uso de la fuerza y resolución abusiva de los conflictos. También, se refirió a desequilibrios específicos en el balance familia amigos y dificultades específicas en los niveles de aprobación y aceptación del uso de la fuerza entre los pares, aunque los umbrales de tolerancia de los padres hacia la agresión adolescente son extremadamente altos en nuestro país.


Asimismo, mencionó las dificultades específicas de integración escolar y de identificación con el colegio. Explicó que la agresión escolar está muy asociada a un deterioro rápido y definitivo en la relación del alumno con sus profesores. Bajo este contexto, expresó que se asocian la agresión escolar, la indisciplina y los problemas conductuales dentro del colegio. Reconoció que una parte importante de la corriente agresiva de los adolescentes se dirige contra pares y permanece invisible al establecimiento y a los profesores. 


Luego, advirtió sobre la asociación entre agresión y violencia, y el uso de alcohol y drogas. Informó que en el último año los alumnos que consumen marihuana suelen tener conductas tendientes hacia la violencia y los que hacen uso de la cocaína pueden llegar a presentar una conducta aún de mayor violencia.


A continuación, presentó un cuadro comparativo de las diferencias máximas de prevalencias de uso de drogas entre los agresores y no agresores, según datos proporcionados por las encuestas de CONACE:

	
	 Marihuana
	Cocaína total

(pasta base + cocaína) 

	
	No agresor
	Agresor
	No agresor
	Agresor

	Participado en un grupo que molesta a un compañero que está solo
	12
	27
	3
	8

	Participado en un grupo que ha agredido físicamente a un compañero que está solo
	14
	30
	3
	15

	Participado en un grupo que ha comenzado una pelea con otro grupo


	13
	35
	3
	18

	Comenzado solo una pelea con otro compañero


	13
	32
	3
	13

	Robado algo a alguien en el colegio


	14
	27
	3
	15



Luego, señaló que se tienen datos que evidencian la amplitud del fenómeno de la violencia escolar y que no tiene antecedentes comparables con otros países, ni se conocen los pormenores de este problema. Bajo este contexto, sugirió distinguir entre los problemas asociados a la violencia difusa, la cual cruza todos los ambientes escolares (“bullying”) y la violencia abierta con agresión física.


Expresó que los problemas de violencia abierta constituyen un alerta respecto de la gravedad del fenómeno en su conjunto, que demuestra umbrales de tolerancia relativamente altos respecto de la conducta agresiva en general y de los adolescente en particular. Asimismo, reconoció que existe una invisibilidad del problema en el sistema escolar y en la familia.


Por otra parte, informó que existen programas eficaces que ayudan a diagnosticar detalladamente la situación en los colegios, a sensibilizar a la comunidad de padres y apoderados, a explicitar las normas y expectativas respecto de la convivencia deseada, a implementar una prevención en los espacios escolares, y a capacitar a los profesores en el manejo de la agresividad y la violencia.


El Honorable Senador señor Chadwick expresó que entiende que este problema cruza a toda la sociedad chilena y, que por ende, debe ser abordado con políticas públicas que también involucren una intervención de carácter médico. Luego, consultó si sería más conveniente dirigir las políticas públicas al 2% de los alumnos que representan al sector más duro de la violencia escolar.


El Director del Departamento de Sociología de la Universidad de Chile advirtió que existe una relación de competitividad que no alcanza a ser exteriorizada. No obstante, acotó que existe un punto en que estas relaciones comienzan a manifestar evidentes daños, lo que se produce cuando la agresión se materializa en hechos de violencia. En estos casos, señaló que la violencia debe ser intervenida y sancionada. Luego, confirmó que la violencia escolar es un problema transversal que daña al clima escolar y que requiere de un tratamiento especial, con programas de apoyo a las escuelas.


La Presidenta de la Sociedad de Psiquiatría Infantil hizo hincapié en que la violencia escolar es un problema grave y de carácter transversal. Observó que los niveles de violencia intraescolar sobrepasan al 15% del alumnado. Asimismo, advirtió que el 2% más duro corresponde a los alumnos que experimentan alguna patología psiquiátrica y que necesitan de atención médica. Enseguida, planteó que se implementen programas de carácter universal y que se capaciten a los profesores en este tema.


El Director del instituto de Sociología de la Pontificia Universidad Católica de Chile se inclinó por tratar este tema en forma más selectiva, a través de intervenciones a los niños que representan los niveles más altos de violencia.


El Honorable Senador señor Navarro señaló que se ha percatado del hecho que las conductas violentas aumentan en la enseñanza media. Enseguida, observó que los profesores no tienen las herramientas necesarias para abordar esta situación, por lo cual sugirió implementar un programa especial de detección y atención temprana de las conductas violentas. 


El Director del instituto de Sociología de la Pontificia Universidad Católica de Chile compartió lo expuesto por el Honorable Senador señor Navarro e indicó que se deben crear instancias y programas especiales para entregar una educación especial no segregada a los alumnos que manifiestan algún grado de conductas violentas.


El Director del instituto de Sociología de la Pontificia Universidad Católica de Chile reparó en la falta de destreza de los profesores para manejar los conflictos en el aula, porque no cuentan con los mecanismos de apoyo ni con las estrategias necesarias para abordar a los “niños problemas”.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide afirmó que este problema debe ser revisado en conjunto con el Ejecutivo, a fin de implementar un programa de apoyo con especialistas que ayuden a los profesores a tratar este aumento de la violencia escolar. 

-.-.-.-.-.-.-.-.-


Acordado en sesiones celebradas los días 6 de diciembre de 2006 y 9 de enero de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Mariano Ruiz-Esquide Jara (Presidente), Carlos Cantero Ojeda, Andrés Chadwick Piñera, Alejandro Navarro Brain  y Ricardo Núñez Muñoz.



Sala de la Comisión, a 15 de enero de 2007.

(Fdo.):MARÍA ISABEL DAMILANO PADILLA,

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA RECAÍDO EN EL ESTUDIO SOBRE ALZA DE ARANCELES UNIVERSITARIOS

Honorable Senado:


La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de informar respecto del estudio señalado en el rubro. 

.



A la sesión en que se estudió esta materia,  asistieron, además de sus miembros:


Del Ministerio de Educación: la Ministra de Educación, señora Yasna Provoste; el Jefe de la División de Educación Superior, señor Julio Castro, y el Jefe del Departamento Jurídico de la División Educación Superior, señor Cristián Inzulza.


Del Consejo de Rectores de las Universidades chilenas: el Secretario General, señor Carlos Lorca.


De la Corporación de las Universidades Privadas: la Presidenta, señora Patricia Cabello, y el Vicepresidente, señor Héctor Zúñiga.

Del Consorcio de Universidades del Estado: el Vicepresidente, señor Juan Riquelme.


De la Universidad Católica Cardenal Raúl Silva Henríquez: el Rector, señor Sergio Torres.


De la Universidad de Valparaíso: el Director de Personal, señor Pablo Méndez.


Representantes de diversas Universidades: de la Universidad de Concepción: el Presidente de la FEC, señor Omar Núñez; la Secretaria General de la FEC, Campus Chillán, señorita Evelyn Peña, y el señor Héctor Muñoz; de la Universidad Federico Santa María, señor Gabriel Orellana; de la Universidad Católica de Concepción, señor Patricio Fierro, y de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, señor Manuel Quintana.

-.-.-.-.-.-.-.-.-


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide señaló que a los miembros de esta Comisión les interesa conocer cómo se fijan los aranceles universitarios. Asimismo, precisó que desean saber si se respetará el acuerdo suscrito el año 2005 entre el Ministerio de Educación y el Consejo de Rectores.


La Directora de la Corporación de Universidades Privadas, señora Patricia Cabello, señaló que el tema de los aranceles universitarios, debe ser abordado teniendo en cuenta las características de las universidades del sector privado, en cuanto al rol que desempeñan y a su estructura de  financiamiento.


Hizo presente que en los países en que el sector privado tiene una participación relevante en el área de la educación superior, ésta se ha focalizado en los estudiantes de mayores ingresos, situación muy distinta a lo ocurre en Chile en que, sin perjuicio de algunos casos muy puntuales, el sector privado en su conjunto atiende a una población estudiantil heterogénea de menores ingresos que la de las universidades que reciben aporte fiscal.


Enseguida, comentó que el aporte del sector privado en la educación superior y en particular, en el segmento de universidades, ha significado sobrepasar las 114.000 matrículas en pre-grado el año 1985 y las 462.000 matrículas totales el año 2005. De estas cifras, acotó que las universidades privadas aumentaron su participación de 5% en el año 1985 a un 45% en el año 2005. En el año 2006, continuó, las matrículas de los alumnos nuevos de las universidades privadas superaron a los alumnos nuevos de las universidades tradicionales. 


Esto, prosiguió, tiene un impacto directo en el capital humano del país. Informó que la cobertura de la educación superior ha aumentado desde un 11% en el año 1985 a un 35% en el año 2005. De este aumento, explicó que el sector privado contribuyó con un 21%. Destacó que esta cobertura tiene una connotación social importante, porque permite al adulto que trabaja incorporarse al sistema de educación superior y permite a las regiones contar con nuevas oportunidades de desarrollo. 


Indicó que esta contribución de las universidades privadas se hace sin aportes del Estado. De manera que sus aranceles, continuó, tema que hoy nos preocupa son su única fuente de financiamiento, tanto para la operación de sus servicios, como para las ayudas directas que prestan a los estudiantes.


Comentó que sus aranceles, en general, son más bajos que los de las universidades tradicionales, salvo excepciones. Informó, que cada universidad reajusta sus aranceles, en función de sus propias variables, de su proyecto educativo, de su estructura de oferta, de sus competidores, inversiones, tamaño, entre otras consideraciones. Dadas estas circunstancias, aclaró que los aranceles varían no sólo entre las universidades, sino que, también, entre las carreras. En todo caso, expresó que los reajustes del año 2007 de las universidades privadas no superan en promedio el de las universidades tradicionales. Adicionalmente, indicó que se debe tener en consideración que las universidades privadas otorgan una gran cantidad de becas y descuentos de apoyo a los alumnos que presentan problemas financieros.



En cuanto a financiamiento adicional, precisó que le preocupa que el Estado adopte una política de aranceles que pudiera discriminar al sector privado, impidiéndole acceder a la utilización de ciertos instrumentos, como los Fondos de Mejoramiento de la Calidad de la Educación Superior (MECESUP). Asimismo, manifestó que también le preocupa que el Estado promueva sistemas de apoyo crediticio a largo plazo para los estudiantes de educación superior y discrimine a aquellos que eligen a las universidades privadas, generando un sistema crediticio diferente, considerablemente más gravoso por estar sujeto a tasas de interés de mercado.


Por otra parte, observó que el régimen de retracto de los contratos de servicios educacionales, sólo se aplica al sistema de admisión de las Universidades del Consejo de Rectores. Asimismo, reparó que en la adjudicación de los fondos de desarrollo regional y en la gestión de la PSU no consideran a las universidades privadas.


La señora Ministra de Educación indicó que hay 660.000 alumnos matriculados en el sistema de la educación superior, lo cual obliga al Estado a generar mayores ayudas estudiantiles para que los estudiantes puedan ingresar a la universidad y terminar sus estudios superiores. Precisó que en la actualidad 7 de cada 10 jóvenes matriculados en la educación superior son la primera generación de sus familias que acceden a estudios superiores. 


Este incremento, continuó, requiere que el país se organice y otorgue las oportunidades para que las limitaciones económicas y culturales de sus familias no sean una barrera para que ellos puedan acceder a este tipo de educación. Refirió que el Gobierno adquirió un compromiso con los jóvenes para poder sustentar sus estudios universitarios, aumentando los recursos que se destinan a becas. Entre el año 2005 y 2007, acotó que se incrementaron los aportes fiscales en cerca de un 25%.


Asimismo, señaló que el Ministerio de Educación implementó el Programa de Mejoramiento de la Calidad de la Educación Superior - MECESUP- en una primera etapa con un fuerte énfasis en materia de infraestructura para las universidades pertenecientes al Consejo de Rectores. Luego, indicó que en la segunda etapa se enfocó hacia la formación del capital humano. Comunicó que en el año 2006 este fondo por primera vez se abrió a las universidades privadas para estimular la formación de capital humano avanzado.


Continúo señalando que este año se ha destinado un presupuesto total de 180 mil millones de pesos que permitirán apoyar a más de 341 mil alumnos de la educación superior. En esta misma línea, dio cuenta que se han aumentado los recursos destinados a becas y créditos en un 67, 6% entre el año 2005 y 2007. De este modo, afirmó que se pasó de un presupuesto de más de 89 mil millones en el año 2005 a un presupuesto de cerca de 150 mil millones para el año 2007.


También, mencionó a la Beca de Excelencia Académica que se entregó en el año 2006 al 5% de los mejores alumnos egresados de cuarto año medio de todos los establecimientos particulares subvencionados y municipales, lo que corresponde a 8.170 alumnos. 


Además, señaló que éste es el segundo año en que se aplica el crédito con garantía estatal, que beneficia a todos los alumnos, independientemente del tipo de universidad a las que ellos postulen, sean del Consejo de Rectores o de la Corporación de Universidades Privadas.


En el año 2006, prosiguió, se inició una política de alimentación de cobertura universal para todos alumnos que ingresen a la educación superior y que estén dentro de los dos primeros quintiles. Destacó que la continuación y prioridad que se ha dado a esta nueva política explica principalmente el enorme crecimiento de las becas de mantención que se han incrementado en más de un 180% real en los últimos dos años, lo que equivale a decir que se ha triplicado la cantidad de recursos.


En relación a los recursos fiscales para ayudas de aranceles, indicó que para el año 2007 se incrementarán estos recursos para dar una mejor cobertura para los alumnos de primero y segundo año y para solventar la nueva beca de excelencia académica. Precisó, enseguida, que el Ministerio de Educación aumentará la cobertura del arancel de referencia para el cuarto quintil de ingreso per cápita. Acotó que este avance fue producto de los acuerdos adoptados en la negociación con la CONFECH. 


El Jefe de la División de Educación Superior, explicó que el arancel de referencia es un arancel que se establece sobre la base de un acuerdo con el Consejo de Rectores, que establece el monto máximo que el Estado está dispuesto a financiar. De lo contrario, sostuvo que como las universidades son entes autónomos podrían subir sus aranceles más allá de los indicadores normales, como el IPC o el reajuste del sector público, lo que obligaría al Estado a colocar recursos adicionales.


Informó que hasta el año 2005 los fondos de crédito financiaban directamente la oferta en los fondos de crédito. A partir del año 2006, señaló que este modelo de asignación cambió para beneficiar directamente al estudiante y explicó que en la actualidad los alumnos de los tres primeros quintiles tendrán 100% de cobertura del arancel de sus estudios superiores, independientemente de la universidad en que se matriculen.


Luego, expuso que el arancel de referencia se fijó teniendo presente los aranceles que históricamente se habían cobrado y otras variables, como: el número de jornadas completas que tienen los docentes de una institución, el grado académico de estas jornadas completas, el número de publicaciones ISI y el número de proyectos de investigación. Precisó que a partir de estos criterios se establecieron cuatro grupos de instituciones, fijándose un arancel promedio para cada uno de estos grupos. 


Comunicó que existe un compromiso con el Consejo de Rectores, el cual fue ratificado en la reunión de Puerto Montt. Este acuerdo, prosiguió, establece que si existe un delta entre el arancel de referencia y el arancel real, éste será cubierto por la respectiva institución de educación superior, independientemente del alza que dicha institución haga respecto de sus aranceles. 


Precisó que la diferencia entre el arancel real y el arancel de referencia será cubierto por la institución de educación superior en las mismas condiciones en que fue cubierto por el Gobierno. A modo de ejemplo, señaló que si un estudiante tiene crédito del fondo solidario, con respecto a este delta (diferencia) tendrá iguales condiciones de pago que las que otorga este crédito.


Señaló que están analizando con el Consejo de Rectores la posibilidad de incluir otros indicadores para la fijación de este arancel, como los años de acreditación de una determinada institución. Estimó, enseguida, que este criterio debe abordarse teniendo presente, también, el tipo de acreditación que se ha dado para una determinada carrera. 


Comentó que el Ministerio de Educación no tiene atribuciones para impedir que las universidades suban sus aranceles. La ley de acreditación, prosiguió, es la única herramienta a través de la cual se faculta al Ministerio para exigir información a los rectores de las universidades sobre los criterios que se tuvieron a la vista para fijar sus aranceles.


El Honorable Senador señor Kuschel valoró el aporte de la universidades privadas en las regiones del país.


Por su parte, el Honorable Senador señor Chadwick consultó sobre el nivel de compromiso que asumió el Consejo de Rectores en materia de aranceles universitarios y el grado de vinculación de este acuerdo.


El Honorable Senador señor Navarro señaló que el arancel referencial no se relaciona con los costos reales que involucran una carrera universitaria. Observó que falta transparentar la información que se tiene de los costos reales por carrera. Luego, informó que solicitó al SERNAC un estudio sobre los costos reales de los aranceles universitarios.


El Honorable Senador señor Letelier señaló que no entiende el sentido de fijar un arancel referencial, si las universidades no están obligadas a cumplir este acuerdo. A continuación, consultó cuántas universidades respetan el arancel referencial y qué sanciones se aplican a las universidades que no respetan este acuerdo.


La señora Ministra de Educación respondió que este acuerdo goza de validez, pero que no es vinculante para las universidades estatales. Informó que en la reunión que se celebró el 12 de enero del año en curso en Puerto Montt, el Consejo de Rectores acordó mantener la vigencia del convenio suscrito en el año 2005. Luego, comentó que se debe avanzar en la fijación de criterios menos técnicos que digan relación con los costos reales de las carreras. 


Por otra parte, destacó el reconocimiento del derecho de retracto de los alumnos de primer año, por el cual se les faculta para arrepentirse de los contratos de servicios educacionales cuando luego de haberse matriculado en una institución determinada, son aceptados en otra distinta y quieren dejar sin efecto el primer contrato. Agregó que en virtud de este derecho los alumnos pueden solicitar la restitución del dinero que han pagado por concepto de matrícula y la devolución de los documentos que respaldan el pago del respectivo período académico.


El Jefe de la División de Educación Superior comentó que el Ejecutivo no puede fijar los precios de las carreras, porque las universidades son instituciones de carácter autónomas. Acotó que sólo se pueden establecer los criterios para que las universidades fijen sus aranceles. Agregó que la validez de este acuerdo dura hasta que el alumno termine su carrera.


El Vicepresidente del Consorcio de Universidades del Estado, señor Juan Riquelme, explicó que las universidades estatales también deben autofinanciarse. Asimismo, expresó que las universidades estatales están sometidas al control directo del Estado en materia de gestión y de administración, lo que implica un desgaste excesivo en tiempo y en recursos. En este sentido, acotó que las universidades estatales tienen una limitante jurídica en su actuar, lo que necesariamente se refleja en sus aranceles. También, mencionó el problema que tienen las universidades estatales para jubilar a sus docentes y agregó que el IPC no representa el alza de los costos reales de una carrera. De lo contrario, afirmó que se descapitalizarían las universidades.


En cuanto al acuerdo suscrito con el Ministerio de Educación, que fijó un arancel referencial, señaló que esta herramienta tiene por objeto evitar la excesiva dispersión de los aranceles universitarios. Asimismo, explicó que este compromiso implica que a los alumnos que pertenecen a los tres primeros quintiles se les cubrirá todo costo adicional al arancel referencial. 


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide expresó que no existen reglas claras sobre el sistema de aranceles.


El Rector de la Universidad Católica Cardenal Raúl Silva Henríquez, señor Sergio Torres señaló que el alza de los aranceles en las universidades debe ser analizado teniendo en consideración los costos de los programas de estudio de las carreras. Asimismo, precisó que este análisis debe tener presente que el financiamiento de los estudios de los programas de educación superior es principalmente privado. Informó que en el año 2005, el gasto privado por estudiante, en el ámbito de la educación superior, alcanzó al 81% del total del gasto realizado en el país.

También, sostuvo que el gasto público por estudiante en educación superior ha disminuido en un 28% entre los años 1999 y 2005, debido a la expansión de la matrícula de pregrado, la cual ha aumentado en mayor proporción que los aportes realizados al sistema por el Ministerio de Educación. Además, expresó que la participación del nivel terciario en el presupuesto público destinado a la educación alcanzó sólo el 14%, en circunstancias que en los países de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) dicha cifra llega al 24%.

Los programas de formación de la educación superior, continuó, enfrentan aumentos de costos asociados a las mayores exigencias de calidad para la acreditación institucional y de programas, establecidos a partir del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad. A su vez, indicó que las mayores exigencias de calidad están asociadas principalmente a los mejoramientos en infraestructura física y de las tecnologías de información y comunicación, la dotación de los académicos a jornada completa y su formación de postgrado.


A partir de estos antecedentes, señaló que los aumentos de aranceles son la única forma que tienen las instituciones de educación superior para financiar los mayores costos asociados a los programas de formación, si se mantiene el nivel de financiamiento público actualmente existe.


El problema que genera esta situación, prosiguió, es que los estudiantes provenientes de los quintiles más bajos no podrán acceder a las instituciones de educación superior, principalmente a las universidades e institutos profesionales, salvo que tengan acceso al sistema público de ayudas estudiantiles de becas y créditos .


Señaló que todos estos antecedentes evidencian que el sistema de educación superior no está operando con plena transparencia, porque no existen los mecanismos necesarios que permitan identificar el destino de los recursos, sean públicos o privados, De esta manera, arguyó que no es posible establecer aranceles de referencia de carácter objetivos.


Agregó que en el sistema nacional de educación superior las universidades son corporaciones sin fines de lucro. No obstante, acotó que existe una percepción generalizada de que gran parte de las universidades no cumplen con esta finalidad.


Luego, sugirió crear un sistema que implemente un mecanismo que transparente la fijación de los aranceles y que identifique el destino que se le dan a estos recursos. Asimismo, planteó que se establezca un sistema de carácter general y único para todas las universidades y no sólo para las universidades que integran el Consejo de Rectores.


Por otra parte, señaló que desde la perspectiva de los estudiantes que ingresan a un programa de formación superior, es fundamental, como parte de sus derechos de usuarios, conocer los mecanismos de reajustabilidad de los aranceles universitarios.

El Secretario General del Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas, señor Carlos Lorca, compartió lo expuesto por el representante del Consorcio de las Universidades Estatales y destacó que los aranceles constituyen la principal fuente de financiamiento de las universidades.


El Dirigente Estudiantil de la Universidad de Concepción, señor Héctor Múñoz, observó que las universidades han aplicado el acuerdo del arancel referencial a su antojo, porque no existe claridad en la materia. Acto seguido, solicitó que se aclare por la autoridad cuál es el sentido de este acuerdo. Asimismo, reparó que los estudiantes no saben con precisión cuánto les costará terminar su carrera. Al mismo tiempo, advirtió que los estudiantes no tienen las herramientas legales para oponerse a las alzas excesivas de los aranceles universitarios. Dadas estas circunstancias, sugirió transparentar todo el sistema arancelario.


Por otra parte, manifestó su disconformidad con el Informe del Consejo Asesor Presidencial, porque no trató el tema de la educación superior.


El Dirigente Estudiantil de la Universidad Federico Santa María de la VIII Región, señor Gabriel Orellana, señaló que con este sistema los estudiantes no conocen su endeudamiento global y están expuestos a alzas que sobrepasan en más de un 60% al IPC.


El Honorable Senador señor Chadwick solicitó que se aclare cuál es el alcance de este acuerdo.


El Vicepresidente del Consorcio de las Universidades del Estado explicó que los alumnos que pertenecen a los tres primeros quintiles tendrán una cobertura total de su arancel universitario. Si existe un delta, continuó, entre el arancel referencial y el real, éste será cubierto por la respectiva universidad.


Con respecto a este delta de diferencia, en el caso de los alumnos pertenecientes al cuarto quintil, aclaró que su situación se analizará caso a caso, teniendo en cuenta su situación socio-económica.


Por su parte, el Jefe de la División de Educación Superior confirmó lo expuesto por el Vicepresidente del Consorcio de las Universidades del Estado respecto de la interpretación del acuerdo suscrito entre el Consejo de Rectores y el Ministerio de Educación.


El Honorable Senador señor Letelier consultó a los representantes de las universidades si estarían dispuestos a ser sancionados en el evento que no respeten el arancel referencial. Luego, manifestó su preocupación por el nivel de endeudamiento de los alumnos universitarios y cuestionó si éste corresponde efectivamente al costo real de una carrera.


Luego, el Honorable Senador señor Navarro planteó la necesidad de realizar un debate profundo sobre la educación superior.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide observó que el problema central en esta materia es que no todas las universidades han asumido que son organizaciones sin fines de lucro. Además, comentó que muchas de las universidades son instituciones privadas que reciben aportes públicos. En este sentido, afirmó que el Estado tiene derecho a saber en qué se invierten estos fondos.


Enseguida, solicitó información de los aranceles promedio de las carreras de Derecho, de Medicina y de Pedagogía, y requirió información sobre los costos reales de cada una de estas carreras.

-.-.-.-.-.-.-.-.


Acordado en sesión celebrada el día 16 de enero de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Mariano Ruiz-Esquide Jara (Presidente), Carlos Cantero Ojeda (Carlos Kuschel Silva), Andrés Chadwick Piñera, Alejandro Navarro Brain y Ricardo Núñez Muñoz (Juan Pablo Letelier Morel).



Sala de la Comisión, a 16 de enero de 2007.

(Fdo.):MARÍA ISABEL DAMILANO PADILLA,

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA RECAÍDO EN EL ESTUDIO SOBRE INFLUENCIA DE TELEVISIÓN EN LA EDUCACIÓN

Honorable Senado:


La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de informar respecto del estudio señalado en el rubro, cuyas sesiones fueron televisadas por el Canal de Senado. 

.



A las sesiones en que se estudió esta materia,  asistieron, además de sus miembros, la Honorable Diputada señora Ximena Vidal.


A esta sesión, fueron especialmente invitados: Del Consejo Nacional de Televisión, su Presidente, señor Jorge Navarrete, la Consejera señora Consuelo Valdés y los Consejeros señores Jorge Carey, Gonzalo Cordero, Jorge Donoso, Mario Papi y Mario Tolosa. 


De los Canales Abiertos de Televisión: De Televisión Nacional de Chile: el Director Ejecutivo, señor Daniel Fernández Koprich; la Gerente de Evaluación y Comunicaciones, señora Alejandra Hinojosa, y la Gerente de Comunicaciones, señora Claudia Cifuentes. De Anatel:  El Presidente, señor Alfredo Escobar, y la señora Eliana Rozas. De Megavisión:  El Secretario General, señor Alfredo Escobar. De la Corporación de Televisión de la Pontificia Universidad Católica de Chile (canal 13): la Directora Ejecutiva, señora Eliana Rozas. De la Red de Televisión: el Director Relaciones Públicas del Canal, señor Marcelo Sandoval. De la Asociación de Periodistas del Espectáculo: el Presidente, señor Ricardo Henríquez. De la Asociación Nacional de Avisadores (ANDA): su Presidente, señor Mario Davis.


De Escuelas de Periodismo: De la Universidad de Chile: el Director de la Escuela de Periodismo, señor Gustavo González. De la Pontificia Universidad Católica de Chile: la señora Mar D-Fontcuberta, y la señora Myrna Gálvez. De la Universidad de la Frontera: el Profesor del área T. V. señor Alvaro Cuminao.

-.-.-.-.-.-.-.-.-.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide señaló que el objetivo de estas sesiones era conocer los planteamientos de los miembros del Consejo Nacional de Televisión, de los Directores de los Canales Abiertos de la Televisión y de especialistas en el área del conocimiento universitario tales como los representantes de Escuelas de Periodismo, respecto de los temas valóricos en el ámbito de la televisión chilena y su influencia en la educación. Agregó que la educación no puede restringirse al núcleo familiar y al ámbito escolar, ya que actualmente también alcanza a los medios de comunicación masiva.


Por su parte, el Honorable Senador señor Cantero comentó que el mapa mental de la juventud está vinculado con una nueva estética, ética y estado emocional, porque interactúan en un entorno mediático de las comunicaciones, diverso al medio en que ellos viven. Añadió que en la actualidad se están experimentando profundos cambios éticos en nuestra sociedad, debido a la influencia de la televisión en los jóvenes en sus hábitos, valores y conductas.


Enseguida, se refirió a los nuevos espacios mediáticos ligados a los espacios de la televisión abierta, cerrada y digital. También, se cuestionó sobre la forma idónea de cautelar estos sistemas existentes. 


Luego, planteó la necesidad de mejorar el nivel de la televisión chilena, con el objeto de que colabore en la superación del déficit de información que tienen los jóvenes, lo que se manifiesta en su escasa formación y preparación.


El Honorable Senador señor Núñez señaló que la sociedad chilena está viviendo nuevos fenómenos sociales, que no se han abordado en forma adecuada. Acotó que en estos fenómenos sociales la televisión juega un rol preponderante, como se apreció con la huelga estudiantil o con las barras bravas.


Criticó a los canales de televisión abierta, especialmente al Canal Nacional por la supremacía de la programación superficial, originada en la necesidad de buscar cofinanciamiento. Al respecto, indicó que existe en tramitación un proyecto de ley que propone eliminar el “people meeter” o rating.


Agregó que tanto el sistema educativo como la televisión son medios de socialización masivos y, por tal motivo, es evidente que la televisión juega un papel determinante en la sociedad chilena, por tal razón instó a formar los consensos necesarios para abordar la programación de la televisión.


Luego, planteó una serie de interrogantes: primero, cuestionó el mensaje cultural de la televisión chilena; luego, se refirió al autofinanciamiento de los canales nacionales; y, tercero, aludió a los efectos que generará la televisión digital.


La Honorable Diputada señora Vidal indicó que el papel del Consejo Nacional de Televisión es fundamental para regular los objetivos de la televisión, que incluyen el educar y el informar. Asimismo, señaló que presentó un proyecto de ley con el objeto de aumentar la programación cultural en la televisión chilena, para colaborar en el mejoramiento de la educación. Finalmente, planteó la necesidad de reformular la normativa vigente para propender a una televisión de calidad.


El Presidente del Consejo Nacional de Televisión señaló que el Consejo no goza de todas las facultades legales que normalmente se le atribuyen. Acotó que el Consejo debe velar por el correcto funcionamiento de la televisión abierta, conociendo de las infracciones que cometen los canales y aplicando las sanciones correspondientes. Bajo este contexto, aclaró que el Consejo es un tribunal colegiado de primera instancia, cuyas resoluciones son apelables ante la respectiva Corte de Apelaciones.


Acto seguido, precisó que el Consejo es un órgano público que está facultado para sancionar la programación excesivamente violenta, pornográfica y, en general, toda aquella que atente contra la moral y las buenas costumbres o que vulnere el respeto de los derechos de las personas. 


Enseguida, indicó que el Consejo dispone de varios fondos concursables, autorizados por la Ley de Presupuestos, para financiar programas de contenido cultural. Asimismo, destacó que el Consejo se ha dedicado a realizar investigaciones sobre la audiencia televisión y los efectos de la televisión en la sociedad.


Con respecto a la televisión digital, indicó que deberá definirse la norma técnica que regirá a esta nueva forma de televisión. Aclaró que la Subsecretaría de Telecomunicaciones es la entidad encargada de administrar los distintos sistemas de televisión. En esta materia, expuso que el Consejo dirimirá la asignación y reasignación de las frecuencias y de los derechos existentes a la fecha.


Finalmente, señaló que no se puede responsabilizar únicamente a la televisión de todos los males que experimenta la sociedad nacional.


La Consejera señora Valdés comentó que al Consejo le preocupa que la programación televisiva se restrinja a temas de carácter urbano. Por tal motivo, expuso que el Consejo se está preocupando de financiar programas destinados a dar a conocer las realidades y manifestaciones culturales regionales, que representan al otro Chile.


Por otra parte, comentó que la audiencia televisiva ve televisión en forma indiscriminada, sin ningún tipo de orientación. De este modo, arguyó que el Consejo ha realizado una serie de estudios, que se encuentran publicados en su sitio web y que tienen por finalidad ayudar al usuario a distinguir entre la programación buena, mala y mediocre. Añadió que por esta vía el Consejo está intentando contribuir con la sociedad para que tenga una mirada crítica de la televisión.


Por último, indicó que el Consejo ha dispuesto que gran parte de los fondos concursables se destinen para estimular el desarrollo de programas infantiles de alta calidad.


El Consejero señor Carey precisó que el Consejo no tiene las facultades legales para controlar y fiscalizar a los canales de la televisión abierta, ni menos para sancionar la televisión chabacana. No obstante, instó a los propios canales a autorregularse especialmente, en el uso del lenguaje, como la hace la prensa escrita.


A continuación, el Consejero señor Donoso destacó que el Consejo, junto con Televisión Nacional, VTR y Direct TV han creado el Programa Novasur, que tiene por finalidad proporcionar material audiovisual de apoyo para los profesores, para mejorar los métodos de enseñanza. Acotó que se debería aumentar el presupuesto asignado para este ítem.


Enseguida, invitó a los miembros de la Comisión a analizar en conjunto los resultados de los estudios que realiza el Consejo, con el fin de conocer la repercusión que tiene la televisión en la sociedad chilena.


El Consejero señor Papi señaló que la televisión  tiene una gran trascendencia en la sociedad nacional, por tratarse de un medio masivo de formación de opinión. Acotó que el Consejo no tiene las facultades suficientes para velar por el correcto funcionamiento de la televisión.


En cuanto a la televisión digital, expuso que cree ésta no generará grandes cambios al sistema actual, a lo más podría producir algunos efectos respecto al tipo de televisión que hoy se vende en el mercado.


Finalmente, sostuvo que es indispensable que se modifique la Ley Orgánica Constitucional del Consejo Nacional de Televisión.


El Consejero señor Cordero señaló que comparte lo expuesto por los otros consejeros y agregó que le parece muy positiva la coincidencia entre el Consejo y el Senado respecto a la necesidad de mejorar la calidad de la programación televisiva.


Agregó que no considera adecuado que se restrinjan las facultades del Consejo a sólo aplicar sanciones a los canales de televisión, puesto que también éste debe dedicarse a estimular el desarrollo de la cultura y a ejercer el debido control social que corresponde a toda autoridad.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide agradeció la disposición de los consejeros para debatir estos temas. Luego, destacó que ha percibido  una evidente necesidad de mejorar la calidad de la televisión, por la vía de un proceso pedagógico.


También, indicó que deben definirse los criterios de carácter más bien transversal con que debería abordarse la televisión, generando una discusión que produzca una mayor participación de la ciudadanía. Acotó que ésto ayudaría a mejorar la calidad de la televisión y que no puede ser interpretado como una forma de coartar la libertad a los canales, porque el pluralismo y la libertad de pensamiento son principios que están insertos en la ley y en el debate. 


Asimismo, señaló que debería aumentarse el financiamiento de los canales, porque la necesidad de contar con una alta sintonía tiende a desvirtuar la función que cumple la televisión. Acotó que percibió una necesidad de mejorar el lenguaje televisivo y de fomentar el respeto a los derechos ajenos.


El Honorable Senador señor Cantero precisó que resulta evidente la importancia de la televisión. Luego, puntualizó que le preocupa el excesivo celo por el rating, porque está afectando a la calidad de la programación. Aclaró que la programación televisiva no puede quedar entregada únicamente al mercado, porque el Estado en este ámbito debe tener un rol inductivo, orientador y de promoción. Agregó que le parece muy positivo que el Estado proporcione recursos públicos para permitir el desarrollo de programas de calidad dentro de la televisión. 


A continuación, acotó que le preocupa el excesivo centralismo que se observa en la televisión nacional, lo que puede apreciarse en la línea editorial, en la programación y en la concentración de la propiedad. Luego, añadió que la apertura de la televisión digital no puede contribuir a exacerbar este centralismo. Por tal motivo, acotó que la creación de nuevas frecuencias televisivas no puede afectar a las regiones, como sucedió con las radios. De este modo, instó a fomentar el valor patrimonial y el desarrollo local, garantizando la continuidad de las frecuencias locales y regionales. 


Enseguida, expuso que la televisión cerrada si bien ha generado una cierta apertura de las frecuencias televisivas, no ha logrado poner fin a este centralismo. Al respecto, señaló que ha percibido que no existe libertad en la fijación de los parámetros editoriales de los canales locales que se encuentran bajo una determinada frecuencia. 


Acto seguido, aclaró que las frecuencias televisivas no son bienes apropiables, porque se trata de bienes nacionales de uso público administrados por particulares, a quienes se les ha otorgado la respectiva concesión. Esta situación, prosiguió, no les da derecho para imponer a los canales locales la línea editorial, ni menos para restringir su programación.


Por último, enfatizó la idea de realizar una alfabetización digital y medial y solicitó al Consejo una mayor difusión de sus estudios.


El Honorable Senador señor Núñez destacó el interés del Consejo de desarrollar la investigación científica en el ámbito de las comunicaciones y valoró la ejecución del Programa Novasur. Asimismo, resaltó la disposición de fondos concursables para desarrollar programas de contenido cultural. Agregó que le parece preocupante no tener una política de programación infantil.


En cuanto a la función sancionatoria del Consejo, comentó que le parecía extremadamente dificultosa su ejecución, porque en cierta forma, prosiguió, el Consejo está estableciendo los límites de la libertad de opinión, de la pluralidad, del uso adecuado del lenguaje, de las buenas costumbres y la moral, entre otros. A pesar de lo anterior, expuso que no ha percibido una disminución de la violencia en la programación televisiva.



Por otra parte, comentó que le parecía necesario contar con una mayor autorregulación de la televisión regional. Expresó que las regiones debían tener sus propios canales, bajo la tuición de los gobiernos regionales.


Luego, indicó que desconocía la responsabilidad legal del Consejo en materia de publicidad. Acotó que la publicidad forma parte de la televisión y como tal consultó sobre las facultades del Consejo que tiene para establecer un marco regulatorio básico de la misma.


Agregó que no compartía la idea que la televisión sólo entretiene e informa, porque entiende que, también, tiene una función formativa.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide señaló que la televisión tiene un rol fundamental en la formación de la cultura e identidad nacional. Luego, consultó a los invitados cómo cumplen los objetivos de informar, entretener, instruir y formar.


La Directora Ejecutiva de la Corporación de Televisión Pontificia Universidad Católica de Chile, señora Eliana Rozas, indicó que existen al menos tres ámbitos centrales en los cuales se desenvuelve la televisión nacional. Acotó, enseguida, que la televisión debe formar, entretener e informar a sus televidentes. Agregó que es extremadamente difícil distinguir entre los contenidos de entretención, formación e información.


Por su parte, el Director del Canal del Senado, señor Enrique Evans, indicó que la actividad industrial de la televisión comenzó con la unión de la televisión estatal y la universitaria. Agregó que a comienzos de los ochenta  toda la producción televisiva se hacía al interior de los canales y no estaba guiada por el “rating”, porque éste no se vinculaba al éxito económico del programa.


Enseguida, comentó que en la actualidad existen programas más estables y formativos, que tienen éxito económico pero poseen un bajo “rating”. Esta industria, prosiguió, tiene costos no deducibles y sus ingresos no han aumentado, lo que ha provocado que muchos canales pierdan dinero por la producción de sus programas.


En cuanto a la televisión digital, expresó que el tipo de programación que tendrá se regirá por el poder político que prime en ese momento. Acotó que la calidad y el tipo de programación depende de la relación que existe entre los ingresos menores y el tipo de programación que se propone. 


Posteriormente, destacó, el “Programa Novasur” que sólo se transmite por el Canal del Senado y que ha permitido mejorar los resultados obtenidos en el SIMCE. Agregó que este tipo de programa responde a un tipo de televisión pública de carácter formativo.


El Director Ejecutivo de Televisión Nacional, señor Daniel Fernández, señaló que de acuerdo a una serie de estudios que ha realizado el Consejo Nacional de Televisión, la televisión produce efectos indirectos y mediatizados en los telespectadores, es decir, que la información proporcionada se procesa dependiendo de las circunstancias de cada sujeto. Acotó que no existe una relación de causalidad directa y que por lo mismo su influencia es bastante mediatizada.


Agregó, que la televisión abierta es masiva y, como tal, ayuda a fomentar a la cultura popular. A modo de ejemplo, indicó que entre las 21.00 a 22.00 horas se marcan 77 puntos de “rating”, lo que implica que el 77% de nuestra población está viendo las noticias y, por ende, se está informando. Acotó que es un mito la idea de que no existe oferta televisiva, porque indicó que están los canales abiertos y el cable que cuenta con más de 50 canales.


En el caso de Televisión Nacional, sostuvo que por ley se trata de una televisión pública con autofinanciamiento. Dada esta circunstancia, precisó que este canal tiene como objetivo el contar con una programación cultural, citando a modo de ejemplo los programas “Enlace” y “La Tierra en que Vivimos”. Destacó que la mayoría de los programas culturales reciben el aporte del Consejo Nacional de Televisión.


Luego, se refirió a la programación infantil, indicando que ésta es de carácter formativa y que representa un alto costo para el canal porque no cuenta con auspiciadores y tiene baja audiencia. Acotó que en esta programación se excluye todo tipo de violencia.


Finalmente, sostuvo que la televisión es el reflejo de las tendencias de la sociedad y que cada canal tiene su propia línea editorial, porque en este sistema imperan los principios de pluralismo, objetividad y diversidad.


El Director Ejecutivo de Chilevisión, señor Jaime de Aguirre, señaló que la televisión se constituye en un participante dinámico de los actores sociales. Hoy, prosiguió, se ha convertido en la industria más democrática de la sociedad. Agregó que este cambio cultural de la televisión se forjó por la confianza que el sector privado depositó en esta área. En el año 1990, continuó, se produjo la transformación de los canales universitarios en canales privados, abriéndose paso a una nueva etapa basada en la diversidad.


También, expuso que existe una gran oferta televisiva, plural y diversa, que se centra en los temas que la audiencia quiere. Acotó que los canales son empresas privadas que se autofinancian, por lo cual deben ser capaces de producir sus programas. Bajo este contexto, sostuvo que como toda empresa se rigen por la reglas del mercado.


Comentó que el canal que representa si bien no ha ganado muchos premios, sí se ha destacado por ser acreedor de varias querellas criminales, porque su principal objetivo ha sido informar. Continuó, señalando que Chilevisión trata de contribuir a la sociedad desde el ámbito de la información, polémica y el debate.


El Secretario General de Megavisión y Presidente de ANATEL, señor Alfredo Escóbar, indicó que los canales de televisión tienen la misión de formar, entretener e informar y por tal motivo acotó que tienen un papel preponderante en la formación de los jóvenes.


Expresó que los canales de televisión son unas empresas comerciales con fines de lucro, cuyo contenido es la programación. Agregó que la televisión debe interpretar a su audiencia. La televisión, comentó, es la voz pública que representa a su audiencia.


Agregó que la televisión tiene alta sintonía y por tal motivo instó a los legisladores a interpretar la masividad de la audiencia televisiva, que tiene la virtud de fijar su contenido programático.


El Presidente Asociación Nacional de Avisadores (ANDA), señor Mario Davis, aclaró que ANDA es una asociación de avisadores de empresas de productos comerciales, cuya misión es financiar programas de televisión, mediante la compra de espacios televisivos. Acotó que los avisadores no compran programas, sino que se dedican a vender contactos con el público en un espacio y tiempo determinado que se mide por segundos, dependiendo del número de auditores con que se cuenta.


Expresó que también compran multimedia y multisoporte. Luego, comentó que el control de las campañas publicitarias se hace por contacto y contexto, basándose en los estudios de mercado.


Posteriormente, sostuvo que los avisadores no influencian, ni determinan los contenidos de la televisión, porque ese no es el ámbito de su competencia. Precisó que su materia es técnica, y se centra en el vender los contactos que hacen. 


Expuso, enseguida, que la televisión es inelástica, porque depende de las ganas de las personas y de su disposición para ver televisión. En este sentido, sostuvo que son lo medios los que requieren de la audiencia. Por otra parte, precisó que la televisión no puede justificar su quehacer en el financiamiento, sino que debe centrarse en el expandir su audiencia.


El Director de Relaciones Públicas de la Red, señor Marcelo Sandoval, observó que los jóvenes no saben ver televisión y que ni sus familiares, ni los profesores los orientan. Planteó que los profesores deberían promover el conocimiento de la televisión, incitando a los jóvenes a ver reportajes y programas culturales.


El Presidente de la Asociación de Periodistas  del Espectáculo, señor Ricardo Henríquez, expresó que la televisión chilena es de alto nivel, especialmente si se la compara con la televisión extranjera. Agregó que el 85% de la programación televisiva es de contenido y que existe una preocupación evidente por tratar temas culturales, de informar y de estimular el diálogo. Por último, precisó que el Consejo Nacional de Televisión regula y controla el 100% de la red televisiva.


El Honorable Senador señor Núñez señaló que todos los estudios sociológicos indican que la televisión ha influido en la sociedad moderna, incidiendo directamente en una serie de fenómenos como en la nueva cultura de la violencia. Acotó que la televisión ha permitido que la violencia penetre en los espacios familiares, lo que ha provocado que incluso los niños conozcan los elementos de la violencia. La televisión, prosiguió, ha externalizado una serie de factores que están presentes en nuestra sociedad.


Enseguida, formuló una serie de consultas: primero, si existe alguna posibilidad de desarrollar más los canales regionales; segundo, si se pretende fomentar una televisión que propenda a forjar una identidad o cultura nacional; tercero, si existe la intención de mejorar el nivel educativo de la programación televisiva, y cuarto, qué opinan sobre la televisión a distancia.


El Honorable Senador señor Chadwick afirmó que la televisión tiene gran responsabilidad en las conductas sociales nacionales. Asimismo, señaló que le preocupa la calidad de la educación que entrega la televisión. Agregó que la tesis que plantea que las audiencias mandan no se condice con la calidad de la programación televisiva.


Expresó que esta industria no se diferencia mayormente de otras empresas con fines de lucro. De este modo, es inevitable aplicarle las reglas del mercado, por lo cual expuso que no queda otra alternativa que programar lo que la audiencia disponga. 


Luego, consultó sobre los límites que tienen los canales al momento de definir su programación, sobre su regulación, acerca de la forma en que fijan sus líneas editoriales, si existe alguna posibilidad de autorregularse y sobre la percepción que tienen acerca de la televisión basura.


El Honorable Senador señor Navarro se refirió al problema de la televisión digital y a sus efectos en el sistema imperante. Agregó que la televisión digital requerirá de una nueva ley, porque conlleva la entrada de nuevos actores.


Por otra parte, indicó que la televisión no puede hacerse cargo de todos los problemas de la sociedad chilena. Consideró que se le atribuyen más responsabilidades de las que le corresponden. 


Luego, señaló que existe un relación asimétrica entre la audiencia y la oferta programática, porque el consumidor es quién decide qué canal y programa ve. 


Asimismo, expuso que los medios de comunicación son la vía a través de las cuales el Estado se comunica. Comentó que la televisión garantiza la pluralidad y es una manifestación de libertad ciudadana. En efecto, arguyó que la televisión tiene un rol democratizador.


Finalmente, consultó si efectivamente los canales tienen una línea editorial y si ésta también se rige por la audiencia.


El Honorable Senador señor Cantero señaló que no comparte las exposiciones de los invitados respecto de la influencia indirecta de la televisión en nuestra sociedad. Acotó que es evidente que la televisión influye en la sociedad, por tratarse de un medio de comunicación masivo.


Posteriormente, consultó en qué medida inciden las reglas del juego de la oferta y la demanda en esta industria. Acto seguido, observó que esta industria se sustenta en frecuencias, que son bienes nacionales de uso público que pertenecen al Estado y cuyo uso corresponde a todos los habitantes de la Nación. Por otra parte, indicó que ha percibido una falta de interés por parte de los canales de autorregularse.


También, reparó en que la oferta televisiva no recoge la identidad local, ni regional. Enseguida, consultó sobre los estándares para medir la calidad de la televisión chilena, si éste se rige su contenido por el “rating”, o por el resultado de los programas, o por los balances financieros, u otros criterios, y, finalmente, consultó sobre los criterios para fijar los contenidos de la programación televisiva. 


Por ultimo, señaló que la televisión chilena se ha farandulizado, lo que ha provocado una baja en su calidad.


La señora Directora Ejecutiva de la Corporación de Televisión de la Pontificia Universidad Católica de Chile, señaló que nadie puede dudar que la televisión chilena influye en la sociedad nacional, pero acotó que esta influencia es de carácter tangencial, ya que se entiende que influye en qué pensar, pero no en como pensar. En este sentido, aclaró que fija el mapa o la pauta temática de la contingencia nacional.


Observó que la violencia no ha aumentado producto de los medios televisivos, ya que ésta es un tema que está inmerso en nuestra sociedad, aunque reconoció que la televisión hoy se ha encargado de denunciar este flagelo social. En este sentido, argumentó que la televisión se ha encargado de colocar a la violencia en la agenda temática de nuestra sociedad.


Con respecto a la televisión local y regional, señaló que ésta involucra un alto costo de inversión, que no reditúa los fondos invertidos. De ahí, señaló, el escaso desarrollo de los canales locales.


Agregó que los canales proporcionan material de apoyo de los programas culturales al Ministerio de Educación. Asimismo, precisó que la programación educativa es más bien de carácter instructivo y no de corte formativo. En cuanto a la calidad de la televisión, sostuvo que es un tema que preocupa a todos los canales y comentó que existen parámetros comunes de medición y otros individuales dependiendo de cada canal.


Expresó que ésta es una industria cultural, que cuenta con características propias lo que la diferencia de otras empresas con fines de lucro. Agregó que la televisión busca la libertad de expresión y como tal tiene un espíritu democrático. Bajo este contexto, sostuvo que la televisión abierta que desprecia lo masivo deja de ser abierta.


Con respecto a las líneas editoriales, indicó que existe un esfuerzo de autorregulación, ya que las orientaciones programáticas implican un conjunto de normas, principios y aspiraciones generales y específicas que cada canal se plantea.


La televisión digital, prosiguió, es un nuevo escenario que conlleva la diversificación de actores, lo que aumentará el pluralismo.


El señor Director Ejecutivo de Televisión Nacional destacó el esfuerzo que se ha hecho con los noticiarios regionales. También, indicó que en la programación prima el sentido de la cultura popular, lo que se conjuga con la línea editorial de cada canal. 


Refirió, asimismo, que en su canal se discuten los contenidos de los programas y se ha creado un decálogo de la farándula. Agregó que en la televisión existen vasos comunicantes de los contenidos que han sido exitosos, que emulan los otros canales. También, señaló que las líneas editoriales tienden a la diversidad, al pluralismo y a la equidad.


En cuanto a la influencia que ejerce la televisión en la sociedad precisó que existe una influencia de carácter indirecta, porque se mediatiza dependiendo de las circunstancias de cada teleespectador. Afirmó que la televisión debe educar y entretener a la vez.


Con respecto a la televisión digital opinó que no intervendrán nuevos actores, por razones económicas.


El señor Director Ejecutivo de Chilevisión expresó que el Consejo Nacional de Televisión es el órgano encargado de poner los límites a la programación televisiva, ya que posee facultades fiscalizadoras y sancionatorias. Asimismo, precisó que los canales son proclives a autorregularse.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide señaló que esta Comisión está analizando la relación entre la educación y la televisión, con especial énfasis en los educandos, la familia y los profesores.


El Honorable Senador señor Cantero indicó que el exhibicionismo, la violencia y la farándula están influenciando a la sociedad. Acotó que Asociación Nacional de Avisadores (ANDA) informó que invertían millones de dólares en cambiar conductas de los consumidores. Enseguida, se cuestionó sobre la forma en que se cambian los modelos de conducta de los consumidores.


También, consultó acerca de la forma en que se enseña a los periodistas y si existen investigaciones sobre la materia. Asimismo, afirmó que la televisión es un bien nacional de uso público y que no puede ser entregada al mercado privado.


Por su parte, el Honorable Senador señor Núñez se refirió a la socialización que ejercen los medios de comunicación masiva en los jóvenes. Acotó que los mensajes de la televisión sobre la violencia y la desintegración familiar ingresan en el subconsciente de nuestros jóvenes. A su vez, informó que más del 70% de los jóvenes dice haber experimentado algún grado de violencia psicológica y que un 43% sintió algún tipo de violencia en el colegio. También, señaló que se deben analizar los impactos que generará la televisión digital y la posible concentración de las empresas de la televisión.


Enseguida, comentó que la violencia escolar no sólo se debe a la influencia de la televisión, ya que también se ha originado en la desintegración familiar, en la falta de estímulos, en la competencia social y en la falta de asociatividad. Luego, se refirió a la necesidad de implementar cursos de formación a distancia como una alternativa viable para las zonas aisladas.


Por su parte, el Honorable Senador señor Chadwick consultó a los invitados en qué medida incide la televisión en la visión que se tiene de la sociedad y si es legítimo imponerle restricciones a la televisión para conducir su impacto social. 


Por otra parte, enfatizó la necesidad de contar con instrumentos de medición de la calidad de la televisión y consultó si existen mecanismos de evaluación de la televisión distintos al “people meeter”, esto es lo que mide la audiencia televisiva.


La representante de la Escuela de Periodismo de la Pontificia Universidad Católica de Chile, señora Mar D´ Font Cuberta, señaló que se ha especializado en la educación en medios, ámbito educativo que comenzó a desarrollarse a partir de la “Declaración de Ground Walt”. Agregó que en la actualidad vivimos en una sociedad mediática, en donde los medios deben ser el espacio de la ciudadanía. No obstante, precisó que éstos hoy se perciben como una amenaza para nuestra sociedad, principalmente para nuestros jóvenes y niños. Planteó que los jóvenes deben ser interlocutores válidos con los medios de comunicación, porque son espacios de comunicación. Enseguida, sostuvo que los niños deben ser preparados para ver televisión.


Con respecto a la calidad de la programación televisiva, indicó que es el receptor el que debe exigir la calidad de la misma. Sin embrago, acotó que la audiencia no siempre se encuentra preparada para realizar una análisis crítico de la programación. Informó que el Ministerio de Educación está promoviendo un ajuste curricular, a fin de incorporar la preocupación de preparar a los niños para ver televisión.


Asimismo, comentó que se requiere de una mirada global de este problema y que no puede restringirse al ámbito educativo, porque también está involucrada la familia, las autoridades y el gobierno. Señaló que en esta materia se requiere de un consenso entre los distintos actores.


La representante de la Pontificia Universidad Católica de Chile, señora Myrna Gálvez, agregó que cualquier modificación curricular para que tenga éxito debe ser trabajada desde la formación docente. 


La representante de la Escuela de Periodismo de la Pontificia Universidad Católica de Chile, señora Mar D´ Font Cuberta, señaló que ha percibido que existe una brecha entre la actitud de los docentes y la de los niños. Acotó que debe implementarse un sistema de integración adecuada de motivación y sugirió utilizar a la televisión como un medio para alcanzar este fin. Indicó que se debe enseñar a los niños a ver televisión en forma interactiva, con el objeto de convertirlos en receptores activos. Observó que nuestra educación se centra en un sistema de lectoescritura, y que hoy también debería incorporar la alfabetización audiovisual. Agregó que se está ante un gran desafío, que debe partir en la formación de los docentes.


El Honorable Senador señor Cantero consultó sobre los criterios que fijó la “Declaración Ground Walt” y sobre los instrumentos idóneos para medir calidad de los medios de comunicación.


La representante de la Escuela de Periodismo de la Pontificia Universidad Católica de Chile, señora Mar D´ Font Cuberta, respondió que se han proclamado dos declaraciones sobre la materia, la de Ground Walt y la de Viena. Ambas, continuó, postulan que la educación en medios debe considerar como herramienta fundamental para la democracia a la participación ciudadana, y que los ciudadanos deben saber informarse y conocer los procesos de producción de los medios. Se trata, prosiguió, de estimular la formación de un receptor conciente que pueda ser capaz de entender el mensaje que entregan los medios y de recibir los contenidos en forma adecuada.


En materia de calidad, indicó que existen diversos instrumentos, mencionando entre otros la ficha del valor agregado periodístico, que se puede aplicar tanto para la información periodística, como para las telenovelas y otros programas de carácter masivo. Precisó que este instrumento se basa en responder las siguientes preguntas: cómo, dónde y quién.


El Honorable Senador señor Núñez consultó sobre las experiencias de Cataluña en la educación en medios y si la eliminación de la televisión chatarra conllevaría una restricción de la libertad de expresión.


La representante de la Escuela de Periodismo de la Pontificia Universidad Católica de Chile, señora Mar D´ Font Cuberta, respondió que tanto en Cataluña como en Andalucía se ha trabajado en la educación en medios, formando un consenso sobre la formación tecnológica, emocional y reflexiva. Agregó que la educación en medios se ha incorporado en el sistema curricular desde la enseñanza parvularia hasta terminar el colegio y que este año se ha elaborado un documento marco en el Seminario de Santiago de Compostela, en el cual se describen las distintas etapas de este sistema educativo.


Con respecto a la televisión chatarra, prefirió denominarla “programación basura”. Luego, indicó que en esta materia se debe distinguir entre la libertad de expresión y la libertad de recepción. Bajo este contexto, acotó que no es adecuado prohibir este tipo de programas, porque se coartaría la libertad de expresión. Agregó que debe ser la propia ciudadanía la que rechace los programas basura y defienda la calidad de la programación. 


El Director de la Escuela de Periodismo de la Universidad de Chile, señor Gustavo González, comentó que este debate no es reciente y se refirió al Informe de Macbridge de la UNESCO que concibe a la estructura de la comunicación como un instrumento liberador que estimula el pluralismo y la igualdad. Informó que existe una relación de dependencia entre los medios y el avisaje, que coordinan las agencias de publicidad. Acotó al mismo tiempo que la libertad de expresión no puede separarse del pluralismo y de la participación. No obstante, precisó que estos criterios son mermados por el “people meeter”, que promueve la realización de los programas chatarra.


Reparó que nuestra televisión tiene bajo contenido y que no representa a las minorías. Su programación, acotó, se basa en temas que convocan a la audiencia, como el deporte y la delincuencia. Sugirió incorporar estándares que midan calidad y rescatar los valores de la sociedad civil. Finalmente, sostuvo que se debe desarrollar una audiencia capaz de dar una mirada critica a la televisión.


El profesor de la Universidad de La Frontera, señor Álvaro Cuminao, señaló que se requiere una visión más regional sobre este tema, porque el modelo de televisón actual afecta a la identidad regional. Acotó que la relación educación y televisión debe ser más desarrollada, incorporando a la televisión dentro del aula, especialmente en las regiones, porque la televisión podría convertirse en el instrumento que colabore en la formación de la identidad regional. Comentó, asimismo, que la televisión se regula por las reglas del mercado desde que se independizó de las universidades y que su quehacer se rige por el rating. Por otra parte, reparó en la falta de fuentes que emplean los noticieros nacionales, restringiéndose a las fuentes de carácter institucional.


El Honorable Senador señor Núñez consultó sobre la objetividad de la información al momento de trabajar la noticia.


El Director de la Escuela de Periodismo de la Universidad de Chile, señaló que no existe una objetividad absoluta de la información y que más bien debe hablarse de criterios de veracidad y de ética.


El Honorable Senador señor Chadwick consideró un aporte la idea de trabajar en la educación del receptor de la televisión. Compartió en que la objetividad periodística no existe, pero que sí debe tenderse a la veracidad y a la ética. Agregó que se ha percatado que los periodistas utilizan como única fuente a los comunicados de prensa que emiten los jefes de gabinetes de las autoridades.


Por su parte, el Honorable Senador señor Cantero afirmó que los medios responden únicamente a los intereses de los dueños de los canales, al rating y al marketing. En cuanto a la calidad, aseguró que no existe claridad en las normas de calidad que se deben aplicar y señaló que falta una normativa tipo ISO para medir a los medios.


El Director de la Escuela de Periodismo de la Universidad de Chile, atribuyó a los dueños de los canales el empobrecimiento del periodismo, ya que han limitado el tratamiento de los contenidos.


La representante de la Escuela de Periodismo de la Pontificia Universidad Católica de Chile, señora Mar D´ Font Cuberta, señaló que no es viable aplicar una norma ISO a la información, porque la información por su naturaleza está en constante interacción, lo que la hace ontológicamente subjetiva. Además, comentó que es imposible medir la omisión y la transparencia al momento de la entrega de la información.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide finalmente señaló que nuestra sociedad debe realizar un esfuerzo para mejorar la educación, incluyendo la educación en medios, porque debe propenderse a que nuestros niños sean receptores concientes de lo que ven.

-.-.-.-.-.-.-.-.-


Acordado en sesiones celebradas los días 2 y 19 de octubre y 4 de diciembre de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señores Mariano Ruiz-Esquide Jara (Presidente), Carlos Cantero Ojeda, Andrés Chadwick Piñera, Alejandro Navarro Brain  y Ricardo Núñez Muñoz.




Sala de la Comisión, a 5 de enero de 2007.

(Fdo.):MARÍA ISABEL DAMILANO PADILLA

Secretario
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR VÁSQUEZ, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE REGULA CONVENIOS NO CONCURSALES PARA PEQUEÑOS DEUDORES Y PEQUEÑAS Y MEDIANAS EMPRESAS

(4908-03)

Honorable Senado:


Las leyes deben dar cuenta de las realidades socio-económicas del país en un momento histórico determinado. En el caso de la legislación mercantil debe responder a las necesidades sociales como instrumento para la protección del crédito en general y del comercial en particular, como armonizadora de las iniciativas de emprendimiento que impone el mercado globalizado y sus riesgos comerciales consecuentes y como instrumento de desarrollo económico de la compleja realidad empresarial chilena.


En nuestra historia contemporánea podemos observar que la evolución de la legislación concursal, ha sido posterior a ciertos acontecimientos sociales, políticos y económicos, que han hecho nacer la necesidad de normar situaciones que se encontraban en vacío legal inadecuadamente. Así, la Ley 4.558 que derogó el titulo IV del Código de Comercio se produce en 1931, dos años después de la crisis bursátil de 1929. El Decreto Ley 1.509 que reguló por primera vez el tratamiento de las unidades económicas y la continuidad efectiva del giro, fue precedido por la crisis mundial del petróleo. El antecedente de la ley 18.175 es la crisis bancaria y el proceso de la devaluación de la moneda. La última modificación de la Ley 18.175, por la Ley 20.004, tuvo por objeto incorporar normas que imponen una fiscalización más efectiva a los síndicos, disposiciones que se dictan en un marco complejo, caracterizado por la intención del legislador de dotar de transparencia a los actos de la administración pública, y de las personas fiscalizadas por aquella como son los síndicos de quiebras.


Entonces, la ley cumple una función ex - post de regulación del conflicto social, en algunos casos como freno coercitivo de acciones no deseadas y, en los demás dota de instrumentos que, de haber existido al momento del conflicto, con alta probabilidad no se habría producido. Sin embargo, ¿cuánta capacidad tenemos de anticiparnos a los hitos que marcarán nuestro devenir económico y social? y ¿qué posibilidad tenemos de descubrir los hechos en su fase embrionaria, de modo tal que nos encontremos en condiciones de prever el conflicto?


Sin entender la historia ni observar el presente, ninguna respuesta tendrá el acierto suficiente que permita prever futuras circunstancias, ya que tanto los antecedentes como la observación empírica constituyen las principales fuentes de un estudio objetivo.


Guste o no, vivimos en una sociedad caracterizada por el fenómeno de la globalización, lo que implica una gran revolución en materia comercial, a la cual no debe estar ajena el concurso.


Ahora bien, ¿cual es el bien jurídico protegido actualmente en materia concursal?, o dicho de otra forma, ¿cual es el interés jurídico económico que se desea proteger con la actual legislación en materia de convenios?, y en este panorama, ¿coincide el bien jurídico protegido por nuestra normativa con los requerimientos que nos plantea este nuevo orden económico mundial?


Esta legislación sitúa el conflicto en la simple relación entre los acreedores y su deudor, no trascendiendo a otros tópicos tales como que el convenio debe posibilitar y amparar la reconversión del deudor afectado por los cambios económicos contemporáneos.


La base de la legislación concursal siempre ha tenido como trasfondo el incumplimiento del crédito, pues sólo es concebible la aplicación de los mecanismos de la quiebra cuando un deudor deja de cumplir sus obligaciones, o da serias, graves y concordantes señales de que así ocurrirá. Pero hoy, en este mundo global, ya no debiera ser el crédito en el sentido particular que vincula a dos o más personas mediante una obligación personal el bien jurídico protegido, sino como concepto asociado a la protección de las transacciones en general, pues la generación de las confianzas se produce en la medida que exista garantía de su cumplimiento, y en materia concursal, cuando la mala fortuna afecta a cualquier deudor, sólo dará garantía un instrumento legal que en forma expedita contenga los elementos e instituciones que hagan posible la reprogramación del pasivo, de modo tal de afectar en la menor forma el cumplimiento de las obligaciones.


Aplicando los criterios expuestos las dos variables señaladas, pueden ser conjugadas, a saber: el proceso de globalización y la crisis por la que pasan las empresas de menor tamaño.


Dentro de la normativa del derecho de quiebras, el estudio de los convenios de los deudores insolventes con sus acreedores da lugar a algunas dudas que deben examinarse precisamente para que pueda cumplir los objetivos referidos precedentemente.


La duda matriz se refiere a si la legislación concursal vigente, en cuanto a su contenido, ha de limitar el fundamento de los convenios a la solución de la particular situación del deudor con sus acreedores, o si también existen otros bienes que jurídicamente deben ser protegidos y, en este último caso, cuales son éstos.


De ahí nace la interrogante ¿cuáles son los intereses involucrados en un convenio?


Se pueden clasificar en tres:

a) en primer lugar, la masa particular que se genera entre el deudor y los acreedores afectos, esto es, el interés particular de cada uno de los involucrados en la renegociación;

b) en segundo lugar, el interés público, que trasciende a los intereses particulares, que permite la aplicación universal de la norma y que se cristaliza en el acto de autoridad en tanto ésta finalmente garantiza sus efectos, y

c) por último, en el entendido que el marco de referencia es la reorganización patrimonial, debe ser también un agente de la defensa del interés económico protegido, tomando en cuenta los procesos de concentración, monopolio, monopsonio, y de integración con otras economías.


Es de alta probabilidad que la integración a economías más desarrolladas acarree más de una crisis a ciertos sectores incapaces de competir en este nuevo escenario, ya sea por su tamaño o por el precio de sus productos o servicios, y es aquí precisamente cuando la institución del convenio debe constituirse en una herramienta de desarrollo y buena convivencia y de aproximación de confianzas.


Chile, como país que se enfrenta al desarrollo en un contexto de economía globalizada y de mercado, requiere de muchos y diversos emprendimientos y de todos los tamaños. Para que ellos fructifiquen es condición sine qua non que estos emprendedores, sean grandes o pequeños, operen en iguales o semejantes condiciones que la gran empresa, y para que ello ocurra, es deber del Estado que no exista discriminación en el acceso a los elementos de desarrollo, tales como la reprogramación de las obligaciones.


Para que exista tal igualdad en la obtención y reprogramación del crédito, el legislador debe contemplar las condiciones de cada segmento para dotarlos de una regulación especial, ya que de otra forma y con el marco teórico ilusorio que la igualdad ante la ley se obtiene cuando es un solo concepto el ocupado para todos los segmentos de la población, hace a la discriminación pasiva tan peligrosa como la activa.


De acuerdo a lo establecido por la legislación de quiebras, los costos básicos de un convenio que considere activos de 2.000 UF, incluyendo publicaciones, honorarios del síndico o experto facilitador, del auditor autorizado por la Superintendencia de Valores y Seguros o en su caso del interventor designado por el tribunal y del abogado patrocinante del convenio, asciende a la cifra de $ 3.916.000.


Para llegar a esta monto se han considerado los siguientes supuestos: publicaciones legales $ 500.000; honorarios de experto facilitador o síndico $ 1.800.000 (25% de la tabla del artículo 34°, según lo dispuesto en el articulo 177° ter); honorarios del auditor autorizado por la Superintendencia de Valores y Seguros o del auditor nombrado por el tribunal en el caso del artículo 177 ter. del Libro Cuarto del Código de Comercio, $ 900.000 (50% de los honorarios del experto facilitador); y $ 716.000 por honorarios del abogado patrocinante (2% del activo según articulo 148°).


En Chile, en el año 2005, de acuerdo a información del Sil existen 690 mil empresas. De ese universo, las grandes y medianas empresas con 6.000 y 13.000 unidades económicas respectivamente, en conjunto concentran el 77% de las ventas nacionales y tienen 1.250.000 empleos asociados lo que representa un 23% de la población económicamente activa. Las pequeñas empresas, que en promedio facturan algo más de $ 10.000.000 mensuales, que con un margen mínimo del 20% tienen potenciales utilidades de $ 2.000.000 antes de impuesto, alcanzan a 91.000 unidades, correspondiente al 13 % del universo empresarial y otorgan empleo a 850.000 chilenos, esto es a algo más del 15% de la población económicamente activa. En el extremo final existen 580.000 microempresas, correspondientes al 84% del total, pero estimamos que sólo alrededor de 150.000 unidades pueden ser catalogados como empresas en su acepción clásica, dado que el resto, en función a sus ventas promedios ($ 680.000 mensuales) así como el empleo promedio (1,8 trabajadores por unidad económica), más bien son una suerte de autoempleo.


Ahora bien, a la luz de estos guarismos queda en evidencia, que con los costos asociados a los actuales procedimientos concúrsales, un universo cercano a las 240 mil empresas (las pequeñas más las 150 mil microempresas ya aludidas) queda prácticamente marginado de tener acceso a esta institución. En otras palabras, el 36% del universo oficial o el 96% del universo real del empresariado nacional queda fuera de acceso al procedimiento concursal de los convenios, ya que es impresentable un convenio cuyo costo ascienda a más del 10% del valor comercial de los activos, lo que significa en otras palabras, un 25% del valor de liquidación forzada de los mismos.


En los términos actuales, sin un procedimiento expedito y poco oneroso para ejercer la opción del convenio, esta normativa en nada contribuye a la solución de los problemas de estos agentes, para quienes la reconversión es la única alternativa de sobrevivencia, generando además un daño importante a sus acreedores. Sin el amparo de una legislación que facilite la reprogramación de todos los agentes económicos, y no de algunos solamente, es altamente probable que para aquéllos no exista la alternativa de reconversión y se transformen en segmentos más pobres y arruinados.


Frente a lo anterior existirían dos alternativas. La primera es que expresamente manifestemos nuestro desinterés en este segmento de la economía nacional, desechando de facto cualquier alternativa, y la segunda, pensar en qué proposiciones podemos hacer para que se tomen las debidas providencias y resguardos legislativos que permitan acceder a estos agentes económicos en igualdad de condiciones al mercado.


La carencia de un procedimiento sencillo que no permite la aplicación de ley donde existe el conflicto, ya que éste por sus costos y procedimientos está dirigido a la gran empresa, y peor aún, no otorga los incentivos para evitar el conflicto final, es decir la quiebra, ya que los beneficios para ciertos acreedores, como a vía de ejemplo la recuperación de crédito fiscal, se da en el escenario de la quiebra y no del convenio.


Por ello, estimamos que para enfrentar el conflicto dentro de un marco económico social basado en la eficiencia, la economía, la autonomía de la voluntad y la expedición, el convenio debe caracterizarse por ser simple, barato, libre, rápido, no discriminatorio, no coercitivo y que se baste por sí mismo:

1. Simple: ya que el procedimiento debe tener la menor cantidad de formalidades y ritualidades posibles, limitándose estas aquellas destinadas a dar la debida publicidad y transparencia de los actos y a evitar el fraude.

2. Barato: ya que el costo del procedimiento debe ser una cantidad mínima del capital negociado a través del convenio.

3. Libre: que sea la autonomía de la voluntad de las partes la que permita, sin limitación, llegar a los resultados deseados ya sea individualmente o por grupos de interés legítimo. Por lo anterior, en este criterio, no necesariamente el convenio debiera ser uno mismo para todos los acreedores.

4. Rápido: con un procedimiento breve y sumario, exento de actuaciones que traben su ejecutoria.


Una segunda cuestión básica, que limita la presentación de convenios, dice relación con que los de carácter extrajudicial no son obligatorios para todos los acreedores, y que el preventivo judicial, de ser rechazado, produce la declaratoria de quiebra por sola disposición legal, obstáculo que también debe salvarse respecto de segmentos incapaces de soportar un procedimiento de quiebra.


Por eso nace este proyecto de ley. Una sociedad sólo se desarrolla cuando enfrenta con madurez y juicio de realidad sus diferencias, y así analizadas dota de los cuerpos legales que tiendan a igualarlos, en competencia, en convivencia y en poder renegociador.

II.- ESTUDIO PORMENORIZADO DEL PROYECTO

1.- La presente ley contiene cuatro títulos a saber;

I
Disposiciones generales (artículos 1 al 8),

II
De los convenios simples (artículos 9 al 14),

III
De los convenios de los pequeños deudores (artículos 15 al 25) y

IV
De los convenios judiciales especiales. Este último título contiene seis párrafos;

1.- De la proposición de convenio especial (artículos 26 al 35),

2.- De la aprobación del convenio especial (artículos 33 al 41),

3.- De los efectos del convenio especial (artículos 42 al 48),

4.- Del rechazo del convenio especial (artículo 49),

5.- De la nulidad e incumplimiento del convenio especial (artículos 50 a 61) y

6.- De los tribunales arbítrales (artículos 62 a 65).


1.- Disposiciones generales


El artículo primero define a quien va dirigida esta ley, esto es a pequeños y medianos empresarios y pequeños deudores, que pueden presentarlos estén o no en cesación de pagos, define ciertos conceptos, señala el ámbito de aplicación de la ley a los tres convenios que regula y fija los procedimientos judiciales los recursos contra sus resoluciones, y expresamente separa este tipo de convenios de los contenidos en nuestro derecho de quiebras. En consecuencia, el deudor no pierde la administración de sus bienes, no hay desasimiento. Por ello nace la figura del interventor.


2.- El Convenio Simple.


Los artículos 9 a 14 regulan un procedimiento cuya génesis sea un convenio extrajudicial y que posteriormente es sometido a consideración de los demás acreedores, de fácil factura que tiene la posibilidad de ser homologado por los tribunales, de modo tal que sea oponible a todos los acreedores.


Es ágil, por cuanto permite que entre acreedores y deudores puedan optar por soluciones mas convenientes y sin tantas formalidades como las que se producen cuando aquél se encuentra sometido al conocimiento del tribunal


No es uno mismo para todos los acreedores, ya que permite adoptar acuerdos por categorías y modalidades, entendiendo por categorías el tratamiento particular que se le de a cada grupo de acreedores de una misma preferencia y por modalidades aquellas cláusulas que contienen tratamientos distintos entre acreedores de una misma preferencia siempre que exista acuerdo unánime en tal sentido.


3.- El Convenio de los Pequeños Deudores.


El título tercero se refiere a los convenios de los pequeños deudores, definiéndose por tal a las personas naturales o microempresas en cualquiera de sus formas. Se optó por esta definición debido a lo complejo que es agrupar a estos deudores en una categorización, entendiéndose que este procedimiento debía ser accesible a este tipo de personas. En este procedimiento el deudor gozará de beneficio de pobreza y no requiere de interventor ni de informante.


El derecho solo puede ejercerse siempre y cuando se refiera a deudas que totalicen el equivalente en moneda nacional a 2.000 Unidades de Fomento. Además debe acreditarse que sus activos a lo más equivalen a la mitad de sus pasivos y la proposición de pago no puede ser inferior al 50% de las deudas, con un plazo de gracia máximo de tres meses y un plazo también máximo de pago de 24 meses.


Este convenio persigue dar la oportunidad de reprogramar los pasivos en un procedimiento expedito y gratuito, a personas y microempresarios de escasos recursos.


4.- Del convenio preventivo especial.


El titulo cuarto se refiere a este tipo de convenio, está inspirado en los convenios judiciales preventivos tratados en la ley 20.073, pero con modificaciones que los hacen mas fáciles, expeditos y menos onerosos.


Se permite respecto de empresarios cuyas ventas anuales no superan el monto de 100.000 U.F. En aquellas sociedades que sean económicamente viables según la opinión de los acreedores, se admite integrar el ultimo pago del convenio a través de participación en su capital, y eventualmente que el acreedor pueda ceder este derecho en cualquier momento a personas que asuman el riesgo del mercado accionario, con lo cual el acreedor podrá obtener liquidez monetaria en forma anticipada a la fecha señalada en el cumplimiento del convenio.


Como se señaló, esta formula es aplicable a los convenios que son viables por el negocio pero no por su administración, o cuando los acreedores prefieren que alguna empresa con mayor respaldo económico que la proponente sea la que pague las obligaciones. De allí que serán estos quienes decidan a la persona a quien se adjudique el establecimiento objeto del convenio, ya que es justa pretensión la mayor certeza en el pago de las obligaciones reconvenidas.


Como sabemos el artículo 29 de la ley 18.591, sólo en el caso de quiebra otorga el beneficio tributario consistente en la recuperación del I.V.A. a través de la correspondiente Nota de Débito que emite el Síndico, cuando concurren los demás requisitos legales.


Estimamos que este beneficio también debe aplicarse a los convenios, de modo tal, que los acreedores que ven postergados sus pagos como efecto de aquél, puedan obtener inmediatamente la Nota de Débito que les permita recuperar el I.V.A., que a su vez sea descontado de los pagos que en virtud del convenio se generen en la proporción que es solucionada la obligación, con cargo a enterarlos en arcas fiscales.


Lo anterior toma fuerza si tenemos presente que al Estado le son mas interesantes los convenios ya que, a diferencia de la quiebra tienen mejores posibilidades de recuperación en estos, sobre todo respecto de los créditos que no gozan de preferencia alguna, sin perjuicio que le representan menos gastos que las quiebras, toda que éstas últimas acarrean subsidios laborales asociados, ya que la quiebra implica despidos y cesantía.

En razón de todo lo anterior, vengo en proponer el siguiente:

PROYECTO DE LEY SOBRE CONVENIOS NO CONCÚRSALES PARA LAS PEQUEÑOS DEUDORES Y PEQUEÑAS Y MEDIANAS EMPRESAS

TITULO I DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el Libro IV del Código de Comercio, la presente ley regula un régimen de convenios aplicable a todos los deudores, personas naturales o jurídicas, civiles o comerciales, cuyas ventas anuales no superen el equivalente a cien mil Unidades de Fomento y a pequeños deudores cuyas actividades estén en mal estado económico o en cesación de pagos, con la finalidad de ordenar su patrimonio racionalmente y de buena fe. . En ningún caso podrán acogerse a esta ley los patrimonios vinculados que sumados superen ventas por cien mil Unidades de Fomento.


Estos convenios son distintos de los establecidos en el Libro IV del Código de Comercio. Sin embargo, las normas de dicho Libro se aplicarán supletoriamente a aquéllos, con excepción a que su rechazo, nulidad o resolución puedan conducir de pleno derecho a la quiebra del deudor.

Artículo 2.- Para los efectos de la presente ley y en conformidad a sus disposiciones, el convenio es una oferta de pago de obligaciones dinerarias, en una manera distinta a las primitivamente contraídas con los acreedores.

Artículo 3.- La presente ley regula tres tipos de convenios: El convenio simple, el convenio de los pequeños deudores, y el convenio especial.

Artículo 4.- Conocerá de todas las cuestiones relativas a los convenios, incluidas su oposición, nulidad o resolución, el tribunal que sería competente para declarar la quiebra del deudor, aún cuando el proponente o acreedores sean personas que gocen de fuero especial.


Quedará radicado en el tribunal que conozca de un convenio determinado, todas las acciones, presentaciones o solicitudes que pudieran afectarlo.

Artículo 5.- En caso que el convenio sea aprobado, el tribunal ordenará a las empresas de información comercial e instituciones financieras, eliminar de los registros los protestos y morosidades de los créditos a que afecte el convenio.


Toda cuestión de conocimiento de los tribunales que se suscite se tramitará como incidente, a menos que la ley señale un procedimiento diverso. Sin embargo, la solicitud de nulidad o resolución de un convenio se sujetará al procedimiento del juicio sumario.


Salvo las excepciones expresamente contempladas en esta ley, las apelaciones se concederán en el solo efecto devolutivo y gozarán de preferencia para su agregación extraordinaria a la tabla y para su fallo.


Los términos de días establecidos en esta ley se entenderán suspendidos durante los feriados, a menos que ella misma, o el tribunal por motivos fundados, disponga lo contrario.

Artículo 6.- Cuando esta ley o el tribunal ordenen que una resolución se notifique por avisos, se entenderá que debe publicarse un aviso destacado en un diario de circulación nacional. El aviso, aprobado en su texto por el tribunal, contendrá un extracto de la petición y copia íntegra de la resolución, a menos que la ley o el tribunal dispongan lo contrario.


Para los efectos de la presente ley se entenderá como categoría de acreedores, aquella que agrupe a acreedores de la misma preferencia, y en el caso de los acreedores hipotecarios o prendarios, los que tengan constituido su preferencia sobre un mismo bien que, de acuerdo al informe del interventor, alcancen a ser pagados total o parcialmente con su liquidación.

Artículo 7.- Serán conocidos e informados por el mismo tribunal e interventor, respectivamente, los convenios que comprendan más de un patrimonio vinculado. Cuando la aprobación de uno de ellos sea condición de que el o los demás puedan cumplirse, se convocará en primer lugar a la deliberación de la deudora condicionante.

Artículo 8.- Se tendrá por no propuesta cualquier estipulación que implique discriminación entre acreedores nacionales y extranjeros y sólo valdrá si es aceptada expresamente por los acreedores nacionales. En caso contrario se entenderá que la proposición corresponderá a la mejor opción propuesta.

TITU LO II

DE LOS CONVENIOS SIMPLES

Artículo 9.- Podrá el deudor en cualquier momento acordar con sus acreedores un convenio simple, el que será obligatorio para quienes lo suscriban con tal que se observen las siguientes reglas:

1. Que el deudor sea libre administrador de los bienes que lo componen.

2. Que el deudor ponga a disposición de sus acreedores todos los antecedentes señalados en el Artículo 27 de esta ley.

3. Que el consentimiento de los acreedores conste en escritura pública otorgada en una Notaría del domicilio principal del deudor.

4. Que los documentos señalados en el número 2. de este artículo sean protocolizados en la misma notaría y con la misma fecha de la escritura señalada en el número 3.


El convenio podrá tener objetos múltiples, pero éstos deberán ser uno mismo por categorías de acreedores, sin perjuicio que dentro de cada una de éstas podrá estipularse cualquier modalidad, si es aceptada por la mayoría de los acreedores de la respectiva categoría, o impuesta por la ley.

Artículo 10.- Sin perjuicio de lo señalado en el inciso primero del artículo 9 el convenio será obligatorio a todos los acreedores si se cumplen los siguientes requisitos:

1.- Que el convenio simple haya sido suscrito por una mayoría igual o superior a dos acreedores que representen los dos tercios de los créditos, que figuran en el listado acompañado por el deudor en conformidad al número 4 del artículo 27.

Para los efectos del cómputo del quórum serán excluidos:

a) El cónyuge, los ascendientes, descendientes y hermanos del deudor o de sus representantes, si su voto es favorable al convenio;

b) Las personas que se encuentren en alguna de las situaciones a que se refiere el artículo 100 de la ley N° 18.045, de Mercado de Valores, y

c) El titular de la empresa individual de responsabilidad limitada proponente del convenio, y esta empresa individual si el proponente es su titular.

2.- Que copia autorizada del convenio y de los documentos protocolizados en conformidad al número 4 del inciso primero del artículo 9 sean presentados ante el tribunal competente.

3.- Que en el convenio se acuerde por los acreedores y el deudor un listado que contendrá el nombre de un interventor titular y un suplente, quienes deberán tener la calidad de síndicos de quiebra, y sólo a éstos el tribunal deberá designar en la resolución que tenga por presentado el convenio simple .


El honorario del interventor será equivalente al 25% del monto que resulte de aplicar la tabla a que se refiere el artículo 33 del Libro IV del Código de Comercio, tomando como base de cálculo el monto de avaluación de los activos practicado por el deudor, en cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 27 de esta ley. Estos honorarios tendrán la preferencia del N° 4 del artículo 2472 del Código Civil.

Artículo 11.- Presentado el convenio de acuerdo al artículo anterior, el tribunal dispondrá:

1. Que se tiene por propuesto para todos los acreedores un convenio simple.

2. Que el deudor queda sujeto al interventor designado en el convenio y ratificado por el tribunal en conformidad al número 3 del artículo 10.

3. Que el interventor designado dentro del plazo de veinte días deberá rendir al tribunal un informe acerca:

a) de la verosimilitud del contenido de los antecedentes acompañados por el deudor en conformidad al artículo 27, y

b) si se han cumplido los demás requisitos legales para que pueda proponerse el convenio a todos los acreedores en conformidad al artículo 10.


Este informe sólo tendrá el carácter de dictamen pericial, y el tribunal apreciará su fuerza probatoria de acuerdo a las reglas de la sana crítica.

4.
Que se notifique personalmente al interventor titular y suplente de esta resolución.

5.
Que se notifique por avisos a todos los acreedores del hecho de haberse celebrado el convenio simple, la que además señalará la fecha de la escritura pública en que conste el acuerdo y el notario ante quien se otorgó.

6.
Que todos los acreedores, incluso aquellos omitidos en el listado presentado por el deudor, y quienes hubiesen otorgado cauciones reales o personales, tendrán el plazo de diez días contados desde la fecha de la notificación de la resolución que tiene por acompañado el informe del interventor, para oponerse al convenio si alegaren alguna de las causales señaladas en el artículo 13.

7.
Que desde la fecha de la notificación de la resolución que tiene por presentado el convenio simple , en los términos señalados en el artículo décimo, hasta la fecha de la resolución que lo tenga por obligatorio para todos los acreedores, o en su caso la de la resolución que acoja la oposición deducida por las causales señaladas en los números 1 al 4 del artículo 9 , no podrá solicitarse la quiebra del deudor ni iniciarse en su contra juicios ejecutivos, ejecuciones de cualquier clase o restitución en los juicios de arrendamiento.

Artículo 12.- La oposición al convenio se tramitará con arreglo al procedimiento incidental entre el deudor y la parte que lo promueva. Las resoluciones que se dicten durante el procedimiento como su fallo no serán susceptibles de recurso alguno.


Si no se dedujera oposición en el plazo fatal de diez días contados desde la fecha de la resolución que tuvo por presentado el informe señalado en el número 2 del artículo 11, o ésta fuere rechazada, el tribunal dispondrá que el convenio afectará a todos los acreedores en la forma, categorías y modalidades señaladas en éste. Esta resolución se notificará por avisos.

Artículo 13.- La oposición al convenio sólo podrá fundarse en una o más de las siguientes causales:

1. Que no se hubiese dado cumplimiento a lo señalado en los números 1, 2 y 3 del inciso primero del artículo 9 o que la escritura pública que da cuenta de aquél contenga defectos en las formas establecidas en la ley.

2. Existencia de error en el cómputo de las mayorías requeridas en la ley que afecten al quórum mínimo que habilita este procedimiento.

3. Incapacidad o falta de personería para votar de alguno de los que hayan concurrido con su voto a formar la mayoría del convenio simple.

4. Falsedad, exageración u omisión de uno o más créditos, ocultación o exageración del activo o pasivo u omisión sustancial en las listas de bienes o de la información entregada en conformidad al número 3 del artículo 9 de esta ley o que la proposición tenga objeto ¡lícito.

Artículo 14.- La sentencia que acoja la oposición declarará fracasada la gestión y en consecuencia el convenio sólo será obligatorio a quienes lo suscribieron.

TITULO III

DE LOS CONVENIOS DE LOS PEQUEÑOS DEUDORES

Artículo 15.- Se entiende por pequeño deudor toda persona natural o microempresa bajo cualquiera de sus formas jurídicas, cuyas obligaciones valistas no excedan a dos mil Unidades de Fomento, según su equivalencia a la fecha de su proposición, y acredite de acuerdo a su balance o estado de situación que sus pasivos son superiores en un 100% a lo menos que sus activos.

Artículo 16.- Este convenio podrá ser presentado siempre y cuando no se haya formulado por la misma persona un convenio de igual naturaleza, ya sea como persona natural, o por sociedades de cualquier tipo en la que tenga aporte de capital, salvo que aquél haya sido rechazado.

Artículo 17.- El deudor deberá presentar la proposición ante el tribunal competente y deberá acompañar los antecedentes señalados en el artículo 27 sin perjuicio que, tratándose de personas que no lleven contabilidad efectiva, deberán acompañar un estado de situación que consolide sus activos y pasivos. Deberá asimismo acompañar certificado que emita la Superintendencia de Quiebras que acredite que el deudor no ha solicitado con anterioridad este tipo de convenio o que habiéndolo presentado este haya sido rechazado.


En caso que el convenio sea presentado por una microempresa deberá acreditar fundadamente, en conformidad a su libro de compras y ventas, llevado en conformidad a la ley y las instrucciones del Servicio de Impuestos Internos, que sus ventas anuales no superan el monto de 2.000 Unidades de Fomento.

Artículo 18.- Es nula y de ningún valor la propuesta que contemple un pago inferior al 50% de sus obligaciones valistas, la solicitud de plazo que exceda de 24 meses con interés corriente para operaciones no reajustables al momento de la proposición y la petición de plazos de gracia mayores a tres meses. Las sumas correspondientes a reajustes e intereses formarán parte indivisible de las cuotas pendientes.

Artículo 19.- El deudor que se acoja a este tipo de convenio gozará, por el sólo ministerio de la ley, de privilegio de pobreza. El privilegio afectará todas las notificaciones y actuaciones a que dé lugar el procedimiento.

Artículo 20.- Presentadas las proposiciones, el tribunal ordenará:

1. que su notificación por avisos deberá contener un extracto de la proposición y la resolución recaída en ella o un extracto de la misma.

2. que se cita en el plazo máximo de treinta días a junta de acreedores para deliberar y votar el convenio en la sede del tribunal, o en el lugar ad- hoc que el tribunal determine.

3. que a contar de la fecha de la notificación no podrá solicitarse la quiebra del deudor ni iniciarse en su contra juicios ejecutivos, ejecuciones de cualquier clase o restitución en los juicios de arrendamiento y gestiones preparatorias de la vía ejecutiva, durante los noventa días siguientes a la notificación por avisos de la resolución en que el tribunal cite a los acreedores a junta para deliberar sobre dicha proposición. Durante este período, se suspenderán los procedimientos judiciales señalados y no correrán los plazos de prescripción extintiva.

4. La advertencia a los acreedores que la inconcurrencia a la junta hará presumir su voto favorable.

5. Que la Superintendencia de Quiebras deberá incluir el convenio propuesto en el Registro de Convenios de Pequeños Deudores.

Artículo 21.- En la junta de acreedores en que se trate el convenio podrá estipularse la constitución de garantías para asegurar el cumplimiento de las obligaciones del deudor, dejándose en el acta respectiva expresa constancia de ellas. Si la garantía otorgada requiere de inscripción, la escritura pública a que fuera reducida el acta será titulo suficiente para solicitarla.

Artículo 22.- El convenio se considerará aprobado si en la junta de acreedores cuenta con el voto favorable de dos o más acreedores concurrentes, que representen más del 50% del pasivo de la proponente presentado en la nómina a la que refiere el artículo 17°, excluidos los créditos preferentes cuyos titulares se hayan abstenido de votar por ellos.


Se presumirá favorable el voto de los acreedores que no concurran a la junta.


No podrán votar, ni sus créditos se considerarán en el monto del pasivo:

a) El cónyuge, los ascendientes, descendientes y hermanos del deudor o de sus representantes, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 193;

b) Las personas que se encuentren en alguna se las situaciones a que se refiere el artículo 100 de la ley N° 18.045, de Mercado de Valores, y

c) El titular de la empresa individual de responsabilidad limitada proponente del convenio, y esta empresa individual si el proponente es su titular.

Artículo 23.- Los acreedores preferentes o privilegiados podrán asistir a la junta y discutir las proposiciones de convenio, y sólo podrán votar si renuncian a la preferencia de sus créditos. La circunstancia de que un acreedor vote importa dicha renuncia. En caso de rechazo del convenio la renuncia a la preferencia tendrá el carácter de irrevocable, sólo respecto de los acreedores que hayan votado en contra.


El convenio comenzará a regir una vez notificado por avisos el acuerdo que lo tenga por aprobado, y el pago de las obligaciones contenidas en él se efectuará mediante consignación en la cuenta corriente del Tribunal en la fecha pactada para su cumplimiento y a nombre de cada acreedor.


El tribunal oficiará a la Superintendencia de Quiebras comunicando la aprobación o rechazo de las proposiciones.

Artículo 24.- No se admitirán otras acciones de nulidad del convenio que las fundadas en la ocultación o exageración del activo o del pasivo y las que no cumplan con los requisitos mínimos señalados en esta ley.


La nulidad del convenio extingue de derecho las cauciones que lo garantizan.


Las acciones de nulidad prescribirán en el plazo de un año contado desde la fecha en que entró a regir el convenio.

Artículo 25.- El convenio podrá declararse resuelto con el solo mérito del certificado emitido por el Secretario del Tribunal, que acredite que no se han consignado la totalidad de las cuotas en los términos señalados en el inciso segundo del artículo 22


La resolución dejará sin efecto el convenio y las cauciones que hubieren garantizado su ejecución total o parcial.


La sentencia que acoja las demandas de nulidad o de resolución, será apelable en ambos efectos.


La sentencia ejecutoriada de nulidad o resolución hará exigibles, como si fueren de plazo vencido, las obligaciones y derechos existentes entre el deudor y sus acreedores con anterioridad a los acuerdos que han sido objeto del convenio, los que se regirán por sus respectivas convenciones, deducido lo pagado durante aquél.

TITULO IV

DE LOS CONVENIOS ESPECIALES

1.- De la proposición del convenio especial.

Artículo 26.- El convenio especial es una oferta de pago de las obligaciones de un deudor en una forma diferente a las primitivamente contraídas, que éste propone ante el tribunal competente a la totalidad de los acreedores, en conformidad a las disposiciones de este título.

Artículo 27.- Las proposiciones de convenio especial que haga el deudor se presentarán ante el tribunal competente y deberán estar acompañadas de los siguientes antecedentes por duplicado:

1. Un inventario o relación detallada de todos sus bienes, con expresión del lugar en que se encuentren, de su valor estimativo y de los gravámenes que los afecten;

2. Una relación de los bienes que, en conformidad a la ley, están excluidos del convenio.

3. Una relación de los juicios que tuviere pendientes;

4. 4.- Un estado de las deudas, con expresión del nombre y domicilio de los acreedores y de la naturaleza de los respectivos títulos, y

5. Una memoria de las causas directas o inmediatas del mal estado de sus negocios, debiendo ella dar cuenta de la inversión del producto de las deudas contraídas y de los demás bienes adquiridos en el año último. El deudor que llevare contabilidad completa presentará, además, su último balance y la cuenta de ganancias y pérdidas.


Si el deudor fuere una sociedad colectiva o en comandita, las piezas indicadas serán firmadas por todos los socios colectivos que invistan esta calidad y se hallen presentes en el domicilio de la sociedad. Si el deudor fuere otra clase de persona jurídica, las piezas en referencia serán firmadas por sus administradores.

6.-
Que demuestre fundadamente, en conformidad a su libro de compras y ventas llevado en conformidad a la ley y a las instrucciones del Servicio de Impuestos Internos, que sus ventas anuales no superan el monto de 100,000 Unidades de Fomento.

Artículo 28.- Presentadas las proposiciones de esta clase de convenio, el juez designará un interventor titular y suplente provisionales, de entre aquéllos síndicos que figuren en una quina presentada por el deudor.


En la misma resolución en que el tribunal designe al interventor titular y al suplente provisional, nominado en la forma establecida en el artículo anterior, dispondrá: 

1. Que el deudor quede sujeto a la intervención del titular designado.

2. Que el interventor informe al tribunal sobre las proposiciones de convenio dentro del plazo de treinta días, que será prorrogable por una sola vez a solicitud del interventor por un máximo de diez días, según determine el tribunal. Este informe deberá contener:

a) la calificación fundada acerca de si la propuesta es susceptible de ser cumplida, habida consideración de las condiciones del deudor;

b) el monto probable de recuperación que le correspondería a cada acreedor, de ser declarada la quiebra del proponente para los efectos del inciso primero del artículo 37, y

c) el monto del precio mínimo del establecimiento de comercio del deudor, si en las proposiciones de convenio ha optado a ofrecerlo en venta, en conformidad a lo dispuesto en el inciso final del inciso primero del artículo 37 de esta ley,

3. Que el interventor notifique por aviso la nómina de acreedores con derecho a voto y sus respectivos créditos dentro del plazo de 20 días. No tendrán derecho a voto los acreedores comprendidos en las letras a), b) y c) del inciso primero del artículo 36.

4. Que todos los acreedores, incluso aquellos omitidos en el listado presentado por el interventor, tendrán el plazo de cinco días contados desde la fecha de la notificación señalada en el número 3 de este artículo para objetar la nómina cuando fuere omitido o para impugnarla si su crédito fuere considerado en un monto o preferencia inferior. Esta objeción se tramitará con arreglo al procedimiento incidental.

5. Que los acreedores concurran a una junta, que no podrá tener lugar antes de los cuarenta y cinco días siguientes a la notificación de esta resolución, para deliberar sobre las proposiciones de convenio y la advertencia a los acreedores que la inconcurrencia a la junta hará presumir su voto favorable al convenio.

6. Que se notifique personalmente esta resolución al interventor titular y suplente.

7. Que esta resolución sea notificada a los demás acreedores por aviso, y

8. Que se despache por carta aérea certificada o por correo electrónico las proposiciones del convenio y la resolución que ha recaído en ella, a los acreedores que se hallen fuera de la República.


El interventor titular y suplente pasarán a tener el carácter de definitivos si no fueren objetados en el plazo de cinco días contados desde la fecha de la notificación de la resolución que tuvo por presentado el convenio, por acreedores que representen más del 50 % del pasivo en conformidad a la nómina presentada por el deudor. En la solicitud los peticionarios deberán señalar los nombres de un interventor titular y suplente. Certificado el porcentaje por el Secretario del Tribunal, el Tribunal procederá a remover los interventores designados y a nombrar al titular y al suplente solicitados. En contra de esta resolución no podrá deducirse recurso alguno.

Artículo 29.- La notificación por avisos deberá contener un extracto de la proposición y copia íntegra de la resolución a que se refiere el artículo anterior.

Artículo 30.- Notificada la proposición de convenio, éste no podrá ser retirado por el proponente. Si el interventor no presentare el informe dentro del plazo indicado en el N° 2 del artículo 174, el deudor o cualquiera de los acreedores podrá ocurrir al juez para que le fije un nuevo plazo o para que asuma el cargo el interventor suplente y, para que además, fije nuevo día y hora para la junta.


Si el interventor informante hubiere administrado fondos de la proponente, deberá presentar una cuenta final de su intervención dentro del plazo de 30 días contado desde que el convenio entre en vigencia.


Los honorarios del interventor equivaldrán al 35 % los que resultarían de aplicar la tabla a que se refiere el artículo 33 del Libro Cuarto del Código de Comercio, tomando como base de cálculo el monto de avaluación de los activos practicado por el deudor en cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 33. Estos honorarios tendrán la preferencia del N° 4 del artículo 2472 del Código Civil.

Artículo 31.- La tramitación de esta clase de convenio no embarazará el ejercicio de ninguna de las acciones que procedan en contra del deudor, no suspenderá los juicios pendientes, pero impedirá la realización de los bienes o a la ejecución de la sentencia en el caso de las obligaciones de hacer y suspenderá el plazo de prescripción de las acciones referidas en los Párrafos 2° y 3° del Título VI del Libro Cuarto del Código de Comercio desde la fecha de la resolución que lo tiene por presentado.


En relación a las compensaciones, se aplicará para estos convenios lo que para la quiebra dispone el artículo 69 del Libro Cuarto del Código de Comercio, a contar de la resolución que recae en las proposiciones de convenio.


Se aplicarán a esta clase de convenios las disposiciones del Párrafo 5 del Título VI, del Libro IV del Código de Comercio. La referencia que el artículo 93 del Libro IV del Código de Comercio hace al interventor, debe entenderse, en este caso, hecha al deudor.

Artículo 32.- No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, si la proposición de convenio especial se hubiere presentado con el apoyo de uno o más de los acreedores que representen más del 50% del total del pasivo, no podrá solicitarse la quiebra del deudor ni iniciarse en su contra juicios ejecutivos, ejecuciones de cualquier clase o restitución en los juicios de arrendamiento, durante los noventa días siguientes a la notificación por aviso de la resolución en que el tribunal cite a los acreedores a junta para deliberar sobre dicha proposición. Durante este período, se suspenderán los procedimientos judiciales señalados y no correrán los plazos de prescripción extintiva.


El pasivo se determinará sobre la base del estado a que se refiere el artículo 27 N° 4 de esta ley, certificado por auditores externos independientes inscritos en el registro que lleva la Superintendencia de Valores y Seguros, de acuerdo a la información disponible y a la cual hubieren tenido acceso de los registros del deudor.


Para los efectos del cálculo del total del pasivo y de la mayoría antes indicada, sólo se excluirán:

a) las personas que se encuentren en una de las situaciones a que se refiere el artículo 100 de la ley N° 18.045, de Mercado de Valores; y

b) el titular de la empresa individual de responsabilidad limitada proponente del convenio y esta empresa individual si el proponente es su titular.


En el aviso que se publique se señalará en forma expresa si se ha reunido la mayoría señalada en el inciso primero.


Lo dispuesto en el inciso primero no se aplicará a los juicios laborales sobre obligaciones que gocen de privilegio de primera clase, excepto las que el deudor tuviere, en tal carácter, a favor de su cónyuge o de sus parientes o de los gerentes, administradores, apoderados u otras personas que hayan tenido o tengan injerencia en la administración de sus negocios. Para estos efectos se entenderá por parientes a los ascendientes y descendientes y a los colaterales hasta el cuarto grado, inclusive.


Durante el período de suspensión a que se refiere este artículo, el deudor no podrá gravar ni enajenar sus bienes. Sólo podrá enajenar aquéllos expuestos a un próximo deterioro, o a una desvalorización inminente o los que exijan una conservación dispendiosa, y podrá gravar o enajenar aquéllos cuyo gravamen o enajenación resulten estrictamente indispensables para el normal desenvolvimiento de su actividad, siempre que cuente con la autorización previa del interventor para la ejecución de dichos actos.


El plazo a que se refiere el inciso primero es fatal e improrrogable. Si dentro de él no se acordare el convenio, dejaran de producirse los efectos señalados en el inciso primero.


Los plazos señalados en el artículo 63 y en los Párrafos 2° y 3° del Título V se ampliarán en tantos días cuantos transcurrieren desde la fecha de la resolución recaída en las proposiciones de convenio hasta la fecha en que dejen de producirse los efectos señalados en el inciso primero.

Artículo 33.- Las proposiciones de convenio especial pueden versar sobre cualquier objeto lícito, salvo sobre la alteración de la cuantía de los créditos fijada para determinar el pasivo.


El convenio podrá tener objetos múltiples, pero aquellos deberán ser uno mismo por categorías de acreedores, sin perjuicio que dentro de cada una de estas podrá estipularse cualquier modalidad, si aquélla es propuesta en forma alternativa o complementaria y ella es aceptada por los acreedores que le afecte directamente, en la forma señalada en el inciso tercero.


El convenio podrá contener, además, una proposición principal y proposiciones alternativas a ella para todos los acreedores, en cuyo caso éstos deberán optar por regirse por una de ellas, dentro de los diez días contados desde la fecha de la junta que lo acuerde.


Las sociedades anónimas podrán proponer a una o más categorías de acreedores, que la cuota final sea pagada con participación accionaria de la empresa ya sea mediante la oferta irrevocable de cesión de acciones o de acciones provenientes de aumento de capital.


En el mismo convenio se podrá facultar a uno o más acreedores que para este solo efecto representen al directorio y los accionistas, a que convoquen a junta extraordinaria de accionistas y participen en ella, con el objeto de acordar el aumento de capital ofrecido y suscribir los instrumentos públicos o privados de cesión de acciones en conformidad al texto del convenio aprobado.


También el deudor podrá proponer a sus acreedores o terceros la venta de su o sus establecimientos de comercio o de la unidad económica que explota, en un valor en el que se considerarán sus flujos futuros y obligaciones reprogramadas, una vez aprobado el convenio. En este caso el interventor informará al tribunal sobre el precio mínimo y llamará a licitación pública para que los interesados hagan sus propuestas con anterioridad a la fecha de la junta de acreedores. Acordado que fuere, con el consentimiento del deudor o de la justicia en subsidio, en la misma sesión la junta de acreedores podrá adjudicar el o los establecimientos de comercio o la unidad económica, según sea el caso, al oferente que pagando a lo menos el precio mínimo dé mejores garantías de pago de las obligaciones del convenio.


En el convenio se podrá pactar que las cuestiones o diferencias que se produzcan entre el deudor y uno o más acreedores o entre éstos, con motivo del convenio y en especial de su aplicación, interpretación, cumplimiento, nulidad o resolución pueda o deba ser sometida al conocimiento o resolución de un juez arbitro, como asimismo, establecer la naturaleza del arbitraje y cualquier otra materia sobre el mismo.


Este pacto compromisorio será obligatorio para todos a quienes afecta el convenio.

Artículo 34.- El interventor presentará una nómina de acreedores con derecho a voto y sus respectivos créditos con 10 días de anticipación a la fecha señalada para la junta.


En el día hábil inmediatamente anterior al señalado para la celebración de la junta, que no sea sábado, a la hora que comience a funcionar el tribunal, se efectuará una audiencia verbal ante el juez, en la cual el interventor le informará por escrito acerca de la verosimilitud de la existencia y monto de los créditos que conforman el pasivo del convenio.


En ésta, oyendo previamente a los acreedores, el juez resolverá en única instancia y sobre la base de los antecedentes disponibles, cuáles de los créditos incluidos en la nómina presentada por el interventor, estén o no objetados, y por qué monto tendrán derecho a votar en esa junta. El juez apreciará los antecedentes en conciencia.


El reconocimiento de derecho a voto producirá efectos para la junta llamada a conocer del convenio, y el posterior resultado de la objeción sólo podrá alterar la determinación de la cuantía del crédito objetado y en nada afectará el acuerdo de la junta de acreedores llamada a deliberar y votar el convenio ni los efectos, de tal resolución.

Artículo 35.- Los acreedores que se hayan presentado con los documentos justificativos de sus créditos, pero que carezcan de derecho a voto, tendrán solamente derecho a concurrir a la reunión y a dejar constancia escrita de sus observaciones, bajo su firma, en documento que se agregará al acta pertinente.


La exclusión, la inclusión, el aumento o la disminución de mala fe por parte del interventor de un crédito en la nómina a que se refiere el inciso primero de este artículo, sin motivo justificado, serán consideradas como faltas graves.


En las juntas de acreedores que se efectúen con posterioridad a la aprobación del convenio especial, el derecho a voto se determinará en conformidad al procedimiento señalado en el inciso primero.

2. De la aprobación del Convenio Especial

Artículo 36.- Cada categoría del convenio se considerará aprobada cuando cuente con el consentimiento del deudor y reúna a su favor los votos de dos o más acreedores que representen los 2/3 o más de los créditos de la categoría. No podrán votar, ni sus créditos se considerarán en el monto del pasivo:

a) El cónyuge, los ascendientes y descendientes y hermanos del deudor o de sus representantes, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 193, salvo para oponerse al convenio, y, en tal caso, sus créditos se incluirán en el pasivo.

b) Las personas que se encuentren en alguna se las situaciones a que se refiere el artículo 100 de la ley N° 18.045, de Mercado de Valores y

c) El titular de la empresa individual de responsabilidad limitada proponente del convenio, y esta empresa individual si el proponente es su titular.


Si el pasivo del deudor incluyera categorías que agrupen a acreedores de la misma preferencia, se considerará acordado respecto de cada una de ellas, cuando cuente con el mismo quórum de aprobación señalado precedentemente. Para estos efectos se tomará votación por separado a cada una de las categorías de acreedores, las que podrán aprobar o rechazar en forma independiente el convenio, siendo sus estipulaciones obligatorias para aquellas categorías de acreedores que lo aprueben. No obstará al acuerdo del convenio acordado en conformidad al inciso primero, que una o más categorías no lo aprobaren, pero en tal caso no será obligatorio para los acreedores que componen la categoría disidente, salvo aquellos que voluntariamente se acojan a sus estipulaciones, declaración que se podrá efectuar en cualquier momento, mediante presentación escrita al tribunal. Aquellos acreedores incluidos en las categorías que tengan por aprobado el convenio, no podrán gozar del derecho de ejecutar individualmente al proponente.

Artículo 37.- Para obtener las mayorías necesarias para aprobar el convenio, un acreedor con derecho a votar podrá excluir a otro, sea de la misma o de otra categoría, acompañando vale vista a su orden por a lo menos la suma mínima que correspondería conforme a la letra b) del número 2 del artículo 28, dentro del plazo de cinco días contado desde la celebración de la junta, en cuyo caso se entenderá que vota aprobando el convenio y que subroga legalmente al primitivo acreedor. Transcurrido ese plazo, sin que se haya practicado la consignación, el voto del acreedor que se intentó excluir se considerará emitido rechazando el convenio. Para estos efectos y previamente, el interventor deberá dar cuenta en la junta, verbalmente o por escrito, el monto probable de recuperación que le correspondería a cada acreedor.


El acreedor disidente podrá objetar la cantidad, objeción que se tramitará como incidente. Si se acoge el incidente, se podrá excluir al disidente pagándole la diferencia establecida; pero si el acreedor excluyente no se aviene a pagar el mayor valor, figurarán ambos acreedores en el convenio por la proporción que corresponda a cada uno. En todo caso, el acreedor excluido conservará, en la parte que le corresponda, sus acciones en contra de los terceros obligados al pago de su crédito, y éstos podrán hacer valer sobre la cuota que dicho acreedor conserve en el convenio, los derechos que por vía de subrogación o reembolso les correspondan.


El convenio se considerará aprobado en el caso del inciso anterior cuando el secretario del tribunal certifique la consignación oportuna con la que se obtenga la mayoría señalada en el inciso primero.


De la junta deberá levantarse un acta de lo obrado. En ella se mencionará a los acreedores que hubieren votado a favor y a los que hubieren votado en contra del convenio, con expresión de los créditos que representaren, y la categoría a que pertenecen.


La modificación del convenio deberá aprobarse con el mismo procedimiento y con las mismas mayorías exigidas por el inciso primero de este artículo, excluidos los créditos cuyos títulos sean posteriores a las proposiciones primitivas del convenio, a quienes no obligará.

Artículo 38.- Los cesionarios de créditos adquiridos dentro de los últimos 30 días anteriores a la proposición, no podrán concurrir a la junta para deliberar y votar el convenio.

Artículo 39.- En el convenio podrá estipularse la constitución de garantías para asegurar el cumplimiento de las obligaciones del deudor. Estas garantías podrán constituirse en el acta que apruebe el convenio o en instrumentos separados.


Sin perjuicio de la representación judicial y extrajudicial de los acreedores que tiene el interventor para llevar a efecto los acuerdos que tomen en forma legal, los acreedores podrán designar a uno o más de ellos para que representen a todos los acreedores afectos al convenio en la celebración de los actos y en la suscripción, publicación e inscripción de los instrumentos que sean necesarios para la debida constitución de las garantías, así como para el ejercicio de los derechos y acciones que de ellas emanen y para ser notificados y citados en los casos en que así lo dispone la ley respecto de los acreedores prendarios e hipotecarios.


En las publicaciones e inscripciones de las garantías a que se refiere este artículo no será necesario individualizar las obligaciones del convenio, siendo suficiente a este respecto con hacer referencia a él, señalando la notaría y fecha en que haya sido protocolizado conforme lo dispuesto en el inciso siguiente.


Una copia autorizada del acta de la junta en que se apruebe el convenio, y su respectiva resolución, deberá protocolizarse en una notaría del lugar en que dicha junta se haya celebrado, y desde entonces valdrá como escritura pública para todos los efectos legales. El acta de la junta deberá incluir el texto íntegro del convenio.

Artículo 40.- La no comparecencia del deudor a la junta en que debe deliberarse sobre las proposiciones de convenio, personalmente o representado, hará presumir que las abandona o las rechaza.


La inconcurrencia del o los acreedores a la junta hará presumir su voto favorable al convenio.

Artículo 41.- Aprobado el convenio, el tribunal dictará la resolución que así lo declare, la cual será notificada por avisos mediante un extracto autorizado por el tribunal y desde esa época comenzará a regir.

3. De los efectos del convenio especial

Artículo 42.- El convenio obliga al deudor y a todos sus acreedores, sin excepción alguna, hayan o no concurrido a la junta que lo acuerde y hayan o no tenido derecho a voto:

a) por los créditos anteriores a la fecha de la resolución que recae en las proposiciones de convenio.

b) por los créditos consignados en el convenio simple respecto de los acreedores que lo suscribieron y, respecto de los demás, la fecha de la resolución señalada en el artículo 11.

Artículo 43.- Todos aquéllos que hubiesen otorgado cauciones reales o personales, o que sean terceros poseedores de bienes constituidos en garantía de obligaciones sujetas al convenio y los demás terceros, que paguen esas obligaciones sin la oposición del deudor, podrán ejercer los derechos que por vía de subrogación o reembolso les correspondan, solamente sobre lo que toque al acreedor en el convenio.


Si el acreedor ha sido pagado sólo de parte de lo que le corresponda conforme al convenio, podrá ejercer sus derechos relativamente a lo que se le quede debiendo, con preferencia a las personas precedentemente mencionadas. La ampliación del plazo de las deudas, acordada en el convenio, no pone fin a la responsabilidad de los fiadores y codeudores, solidarios o subsidiarios, o de los avalistas del deudor sujeto al convenio ni extingue las prendas o hipotecas constituidas sobre bienes de terceros.


Si el acreedor votó en favor del convenio, los efectos serán los siguientes según los casos:

a) No podrá cobrar su crédito a los fiadores o codeudores, solidarios o subsidiarios, ni a los avalistas, sino en los mismos términos en que puede cobrar al deudor en virtud del convenio;

b) El tercer poseedor de la finca hipotecada y el propietario del bien empeñado podrán liberar la garantía, pagando la deuda en los mismos términos que los estipulados en el convenio celebrado por el deudor que habían garantizado;

c) La novación o dación en pago extingue la deuda respecto de los fiadores, codeudores y avalistas antes mencionados, hasta concurrencia de la porción del crédito sometido a convenio que se dio por extinguida mediante ellas;

d) Los terceros poseedores o propietarios de los bienes hipotecados o pignorados pueden liberar la garantía, pagando la cantidad que corresponda considerando la porción de la deuda que ha sido extinguida mediante la novación o dación en pago.


El acreedor que no votó a favor del convenio, conserva sus derechos sin alteraciones tanto respecto de los bienes gravados con garantías reales cuanto respecto de los fiadores y codeudores solidarios o subsidiarios y avalistas. Sin embargo, si los créditos se dieron por extinguidos mediante novación o dación en pago, la obligación de los fiadores y codeudores, solidarios o subsidiarios, y avalistas del deudor sujeto al convenio se extinguen en el monto de lo que al acreedor efectivamente toque con motivo de dichas novación o dación en pago.

Artículo 44.- Los acreedores cuyos créditos sean anteriores a la fecha de la resolución recaída en la presentación de las proposiciones, y que no hayan sido considerados en el pasivo de la convenio podrán demandar que se cumpla el convenio a su favor, mientras no se encuentren prescritas las acciones que de él resulten, mediante un procedimiento incidental que se seguirá con el deudor, ante el tribunal que conoció del convenio, En este procedimiento podrá actuar como parte cualquiera de los acreedores del convenio.


Cuando el convenio verse sobre ampliación de plazo, éste empezará a correr para todos desde que entre a regir el convenio, cualesquiera que sean los vencimientos particulares de los créditos.

Artículo 45.- Una vez aprobado el convenio, los acreedores que tengan la calidad de vendedores o prestadores de servicios en los en los términos definidos en los números 3 y 4 del artículo segundo del decreto ley 825, y que se encuentren afectados por los impuestos establecidos en el titilo II o en los artículos 40 y 42 del mismo cuerpo legal, podrán solicitar que sea emitida por el deudor la nota de débito en los mismos términos señalados en la ley 18.591, si acreditan los requisitos establecidos en dicha ley, siempre que hayan efectuado esta solicitud al tribunal dentro de los 30 días contados desde la notificación de la resolución señalada en el artículo 28, previa calificación del sindico en informe que presentará en forma previa a la junta llamada a deliberar y votar el convenio.


En este caso, si el convenio versa sobre abandono de bienes, una vez emitida la nota de débito por los impuestos cuya devolución se solicite, el fisco por el sólo ministerio de la Ley se subrogará en todos los derechos que el acreedor tenia para pagar la deuda y gozará de pleno derecho y sin más trámite de la preferencia establecida para su pago en el número 9 del artículo 2472 del Código Civil.


En los otros tipos de convenio esta subrogación se hará efectiva mediante la deducción que debe hacer el deudor al cada pago comprometido, tomando como base de cálculo el porcentaje del valor considerado en la nota de débito respecto del crédito, aplicado al porcentaje que considera cada pago del convenio.


El deudor estará obligado a enterar en arcas fiscales el monto de lo deducido en virtud del artículo anterior, a más tardar el día 12 del mes posterior al de la deducción señalada en el artículo precedente.

Artículo 46.- El convenio podrá estipular el nombramiento de un interventor especial, que podrá o no ser síndico de la nómina, y tendrá las atribuciones y deberes que el mismo le señale. Su remuneración será fijada en la forma que determine el convenio.


El interventor especial sólo podrá ser revocado, con el acuerdo del deudor, con el voto de uno o más de los acreedores que representen más del 50 % del total del pasivo con derecho a voto y sin la aceptación del deudor, con el voto de uno o más de los acreedores que representen a lo menos los dos tercios del pasivo con derecho a voto.


Sin perjuicio de lo anterior, en el convenio se podrá designar una comisión de acreedores con las atribuciones y deberes que le señale.


Todas estas personas responderán de la culpa leve. Sólo los síndicos de la nómina estarán sujetos a la fiscalización de la Superintendencia.

Artículo 47.- Las atribuciones y deberes del interventor serán las siguientes, a menos que se acuerden facultades distintas:

1. Imponerse de los libros, documentos y operaciones del deudor;

2. Llevar cuenta de las entradas y gastos de los negocios del deudor;

3. Visar, en su caso, los pagos a los acreedores;

4. Cuidar de que el deudor no retire para sus gastos personales y los de su familia otras sumas que las autorizadas en el convenio;

5. Rendir trimestralmente la cuenta de su actuación y la de los negocios del deudor, y presentar las observaciones que le merezca la administración de este último. Esta cuenta será enviada por correo a cada uno de los acreedores;

6. Pedir al tribunal ante el cual se tramitó el convenio que cite a junta de acreedores, siempre que lo crea conveniente o cuando se lo pida alguno de ellos para tratar asuntos de interés común. Todos los acuerdos de la junta deberán ser adoptados por la mayoría del pasivo del convenio, con derecho a voto.

7. Impetrar las medidas precautorias que sean necesarias para resguardar los intereses de los acreedores, sin perjuicio de los acuerdos que éstos puedan adoptar. Estas solicitudes se tramitarán como incidente, y

8. Representar judicial y extrajudicialmente a los acreedores para llevar a efecto los acuerdos que tomen en forma legal.

Artículo 48.- Si se hubiere agravado el mal estado de los negocios del deudor en forma que haga temer un perjuicio para los acreedores, podrá éste ser sometido a una intervención más estricta que la pactada, o ser sometido a intervención si ésta no se hubiere estipulado, a solicitud de acreedores que representen la mayoría absoluta del pasivo del convenio, con derecho a voto.


Conocerá de las acciones que se ejerciten en conformidad al N° 7 del artículo anterior y al inciso precedente, el tribunal ante el cual se tramitó el convenio, salvo que se haya celebrado el pacto compromisorio a que se refiere el artículo 62, en cuyo caso conocerá el Tribunal que corresponda de acuerdo a este.

4. Del rechazo del convenio especial

Artículo 49.- Rechazadas las proposiciones de convenio el tribunal lo tendrá por desestimado y devolverá la documentación al acompañada por el deudor.

5. De la nulidad y resolución del convenio especial

Artículo 50.- No se admitirán otras acciones de nulidad del convenio que las fundadas en la ocultación o exageración del activo o del pasivo y que hubiesen sido descubiertas después de haber vencido el plazo para impugnar el convenio, consistentes en:

1. Defectos en las formas establecidas para la convocación y celebración de la junta, o error en el cómputo de las mayorías requeridas por la ley;

2. Error u omisión sustancial en las listas de bienes o de acreedores incapacidad o falta de personería para votar de alguno de los que hayan concurrido con su voto a formar la mayoría, si excluido este acreedor, hubiere de desaparecer tal mayoría;

3. Inteligencia fraudulenta entre uno o más acreedores y el deudor para votar a favor del convenio o para abstenerse de concurrir;

4. Ocultación o exageración del activo o pasivo, y

5. Contener objeto ilícito en una o más de sus estipulaciones.


Podrán también solicitar la nulidad del convenio todos aquéllos que hubiesen otorgado cauciones reales o personales, o que sean terceros poseedores de bienes constituidos en garantía de obligaciones del deudor, cuando los respectivos acreedores no hubieren votado a favor del convenio.

Artículo 51.- La nulidad del convenio extingue de derecho las cauciones que lo garantizan.

Artículo 52.- Las acciones de nulidad prescribirán en el plazo de un año contado desde la fecha en que entró a regir el convenio.

Artículo 53.- El convenio podrá declararse resuelto a solicitud de cualquiera de los acreedores, por inobservancia de las obligaciones del deudor y a solicitud de acreedores que representen la mayoría absoluta del pasivo del convenio, en el caso a que se refiere el artículo 48.

Artículo 54.- Las acciones de resolución prescribirán en seis meses, contados desde que hayan podido entablarse.

Artículo 55.- La sentencia ejecutoriada que declare resuelto el convenio, lo dejará sin efecto y extinguirá las cauciones que hubieren garantizado su ejecución total o parcial.

Artículo 56.- Las cantidades pagadas por el deudor antes de la resolución servirán de abono a las deudas respectivas.

Artículo 57.- La nulidad y la resolución del convenio se sujetarán al procedimiento del juicio sumario, salvo que se haya celebrado el pacto compromisorio a que se refiere el artículo 27, o por el arbitro designado en conformidad al artículo 62.


La sentencia que acoja la demanda de nulidad o de resolución será apelable en ambos efectos, pero el deudor quedará de inmediato sujeto a intervención de un síndico, si el interventor no lo fuera, que será designado por el tribunal en conformidad a la proposición del demandante de acuerdo al artículo 59, que tendrá las facultades del artículo 47 y las que además estime necesarias el tribunal, contra cuya resolución no procederá recurso alguno.

Artículo 58.- En la demanda de nulidad o resolución del convenio, el demandante señalará el nombre del síndico titular y el del síndico suplente que deberían asumir como interventores, y sólo a éstos el deberá designar tribunal en la sentencia que dé lugar a la demanda.


Si se interpusiere más de una demanda de nulidad o de resolución del convenio, el juez designará al síndico señalado en una de las demandas que se acojan.


Si el convenio resultare declarado nulo el convenio por resolución firme, las obligaciones y derechos existentes entre el deudor y sus acreedores con anterioridad a los acuerdos que han sido objeto del convenio se regirán por sus respectivas convenciones.

Artículo 60.- Los actos o contratos del deudor, ejecutados o celebrados en el tiempo que medie entre la fecha de la resolución recaída sobre las proposiciones del convenio que le dio origen, y la sentencia ejecutoriada que dé lugar a la nulidad o a la resolución, se regirán por las reglas de los Párrafos 2°, 3° y 4° del Título VI del Libro Cuarto del Código de Comercio.

Artículo 61.- La sentencia definitiva de nulidad o de resolución de un convenio reintegra a los acreedores anteriores en todos sus derechos respecto del fallido.


Los acreedores antiguos concurrirán con los nuevos en las distribuciones del activo por el monto íntegro de sus créditos, siempre que no hubieren recibido parte alguna de la estipulada en el convenio; en el caso contrario, sólo podrán concurrir con los nuevos acreedores por la parte del capital de sus primitivos créditos que corresponda a la porción no pagada de la suma convenida.

6. De los tribunales arbítrales.

Artículo 62.- El deudor y dos o más acreedores que representen en su conjunto más del 50% de los créditos con derecho a concurrir y votar, certificado en la forma señalada en conformidad al inciso segundo del artículo 32 y cuya base de cálculo excluya a los acreedores señalados en el inciso tercero de la misma disposición, podrán proponer en el convenio especial de que trata este título, el nombre de un arbitro titular y un arbitro suplente, incluido en la lista que la Superintendencia de Quiebras lleve al efecto.


En la forma propuesta el tribunal deberá designar el árbitro, notificándolo personalmente.

Artículo 63.- La competencia del árbitro se extenderá a todo cuanto sea necesario para la tramitación de las proposiciones de convenio especial y a los incidentes que se promuevan durante el procedimiento del mismo, hasta que la resolución que lo tenga por aprobado se encuentre ejecutoriada. Si el convenio fuere rechazado o desechado, el tribunal arbitral lo declarará así en una resolución que será inapelable, y remitirá de inmediato el expediente al Tribunal que conoció del convenio.


El Tribunal contará con un secretario, cargo que será ejercido por un notario que tenga su oficio en la ciudad en que se encuentre domiciliado el árbitro, quien deberá designarlo.


El árbitro podrá ser sustituido por la Junta de Acreedores, con acuerdo del deudor, sin las exigencias establecidas en el inciso primero.


El árbitro será de derecho, salvo que en la proposición se le otorgue el carácter de mixto. La aceptación del cargo deberá efectuarse ante el secretario del tribunal que lo designó.

Artículo 64.- Los costos del arbitraje serán de cargo del deudor proponente, los que serán de hasta un 4% del valor del activo declarado en la proposición de convenio.

(Fdo.):GUILLERMO VÁSQUEZ ÚBEDA,

Senador
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR MUÑOZ ABURTO, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE OBLIGA A MICROEMPRESAS FAMILIARES A CUMPLIR NORMAS DE SEGURIDAD EN MATERIA DE INMUEBLES

(4909-03)

Honorable Senado:

Vistos: 

Lo dispuesto en los artículos 1º, 19º numerales 1º, 16 y 21º y 63º número 20) de la Constitución Política de la República y en el Decreto 2385, que fija el texto refundido y sistematizado del Decreto Ley No 3.063, de 1979, sobre rentas municipales.
Considerando:

1.-
Que la necesidad de fortalecer el crecimiento económico del país y la incidencia que en él y en la generación de empleo tiene la microempresa familiar, motivó la dictación de la ley 19.749, que modificó la denominada Ley de Rentas Municipales.

2.-
Que el propósito de tales normas era facilitar y agilizar la creación de este tipo de emprendimientos, evitando a sus impulsores tramitaciones excesivas y quedar afectos a algunas prohibiciones y limitaciones vigentes.

3.-
Que tales disposiciones generaron un importante consenso en cuanto posibilitan a muchas familias constituir una fuente de ingresos y de trabajo en su propio domicilio.

4.-
Que, pese a la positiva experiencia de ellas en la consecución de tales objetivos, resulta preciso, también, evaluar los inconvenientes y dificultades que su aplicación práctica ha generado.

5.-
Que, la posibilidad de omitir ciertas limitaciones derivadas de la zonificación urbana resulta atendible, especialmente considerando que la mínima magnitud de estos establecimientos no supone una grave vulneración de ella ni una alteración significativa de sus objetivos. Lo mismo puede decirse respecto de ciertas autorizaciones que no resultan indispensables.

6.-
Que, respecto de la actividad propiamente tal de los establecimientos, se ha exigido que éstos cumplan las normas del Reglamento Sanitario de los Alimentos.

Ello supone que el carácter de estos emprendimientos es marcadamente alimenticio, lo que si bien es cierto, no es absoluto, pues existen, además, pequeños comercios, centros de estética y belleza, centros de servicios, hostales y otros.

7.-
Que el funcionamiento de muchos de estos giros no resultan inocuos para los vecinos y usuarios y, más aún, motivan la reunión de bastantes personas lo que resulta potencialmente peligroso, de no contarse con las medidas de seguridad necesarias.

8.-
Que una trágica consecuencia  de la imposibilidad de mantener una adecuada supervigilancia de este tipo de empresas y sus condiciones de funcionamiento, se vivió en Punta Arenas el pasado 3 de Febrero, con el incendio del Hostal Blue House, siniestro en el que perecieron 10 turistas.

El municipio de dicha ciudad ha señalado que atendido que el inmueble se encontraba acogido a la citada regulación sobre microempresas familiares, pudo funcionar sin contar con las autorizaciones que habitualmente se exigen a estos albergues respecto de la seguridad de la seguridad de los inmuebles y sus instalaciones y peor aún, sin tampoco poder fiscalizar su actividad.

9.-
Que lo señalado, obliga a revisar la legislación vigente manteniendo la dispensa para estos establecimientos respecto de no cumplir con las limitaciones en materia de zonificación y otras autorizaciones, pero manteniendo la imperatividad que cumplan no sólo con el Reglamento Sanitario de los Alimentos, sino que su actividad cumpla con las exigencias relativas a la seguridad de los inmuebles y sus instalaciones, con el objeto de garantizar la vida e integridad física de sus propietarios, usuarios y vecinos.

Por lo anterior, el Senador que suscribe viene en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo Único: Agréguese en el artículo 26 del Decreto 2385, que fija el texto refundido y sistematizado del Decreto Ley No 3.063, de 1979, sobre rentas municipales, entre la palabra “Alimentos” y el punto seguido que sucede, la frase “y cumplir, en todo momento, con las exigencias relativas a las condiciones de seguridad de los inmuebles y sus instalaciones en relación al tipo de establecimiento habilitado en él.”
(Fdo.):Pedro Muñoz Aburto,

Senador

8

MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR BIANCHI, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.496, CON EL FIN DE GARANTIZAR LA ATENCIÓN PERSONAL A CONSUMIDORES

(4910-03)

Honorable Senado:

FUNDAMENTOS

Los derechos del consumidor en Chile  se han intentado resguardar en el marco de  una legislación esencialmente tutelar que en términos utilizados por el SERNAC, “busca romper el desequilibrio natural que existe entre los dos principales agentes del mercado: proveedor y consumidor.” En nuestro país,  a diferencia de otras legislaciones, no existe un solo cuerpo legal que contenga toda la normativa  que regule dicha materia, sino que existen  diversas leyes  y  disposiciones dispersas en  nuestro ordenamiento. Entre las leyes vigentes, podemos señalar como una de las más representativas del resguardo a los derechos del consumidor, la Ley 19.496, que entró en vigor el 05 de junio de 1997 y que contiene disposiciones fundamentalmente preventivas. 

Dentro de los derechos que regula la norma citada, se consagra el derecho a la información  básica comercial, definiéndola en su artículo 1º como “los datos, instructivos, antecedentes o indicaciones que el proveedor debe suministrar obligatoriamente al público consumidor, en cumplimiento de una norma jurídica.” Y complementariamente 

especifica que “tratándose de proveedores que reciben bienes en consignación para su venta, éstos deberán agregar a la información básica comercial los antecedentes relativos a su situación financiera, incluidos los estados financieros cuando corresponda. En la venta de bienes y prestación de servicios, se considerará información comercial básica, además de lo que dispongan otras normas legales o reglamentarias, la identificación del bien o servicio que se ofrece al consumidor, así como también los instructivos de uso y los términos de la garantía cuando procedan. Se exceptuarán de lo dispuesto en este inciso los bienes ofrecidos a granel”.  Agrega esta disposición y es importante destacar, que “la información comercial básica deberá ser suministrada al público por medios que aseguren un acceso claro, expedito y oportuno. Respecto de los instructivos de uso de los bienes y servicios cuyo uso normal represente un riesgo para la integridad y seguridad de las personas, será obligatoria su entrega al consumidor conjuntamente con los bienes y servicios a que acceden.”

Primer punto a resaltar, es la extensa  información que están obligados a proporcionar vendedores y prestadores de servicios, al público consumidor o usuario. En algunas oportunidades, las inquietudes de éstos no son menores, por lo que deben sacrificar tiempo personal y dinero, para solucionar conflictos, consecuencia del acceso deficiente a la información a la que por  disposición legal debe acceder. 

Segundo punto que quisiéramos destacar, es la forma en que están obligados los proveedores  a proporcionar esta información: “medios que aseguren un acceso claro, expedito y oportuno.”   
Las comunicaciones electrónicas en su conjunto, particularmente telefonía y acceso a Internet, son el sector del que mayor número de 

reclamaciones han recibido  los órganos competentes de protección a los consumidores. En dichas empresas,  generalmente el acceso a la información por los usuarios, tanto para reclamos y consultas, se encuentra resuelto por  dos mecanismos claramente diferenciados: atención personalizada por algún funcionario  y atención en módulos de consulta  telefónica.  Estas compañías, en forma discrecional, han establecido el tipo de consultas y reclamos que deben ser resueltos por cada una de estas vías, sin poder optar el usuario por la de su preferencia.  

El cuestionamiento al que nos conduce lo expuesto, es si el mecanismo de consulta a través de teléfonos o medios electrónicos, asegura el acceso claro, expedito y oportuno. Debemos señalar que probablemente  cumple con los dos últimos  requisitos. Pero en la mayoría de los casos, esta forma no es clara ni mucho menos, transparente. Muchos usuarios, en su mayoría adultos mayores, no están habituados a éstos métodos, ni su salud auditiva  les permite entender las instrucciones que se les entregan en forma telefónica. A mayor abundamiento, no adquieren ningún registro  gráfico de su gestión y la mayoría de las veces, no son satisfechos en  sus necesidades.   Es un evidente derecho de los consumidores  optar por el modo de atención adecuado y de su preferencia, que cumpla con las características que la ley establece para la entrega de información, particularmente, la claridad.  

En el marco de énfasis a la protección de los derechos de los consumidores, que se fomenta  a nivel mundial, verbigracia, con la promoción del Día Mundial de los Derechos de los Consumidores, 

correspondiente al próximo 15 de marzo, vengo en presentar el siguiente proyecto de ley:

Artículo único: Incorpórese el siguiente inciso al N° 3 del ártículo 1° de la Ley 19.496.

“Para el acceso claro a la información comercial básica, los proveedores de servicios deberán contar con módulos de atención  personal al consumidor,   sin perjuicio de medios alternativos que lo expediten, tales como teléfonos de consulta, sistemas computacionales, u otros. Ningún tipo de consulta podrá quedar excluida de la atención personal, siendo el consumidor el único facultado para optar por los medios de consulta alternativos.”

(Fdo.):CARLOS BIANCHI CHELECH,

SENADOR
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PROYECTO DE ACUERDO DE DIVERSOS SEÑORES SENADORES, POR MEDIO DEL CUAL SOLICITAN LA ADOPCIÓN DE UN CONJUNTO DE MEDIDAS CON EL PROPÓSITO DE PERFECCIONAR EL FUNCIONAMIENTO DEL PLAN DENOMINADO “TRANSANTIAGO”

(S 945-12)

Honorable Senado:

Considerando:

Que el corto período que lleva de implementación el plan denominado “TRANSANTIAGO”, que se han generado numerosos problemas que dañan gravemente la calidad de vida de los chilenos, se solicita la aprobación del siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

· Analizar nuevos recorridos y aumentar la distancia de algunos recorridos actuales para resolver los problemas de accesibilidad de una gran cantidad de usuarios que tienen que realizar largas esperas y extenuantes caminatas para acceder a la red de transporte público (realizar estudios técnicos de las áreas más afectadas).

· Existe una gran diferencia entre las inversiones realizadas en el Metro y en infraestructura para los microbuses. El metro transporta el 30% de los usuarios del transporte público y se han invertido cerca de US$ 2.200 millones, mientras que las micros transportan el 70% y tan solo se han invertido US$ 350 millones.

Aumentar y realizar los compromisos de inversión en infraestructura vial efectuados es fundamental para disminuir los tiempos de desplazamiento. Una opción es desarrollar un sistema de pago más eficiente, que se pueda realizar fuera de la micro y así optimizar la cantidad de usuarios y la perdida de tiempo que se genera con las extensas filas que se producen al pagar dentro de la micro (andenes móviles que se puedan utilizar en paraderos saturados, esto evita la evasión y permite una rápida afluencia de usuarios que pudieran subir por las cuatro puertas, y no solo por una para 160 usuarios). Además habilitar paraderos que no interrumpan la circulación del transporte público y privado, agilizando el tránsito de micros (paraderos sobre la calzada). Asimismo crear vías exclusivas para micros .

· Necesidad de aumentar la cantidad de microbuses ya que los estudios técnicos preliminares fueron bastante errados suponiendo una demanda inferior a la actual. La eficiencia del sistema va contra la comodidad y tiempo de los usuarios (en horario punta micros llenas en casi la totalidad de los recorridos). Todo esto ha favorecido el uso del automóvil ya que ha disminuido la congestión, por lo que dejar el auto por utilizar el transporte público no es una opción, y quienes anteriormente utilizaban el metro como una opción distinta de movilización, dejando el auto en casa, se han visto obligados a utilizarlo nuevamente debido a la congestión que se genera en el metro.

· Agilizar la construcción de paraderos y señalética informativa, además de tener una mayor cantidad de monitores que ayuden a los usuarios, sobre todo una vez que entren en funcionamiento todos los establecimientos educacionales.

· Mejorar el servicio nocturno (aumento en la frecuencia de micros) en ciertos servicios locales para disminuir esperas de hasta 3 horas o caminatas de más de 20 cuadras. 

Analizar los recorridos con frecuencias menores, para aumentar frecuencia entre micro y micro (estudios técnicos).

En horarios nocturnos establecer horarios definidos para los paraderos más importantes o con mayor afluencia de usuarios para que el usuario tenga información y certeza de la hora en que pasará la micro, coordinando su viaje para no tener largas esperas.

· Incorporar a los municipios en el sistema, para que puedan recolectar inquietudes y necesidades de los usuarios sobre frecuencias y recorridos, información que el municipio puede hacer llegar al Ministerio de Transporte, para estudiar las deficiencias y así repararlas (información de la base del sistema, los usuarios; información que debió ser tomada en la creación del sistema). 

· Evaluar el alargue del servicio del metro hasta las 12 de la noche.

· Solicitar ayuda y colaboración a Universidades que tengan departamentos de transporte en las Escuelas de Ingeniería, así como también incorporar a personas capacitadas que trabajan en Universidades, buscando mejoras conjuntas para el Transantiago.

· Evaluar el horario de entrada al trabajo en aquellas actividades en que sea posible hacerlo sin afectar seriamente procesos productivos o administrativos (El Mercurio 18 de enero de 2007).

· Crear aparcaderos de bicicletas adecuados y seguros en las estaciones del metro para los ciclista. 

· Asegurar que se invierta al menos el equivalente de la inversión que significará el Transantiago y el Metro en las regiones de Chile, de manera de hacer más atractiva la vida en ellas, mejorando la calidad de quienes viven, evitando la migración de las regiones a la  capital.

Valparaíso, Marzo 14 de 2007.
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PROYECTO DE ACUERDO DE DIVERSOS SEÑORES SENADORES, MEDIANTE EL CUAL SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA INCREMENTAR EL FONDO DE GARANTÍA PARA PEQUEÑOS EMPRESARIOS

(S 946-12)

Honorable Senado:

1. Que es justo reconocer en la pequeña empresa a un actor principal en la construcción de una economía sólida que impulse el desarrollo del país en todas sus facetas.

2. Que el aserto anterior está respaldado por la evidencia de que la pequeña empresa ha contribuido significativamente a la creación de empleo y, por ende, a dinamizar la economía.

3. Que es oportuno y equitativo, entonces, dotar a estos actores de nuevos instrumentos y alternativas de crédito que estimulen su capacidad de emprender.

4. Que además de las diversas medidas anunciadas para fortalecer la actividad del pequeño empresario, es ventajoso utilizar la actual institucionalidad, como el decreto ley Nº 3.472, de 1980, que creó el Fondo de Garantía para Pequeños Empresarios, FOGAPE, que contiene mecanismos ya probados para gestionar créditos.

5. Que la actual situación financiera fiscal permite considerar con mayor holgura recursos para estos fines.

Acuerdo

El senado acuerda solicitar a S.E. la señora Presidenta de la República considere, en el contexto del cuerpo legal mencionado, una iniciativa que incremente a cien millones de dólares de los Estados Unidos de Norteamérica, o su equivalente en otra moneda extranjera o en moneda nacional, el Fondo para garantizar operaciones de crédito a los pequeños empresarios.

_924333119

